LIBRARY 


yA 
ÉS 
D 
as 
E] 
E 
Z 
1) 


A E E ES CA pu E 


o E 7 pS 19 ES - 
4 AA 7 
7 AS xs E E 


o e ST 
E A 


NY > Ñ Te aa SGSI 
AS Sy VE AED o SU E 7% == E 


E 
- : Ss sr» = $ 
E E pe ; 


ue 


- ENZLOS ACCIDENTES DEL TRABAJO 


' Ñ A | 


Imp. «Nacional» de J 5 Lajouane 8 Cia, 


RAFAEL BIELSA 


Profesor en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la 
Universidad de Buenos Aires 


LA CULPA 


EN LOS 


ACCIDENTES DEL TRABAJO 


SU ESTUDIO Y CRÍTICA EN LA LEY ARGENTINA 


ASPECTO JURÍDICO DE LA CUESTIÓN EN EL DERECHO CIVIL Y 
EN LA LEGISLACIÓN INDUSTRIAL 


SEGUNDA EDICIÓN 


Revisada y aumentada con un extracto y análisis de la jurisprudencia 


BUENOS AIRES 


J LAJOUANE «€ Cía.— EDITORES 
Librería Nacional 
270 — CALLE BOLÍVAR — 270 


1926 


DEL MISMO AUTOR 


DERECHO ADMINISTRATIVO Y LEGISLACIÓN ADMINISTRATIVA ARGENTINA. 
(Bs. Aires, 1921). 2 vols. 


LIMITACIONSS IMPUESTAS A LA PROPIEDAD BN INTDRÉS PÚBLICO. Res- 


tricciones y Servidumbres Administrativas. (Bs. Aires, 1923). 


RÍBLACIONES DBL CÓDIGO CIVIL CON BL DÍÓRECHO ADMINISTRATIVO. 
(Bs. Aires, 1923). 


ALGUNAS IDEAS DIRECTRICES SOBRE BL ESTUDIO DE NUBSTRO DERECHO 
ADMINISTRATIVO Y SOBRE LA TUTBLA JURÍDICA DE LOS ÁDMINIS- 
TRADOS. (Bs. Aires, 1926). Folleto. 


2 AQ 
JJ 31 » 8 Y A 
NR r ) "7 ” 
A X 
ÍNDICE ANALÍTICO 
Págine 
A e US AR A CASO 9 
'BREOFACIO DE LA ¿PRIMERA ¡BDICIÓN:.. 9.0 meo a ealalea e ae laileala e io 13 


CAPÍTULO PRELIMINAR 


La responsabilidad en el derecho privado 


1. La responsabilidad en el derecho privado. — 2. Concepto de la 
responsabilidad.— 3. Elementos de la responsabilidad: culpa y 
daño jurídico. A) Daño jurídico: 4. Concepto del daño juridi- 
co.—B) Culpa: 5. Condiciones esenciales. Concepto.—6. Culpa 
«extra-contractual».—7. La culpa es siempre falta a un deber 
jurídico.— 8. Elementos esenciales de la culpa en derecho clá- 
sico. — 9. Diversos criterios acerca de la noción de la culpa. 
Opinión de Plantiol. —10. Concepción de Lévy. —11. Distin- 
ción de la culpa en la ley, según el origen de la obligación. 
En obligaciones contractuales. — 12, En obligaciones extra- 
contractuales.—13. ConclusióN.......omoo.. o. oooonsrsccn.»» 17 


PRIMERA PARTE 
Exposición y crítica de los sistemas de responsabilidad del 


patrón por los accidentes del trabajo 


CAPÍTULO PRELIMINAR 


14. Responsabilidad subjetiva. —15. La Jlamada «responsabilidad 
OBJ aaa mala a a iaa So e lela a A EA 41 


6 ÍNDICE ANALÍTICO 


CAPÍTULO PRIMERO 


A) — Responsabilidad del patrón, fundada en la culpa extra-contrac- 
tual o aquiliana: en la doctrina, en el Código civil y en la ju- 
wisprudencia. 


16. Principio general en la ley: arts. 1109 y 1113.— 17. Extensión 
de la responsabilidad aquiliana. — 18, Interpretación jurispru- 
dencialad. cansan nota eee a roreraiaaa aora sata a lo 45 


B)— Examen de la crítica del fundamento jurídico de la culpa extra- 
contractual y su aplicación jurisprudencial. Refutación de esa 
Critica. 


19, Critica al principio del derecho romano y su aplicación por 
la jurisprudencia. — 19! (Continuación). Refutación de esa crí- 
tica. — 20. Crítica del principio en cuanto se le considera in- 
suficiente para regir la responsabilidad patronal. Refutación.— 
201, Critica fundada en la dificultad práctica de probar la 
culpabilidad del patrón. Consecuencias......oooooooomoommmo... 52 


C) — La inversión de la prueba en los accidentes de trabajo y el art. 
1133 del Código civil. — Insuficiencia y crítica del sistema y su 
aplicación jurisprudencial. 


21. Antecedentes. Jurisprudencia francesa. — 22, La inversión de 
la prueba. Expediente antijurídico. — 23. Presunción de culpa 
patronal. — 24, Examen del argumento. — 25. El art. 1133 del 
Código civil; fundamento jurídico de esa disposición y con- 
diciones que justifican su aplicación. —26. ¿Es aplicable el 
art. 1133 en los casos de accidentes del trabajo? Régimen de 
la prueba.— 27. Aplicación del principio en otras disposiciones 
legales. Jurisprudencia. — 28. Conclusión. Inconvenientes de 
la inversión de la prueba como sistema en el derecho común. 64 


CAPÍTULO SEGUNDO 
Teoría contractual: exposición y crítica 


29. Principios generales. — 30. La «seguridad» como condición im: 
plícita en el contrato de locación. — 31. Refutación del argu- 
mento. —32. La teoría contractual y su aplicación en los tri- 
bunales federales: Crítica. — 383. Inconvenientes y desventajas 
que derivan de la aplicación de ese principio en nuestro ré- 
gimen legal. — 831, Prescripción de la acción. Relativa inuti- 
lidad práctica de esa ventaja....... OO) Soon Mv canoa. 83 


ÍNDICE ANALÍTICO 


CAPÍTULO TERCERO 


Teoría del caso fortuito 


34, Principios fundamentales.— 35. Protección legal del obrero. — 
36. La teoría del casus y los principios generales en el dere- 
cho clásico. — 37. El caso fortuito en la industria. — 38. Dis- 
tinción entre el caso fortuito y la fuerza mayor en los acci- 
dentes del trabajo. — 38!. La culpa asimilada al caso fortuito 
en los accidentes del trabajo.—38?%. Conclusión. Aplicación de 
los principios de esta teoría en los accidentes del trabajo.... 


105 
CAPÍTULO CUARTO 
RESPONSABILIDAD OBJETIVA 
Fundamento y crítica del sistema 
39. La responsabilidad objetiva y el Código civil. Jurispruden- 
cia.—40. Responsabilidad por el hecho de las cosas en los acci- 
dentes del trabajo. Critica.— 41. Objetivación de la responsa- 
ilidadirom eliderecho: modernos aio da e 123 
CAPÍTULO QUINTO 
Teoría del riesgo profesional 
42. Atribución del riesgo a la industria.— 42%, El argumento del 
riesgo creado. Crítica. — 422%, Justificación del principio del 
riesgo profesional.—43. Fórmula transaccional del riesgo pro- 
festonal. 430 Su exbausiON Jess aaa o aaa aaa 136 


ÍNDICE ANALÍTICO 


SEGUNDA PARTE 


La culpa grave y la ley 9688 sobre accidentes del trabajo 


CAPÍTULO PRIMERO 


Antecedentes legislativos 


44, Antecedentes y proyectos.— 44*, La culpa grave del obrero y 
el principio del riesgo profesional. Jurisprudencia........... 148 


CAPÍTULO SEGUNDO 


La culpa grave. — El accidente del trabajo. — Noción. Elementos. 
Los reglamentos de trabajo.— Jurisprudencia. 


45. La culpa grave como excepción legal.—46. Caracteres del ac- 
cidente. Profesionalidad. Análisis jurisprudencial.— 47. Re- 


glamentos de trabajo. Su fin preventivo. Jurisprudencia.— 
471, Culpa ¿nexcusable 


CAPÍTULO TERCERO 


Supresión de la excepción de culpa grave en la ley.—La culpa grave 
en el derecho comparado 


48. Una cuestión de principio.—48!. Proyecto de 1916, Objeciones 
al mismo.— 48* Proyecto de 1925. —49, La culpa grave en 
el derecho comparado. —50. Conclusión 


PREFACIO 


Cuando, en 1919, publiqué la primera edición de esta tesis 
dudé de la utilidad práctica que ella pudiera aportar a los ju- 
ristas, abogados y jueces. Se trataba de un trabajo esencial- 
mente doctrinario y teórico — propiamente dicho, una tests, — 
en donde sólo estudiaba una institución: la culpa, y Úúnicamen- 
te en un orden de relaciones jurídicas, en la esfera industrial y 
obrera. En realidad se trataba de un análisis doctrinario y 
jurisprudencial de los arts. 1109 y 1113 del Código Civil y del 
art. 4%, inc. a) de la ley 9688. 

Pero en los breves años transcurridos desde entonces, he po- 
dido advertir que dicho trabajo no resultó una mera disquisición 
bizantina, pues autorizados colegas y tribunales se han referido 
a él, citándolo en sus escritos y decisiones, respectivamente, re- 
conociéndole con ello una relativa utilidad teórica y práctica. 

Y habiéndose agotado aquella edición, me ha parecido oportn- 
no publicar la presente, agregando, como se advierte, un sumario 
análisis jurisprudencial sobre la aplicación, en estos últimos años, 
del citado art. 49, inciso a) de la ley 9688; es decir, el precepto 
concerniente a la excepción de culpa grave. 

A este respecto me es, a la verdad, satisfactorio invocar la 
Jurisprudencia como una comprobación — según ereo — defini- 
tiva de lo que he sostenido sobre el punto. 

En esta nueva edición mantengo inalterado el pensamiento 


10 PREFACIO 


dominante de la tesis en punto a lo que constituye su objeto, 
o sea, la responsabilidad. 

No he modificado un sólo concepto, ni suprimido una sola 
línea escrita sobre la cuestión; por el contrario, he añadido — 
si bien a título ilustrativo — aleunas referencias doctrinarias, 
sin alterar tampoco su redacción originaria, pues quiero que este, 
mi primer trabajo jurídico autónomo, conserve su substancia y 
forma primitiva. 

En lo que respecta a la crítica — que me ha sido lisonjera o 
laudable —, sólo rara vez he podido notar alguna interpretación 
arbitraria en punto a mi pensamiento, que habrá sido motivada 
— quizá — por la lectura irreflexiva o parcial de los capítulos. 
Por eso resumo a continuación las ideas directrices y conclusio- 
nes a que llego. Desde luego, convengo en que mi opinión, sos- 
teniendo el concepto tradicional de la responsabilidad, está en 
oposición con la nueva doctrina de objetivación del derecho — 
llamémosle así, — pero no en oposición con la tutela jurídico- 
económico del obrero, que la deseo amplia y segura, y no depen- 
diente de una jurisprudencia novedosa o singular y a veces ca- 
ritativa, ni de normas ambiguas y antijurídicas. 

En este orden de ideas sostengo que: 

ES 
del daño jurídico y de la culpa, por leve que ésta sea, conforme 


La responsabilidad supone necesariamente la concurrencia 


a su texto originario: In lege Aguilra levissima culpa vemt. 

It.—El artículo 1133 del Código Civil, disposición que esta- 
blece excepcionalmente la imversión de la prueba, no es aplicable 
en materia de accidentes del trabajo, pues la situación del obrero 
en la industria es distinta de la del damnificado en las hipótesis 
previstas en la citada disposición legal, en las cuales la inversión 
de la prueba se justifica plenamente. de 

111.—La llamada «teoría de la culpa contractual» aplicada en - 
materia de accidentes del trabajo, no tiene fundamento jurídico 
ni en los textos ni en la costumbre. 

IV.—La llamada responsabilidad objetiva es antijurídica. Es 
expresión, además, híbrida, pues la responsabilidad es necesa- 
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riamente subjetiva. En realidad, se trata de obligaciones legales, 
abstracción hecha de la culpa. 

V.—El sistema de riesgo profesional, que informa la moderna 
legislación sobre accidentes del trabajo (v. gr. la ley N* 9688), 
fándase en una fórmula transaccional, que no excluye en abso- 
luto la culpa, pues la culpa grave del obrero es eximente de 
responsabilidad para el patrón, y toda culpa del patrón facul- 
ta al obrero para exigir de aquél la reparación del daño, según 
el Código civil (art. 17 de la ley citada). 

VI.—Dentro de tal sistema, la culpa grave debe apreciarse en 
cada caso, y, desde luego, la transeresión de un reglamento del 
trabajo, sea o no aprobado, no puede constituir, por sí sola, cul- 
pa grave, pues para esto es necesario, como digo en su lugar (cap. 
IT de la 2* parte), que se trate de la violación o transgresión de 
una medida de previsión o de una orden establecida y justifi- 
cada siempre como medida de seguridad personal del obrero, y que 
además ella pueda ser razonablemente obedecida (lo que des- 
carta aquellos accidentes que se producen por la confianza teme- 
raria que genera el hábito en el trabajo), y finalmente que el 
accidente sea consecuencia inmediata y necesaria de esa falta. 

VII.—De entre las teorías propuestas, la llamada del caso for- 
tuito o de «Fusinato» es la que más sólido fundamento tiene en 
el derecho clásico (ubi commoda 3b3 et incommoda esse debet), 
y más jurídica es su aplicación en determinadas esferas de la 
vida industrial y comercial: accidentes del trabajo y transportes. 

En efecto, como este principio no ha nacido con el maquinismo 
moderno (de donde la correlativa teoría del rieseo profesional — 
Ver cap. V?), sino que es anterior a él, su campo de acción no se 
limita sólo a la moderna industria, pues el principio es aplicable 
en las esferas comercial y agrícola que son total y relativamente 
extraños a la ley sobre accidentes (V. art. 2, y especialmente 
inciso 2% (2). 

(2) Y así, en tan amplio principio parece fundarse el art. 156 del Códi- 


go de comercio, sancionado veinticinco años antes de la sanción de la ley 
9688 que se informa en el principio del «riesgo profesional». 


12 PREFACIO 


VIII.—Complemento necesario de la tutela del obrero en este 
orden de actividades es: 19, el seguro obligatorio, que — como dije 
en la primera edición — coloca al obrero a cubierto de la eventual 
insolvencia del pequeño patrón industrial (%); 2%, que tal seguro 
sea monopolizado por el Estado, tanto por razones de orden moral 
y político-económico, como de solidaridad social, pues la forma 
actual de explotación privada de esta clase de seguros es arbi- 
traria, insegura y antieconómica. 

Y concluyo diciendo que cuando un texto legal es inaplicable a 
casos no previstos por el legislador, tales como los generados por 
la moderna industria y la irreductible desigualdad económica, 
que no se aviene con la igualdad abstracta que presupone el Có- 
digo civil (régimen contractual), ese texto no debe aplicarse tor- 
turándolo o violándolo casi siempre para ello, pues tal aplicación 
es antijurídica, incierta y arbitraria. Entonces lo que se impone 
es un texto expreso y aun un jus singulare que asegure una efec- 
tiva tutela respecto de aquél en cuyo beneficio se establece, que 
en el caso es el obrero, pero no sólo fundada en un principio 
de equidad, conforme al aforismo de Marcellus (1. 183 D. de R. J. 
50, 17) Ubi aequitas evidens poscit, subvemendum est, que puede 
convertir al «derecho» en «favor», sino en un principio de jus- 
ticia, que ya existía en substancia y potencialmente en el derecho 
antiguo, según acabo de decirlo en la página anterior, en lo que 
llamaría postulado VIT de esta opinión mía sobre la cuestión que 
analizo, critico y creo resolver en este libro. 


Rosario, 1* de Julio de 1926. 


(2) Aunque no olvido la previsión de la ley (art. 10) que ampara «condi- 
cionalmente» al obrero en caso de insolvencia absoluta del patrón. 
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Frente al desarrollo prodigioso de la grande industria, al in- 
cremento del maquinismo, a la febril actividad que se desenvuel- 
ve dentro de esos organismos que en su funcionamiento causan 
dolorosos accidentes a los que trabajan en ellos, llevando la des- 
gracia y a veces la miseria a su hogar, hechos cuya triste reper- 
cusión, casi a diario, nos solidariza a todos en un noble propósito, 
cual es el mejoramiento de la condición y amparo de la clase obre- 
ra en todo sentido; frente a ello, decimos, aparece el legislador, 
y desligándose de todo prejuicio... que pueda imponerle su edu- 
cación jurídica, y sólo atendiendo a un fin, vota la anhelada 
ley de accidentes del trabajo. Erige en principio de responsabi- 
lidad el hecho mismo del infortunio: el accidente; tal es la cau- 
sa generadora del derecho a la indemnización, por lo que se ha 
dicho que el accidente vale título. 

Pero ante este nuevo principio meditemos un momento, y pre- 
guntémonos, si esta innovación, que se nos presenta aparentemen- 
te fundada en sentimientos de equidad, y tal vez de piedad— 
que no se duda...—, es motivo suficiente para modificar el 
principio de la responsabilidad. Consideremos, si ante este gé 
nero particular de hechos es necesario confundir la idea de lo 
justo con el sentimiento de piedad; si debe aparecer necesaria- 
mente un responsable en todos los casos, y si debe buscársele don- 
de no lo hay. Porque hay infortunios que son consecuencias ine- 
vitables de riesgos cuyas causas a nadie pueden imputarse 6 
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atribuirse; entonces deben soportarse sin recurso. El remedio 
de estas desgracias — dice M. Planiol — está en el sentimiento 
de solidaridad o piedad, que tiende a hacer de la confraternidad 
humana una vasta asociación de ayuda mutua contra los azares 
desgraciados; pero recurso jurídico, propiamente dicho, y obli- 
gación fundada en una idea de responsabilidad personal, no 
se concibe sino referidos, uno u otra, al autor del hecho que la 
motiva. 

Así se explica, también, que aun en la hipótesis de admitir la 
responsabilidad basada en el rieseo profesional, en su campo de 
fecunda aplicación, los accidentes del trabajo, se proponga como 
corolario lógico el seguro obligatorio ?. 

No se me oculta que además de las razones que se invocan, en- 
tre ellas las ventajas comunes para el obrero y el patrón, — en 
cuanto al primero, porque le proporciona segura indemnización ; 
respecto del patrón, porque el seguro lo precave de una erogación 
excesiva y hasta de su ruina, — no se me oculta, digo, que sea 
tal vez el único medio posible para atenuar, en cierto modo, 
las consecuencias de la responsabilidad objetiva. 

Nuestro esfuerzo se dirige, pues, a mantener el principio de 
la responsabilidad fundada en la culpa, argumento que nada tie- 
ne que ver, desde luego, con las providencias legislativas que 
tiendan en verdad a remediar algunas situaciones anómalas en 
que se halla la clase trabajadora, mediante una legislación in- 
dustrial ordenada y sabia. 


Dada la índole de este trabajo, se impone, por de pronto, deter- 
minar el concepto de responsabilidad, el estudio de sus elementos 
constitutivos: culpa y daño. Y tratándose especialmente de la 
aplicación del principio a una materia determinada — los acci- 
dentes del trabajo, — es necesario, además, un examen crítico 
de las diversas doctrinas de responsabilidad patronal: su fun- 


(1) P. Prc, Législation Industrielle, (París, 1912), n* 1045, 
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damento jurídico, y la aplicación que algunas de ellas han te- 
nido en nuestros tribunales. 

Me ocupo en capítulo aparte de la inversión de la prueba, me- 
diante la presunción de culpa del patrón, expediente practicado 
algunas veces entre nosotros; me refiero a la aplicación analógi- 
ea (?) del art. 1133 del código civil, que es el relativo a los daños 
causados por las cosas inanimadas. 

Se ha creído hallar en él un recurso legal eficiente para atenuar 
la injusta situación del obrero toda vez que debiera probar la 
culpa del patrón. Advierto, desde ahora, que repruebo este pa- 
liativo, porque lejos de ser justificado es un medio antijurídico 


e ineficaz. 


Estudiaremos luego la ley de accidentes del trabajo y su fun- 
damento jurídico, el riesgo profesional, en cuanto establece como 
única limitación de la responsabilidad del patrón el dolo y la 
culpa grave. 

Se ha sostenido * apartándose del principio del riesgo profe- 
sional, que es necesario abolir la excepción de culpa grave; que 
ella puede ser una fuente de procesos, un semillero de pleitos... 
que debe cortarse por lo sano (?). Pero no sé si este argumento 
puede constituir una ratio juris que justifique esa supresión; 
por lo demás, tres años de práctica de la ley no han demostrado 
la necesidad de la reforma proyectada. 

«La supresión de la culpa grave ofrece el capital inconvenien- 
« te de debilitar el sentimiento de la responsabilidad y de falsear 
«la noción de la justicia distributiva» ?. 

Por fin nos ocuparemos incidentalmente de los reglamentos 
de trabajo. 

Sostenemos que la simple violación de ellos por parte del ope- 


(1) V. la discusión de la ley 9688 en Btario de sesiones de la Cámara de 
Diputados, t. 3, p. 555 a 579 (septiembre de 1915). 

(2) Cu. DeJaceg, La faute lourde, en «Congrés international des accidents 
du travail et des assurances sociales», (Milán, 1894), t. 1, p. 793. 
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rario, no basta para autorizar la excepción de culpa grave; es 
necesario examinar la relación de causalidad entre la transgresión 
de la orden y el accidente: si aquélla es respecto de éste causa 
determinante, o sólo un hecho circunstancial. 

Porque los reglamentos de trabajo tienen un fin esencialmen- 
te preventivo y de doble utilidad : para el obrero, porque la obser- 
vancia de las disposiciones en ellos contenidas evita muchos ac- 
cidentes; su salud y vida son preferibles siempre a la indemni- 
zación; y en cuanto al patrón, porque disminuyendo el número 
de accidentes disminuye también el de indemnizaciones, y con 
ello se reduce la prima del seguro, que es de desear se lo de- 
clare obligatorio una vez por todas. 

Se advertirá que en este pequeño trabajo sólo considero el - 
carácter jurídico de una debatida cuestión, doblemente enojosa 
si se la entiende como un aspecto de la lucha entre el trabajo y el 
capital, o, mejor dicho, entre sus agentes: el obrero y el patrón. 
Pero, el propósito que inspira esta obra es la defensa del pri- 
mero, el más respetable y digno de ella, aunque sin falsear los 
principios de la justicia, sin ayuda de los cuales la vida no sería 
posible. El obrero reclama y merece una protección más posi- 
tiva, por cierto, que aquella consistente en suprimir la excepción 
de culpa grave, disposición principalmente teórica de la ley, pero 
que es necesario mantener, aunque más no sea por valor ético y 
jurídico. 

Es necesario, eso sí, el seguro obligatorio que ponga al obrero 
a cubierto de la eventual insolvencia del pequeño industrial; es 
necesario, además, que se eleve el monto de la indemnización; 
que su percepción sea efectiva y total, porque, después de todo, 
la protección legal del operario, en cuanto a accidentes, es casi 
irrisoria. 


Buenos Aires, 21 de septiembre de 1918. 


CAPITULO PRELIMINAR 


La responsabilidad en el derecho privado. Culpá y daño 
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BBA, Contributi alla teorica del danno e del risarcimento. Danno 
incolpevole, en «Nuove Questioni di Diritto civile», (Torino, 1919), 
t. I, págs. 113 y sigtes. y págs. 197 y sigtes.:—Rocco, 1 concetti di 
«bene» e di «interese» nel diritto, en «Riv. It. Sez. Giur», v. 47, año 
1910;—BONFANTE, Istituzioni di Diritto romano, (Milano, 1907), $$ 
175-6;—HóLDÉR, Istituzioni di Diritto romano, trad. Caporale, (Tori- 
no, 1887), $ 17, cap. IV y V:—BruG1, Istituzioni di Diritto priva- 
do giustinianeo, (Padova, 1910), $5 44-45-95 y 96;—TYPALDO-BASSIA, 
Des classes ouvriéres a Rome, (Paris, 1892), cap. 11, Sec. II; —DERNBURG, 
Diritto delle obligazioni, trad. F. B. Cicala, (Torino, 1108);—SCIALUJA, 
Corso di istituzioni di diritto romano, (Roma, 1912), cap. VI, nos, 30 y 


sigtes.;—MINOZZI, Studio sul danno non patrimontale. Danno mora- 
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le, (Milano, 1917);-—MobiCa, I danni-interesi compensativi, (Torino, 
1913)—DEMOGUB, Traité des obligations en général, (París, 1923), to- 
mo 3;— BARAssI, Istituzione de diritto civile, (Milano, 1914); Della respon- 
sabilitá per ¿ dannt, en «Rivista Italiani per le Scienze Ginridiche», 
t. 27;—FERRINI, Manuale di Pandette, (Milano, 1917); —ImrrING, De la 
faute en droit privé, trad. Meulenaere, (París, 1880); —LAROMBIERE, Obli- 
gations, (París, 1885);— Lévy, Hesponsabilité et contrat, en «Revue 
Critique», año 1899—PoLaco, Le obligazione uel diritto civile, (Roma, 
1915;—AMEzZAGA, La culpa aquiliana, (Montevideo, 1911);- CoGLIOLO, 
Colpa aquiliana, en «Seritti varii di Diritto privato», (Torino, 1914), 
v. I, págs. 194 y sigtes. y también Colpa civile e colpa penale, en vol. 
citado, págs. 411 y sigtes. y La teoria de la colpa, en la misma obra, 
v. II, págs. 125 y sigtes.;—VITOCOLONNA, Teoria generale de la colpa 
incriminabile, (Torino, 1914);— BriaLer-MasskÉ, Tratado de la respon- 
sabilidad civil en el derecho argentino, (Bs. Aires, 1904). 


1. La responsabilidad en el derecho privado. — Antes de en- 
trar a examinar la culpa en general, debemos determinar si 
ella se supone necesariamente en la responsabilidad, o es tan 
sólo un elemento contingente. En el primer caso consideraría- 
mos la responsabilidad en su concepto tradicional y verdade- 
ramente jurídico, mientras que en el segundo lo sería en una 
de sus formas modernas, en la forma objetiva, así llamada por- 
que prescinde del elemento subjetivo culpa, y se funda sólo en 
el daño, ya sea éste causado por culpa, ya lo sea por caso 
fortuito. 

Esta cuestión es importante en nuestro tema, a punto tal que, 
de admitir la responsabilidad sin culpa, aún en los casos de acci- 
dentes del trabajo, nos veríamos virtualmente obligados a redu- 
cir los límites de esta monografía, contrariando, tal vez, el pro- 
pósito que se tuvo en vista al darlo como tema de estudio. 

Pocas figuras jurídicas han tenido, como la responsabilidad, tan 
variadas acepciones y se ha discutido tanto su contenido, por 
cierto más en la doctrina y en la jurisprudencia que en la legisla- 
ción. Verdad es que el legislador considera la ley preferente- 
mente bajo la faz social, — ciertamente muy respetable, — pero 
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que no debe apartarse de la jurídica, por sólo satisfacer exigencias 
de otro orden. De ahí que cuando se ensayó resolver en el dere- 
cho privado el difícil problema de la responsabilidad en los ae- 
cidentes de trabajo, se cometiera, más de una vez, verdaderas 
herejías jurídicas, alegando que tal o cual solución encuadraba 
dentro de tal o cual disposición legal, bien que se reconocía, 
de paso, que ello implicaba una concepción «algo forzada», sien- 
do así que más que otra cosa eran «verdaderas violaciones y 
derogaciones del derecho civil». 

Y en la misma falta se incurrió, cuando so pretexto de equi- 
dad unas veces, de causalidad objetiva otras, se desnaturalizó 
la institución a que nos referimos, que es en nuestro concepto 
de índole esencialmente subjetiva; que supone siempre un sujeto 
imputable, sujeto dotado de voluntad y discernimiento *. Y esto 
está en la naturaleza misma del derecho, que es relación entre 
las voluntades individuales e intereses que protege. En la armo- 
nía del aspecto jurídico y del aspecto ético, está la esencia de 
las normas reguladoras de la vida; en ella no pueden separarse 
el elemento subjetivo y el objetivo: el daño, del agente responsable; 
si entre ellos hay vínculo de causalidad hay culpa, y a falta de 
ésta sólo hay «caso» o fuerza mayor. 


2. Concepto de la responsabilidad. — Consideramos la res- 
ponsabilidad una consecuencia necesaria de la violación de un 
deber jurídico, deber cuya naturaleza examinaremos al estudiar 
el elemento esencial de aquella: la culpa. 

Adviértase, pues, que no entendemos por responsabilidad la 
obligación que se impone a una persona respecto de otra, con- 
sistente en atribuirle un hecho perjudicial y de obligarle a re- 
parar ese perjuicio ?; ello importaría declarar responsable a 
todo el que ejecuta un hecho que cause perjuicio, vale decir, 
confundir responsabilidad y causalidad. Por causalidad se en- 


(1) SourDar, op. cit., t. 1, n? 13 y sigs. 
(2) BOUYER, Op. Ccit., n? 2. 
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tiende la relación que, inmediata o mediatamente, vincula la ac- 
tividad del sujeto al hecho. Por el contrario, «la determinación 
«de la culpa, implica la afirmación de la imputabilidad del s*- 
«jeto, y de un estrecho vínculo causal entre el hecho voluntario 
«y el daño producido. La imputabilidad implica la capacidad 
«de valuar los aspectos de un hecho o de una idea: la capacidad 
«de querer y obrar con un fin determinado Y. Presupone tam- 
«bién, además de la falta de enfermedad mental y de edad su- 
<« ficiente para poder discernir (pues los menores son sujetos 
«imputables civil y aún penalmente, si al realizar el acto pu- 
«dieron discernir) *, presupone, decimos, cierta independencia 
«en su voluntad *». Por lo que de acuerdo a nuestro concepto 
de responsabilidad, un sujeto es imputable cuando se le puede 
atribuir el deber jurídico de cuya violación deriva aquélla. 

Ahora bien: como nos referimos a la responsabilidad civil, 
pero sólo hemos hablado de causalidad e imputabilidad, es ne- 
cesario completar su noción con lo que llamaremos elemento 
objetivo de la responsabilidad: el daño causado. En efecto, ser 
civilmente responsable es estar obligado a reparar, por medio 
de una indemnización pecuniaria, el daño inferido $. 

De modo que es una «obligación preexistente» lo que sirve 
de base a la responsabilidad, y como ésta puede ser contractual, 
delietual o quasi-delictual, y necesariamente en estos dos últimos 
casos el carácter de la obligación debe ser legal, puede decirse, 
con Planiol, que es la obligación preexistente lo que da origen 
al recurso legal mediante el cual se hace efectiva la responsabi- 


(3) MeErKEL, distingue <imputabilidad»> y «capacidad de obrar». Habla 
de la primera refiriéndose a la violación del derecho, y de la segunda res- 
pecto de los actos jurídicos. Juristiche Enzyllopádie, p. 102 (Berlín, 1902). 
V. en SALEMI, La cosi detta responsabilitá per atti legittimi della pubblica 
amministrazione, (Milano, 1912), pág. 47, nota 2. 

(4) V. arts. 34, 36, 37 y 38 del Código penal, y 1108, 1076, Código civil. 

(5) SaLemi, loc. cit. 

(6) PLaNIOL, Études sur la responsabilité civile, en «Revue Critique», ete., 
uño 1905, pág. 277. 
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lidad. Así, la obligación legal es un concepto genérico; en ella 
se comprende todos los casos en que se trate de un hecho culpa- 
ble, entendiendo la culpa en el amplio sentido que da Planiol 7. 
Tal idea es correlativa a la de unidad de culpa, sostenida tam- 
bién por este autor $. Ahora bien: los partidarios de la teoría 
de la responsabilidad objetiva, también definen a ésta como obli- 
gación legal, sólo que, como sabemos, sustituyen la culpa por el 
rieseo; pero — pensamos nosotros — aplicar el término respon- 
sabilidad a los hechos de los riesgos, es realmente una im- 
precisión, como lo reconoce el mismo Saleilles, quien dice que 
en tales casos se trata de una quasi-responsabilidad, lo que es un 
derecho común un quasi-delito ?. 

Este concepto de obligación preexistente ha suscitado críticas 
fundadas, porque si se enuncia simplemente, sin precisar su con- 
tenido realmente jurídico *% no es lógico aceptarlo, por la ra- 
zón que hemos dado más arriba (núm. 2). Geny — entre otros *! 


(7) Véase en Études, ete., (cit.), ps. 288 y sigs. 

(8) Traité élémentaire de droit civil, (París, 1912), t. 2, nos. 827 y 877 
y siguientes.. 

(9) La responsabilité du fait des choses devant la Cour Supérieure du 
Canada, en «Revue Trimestrielle de Droit Civil», año 1911, p. 53. 

(10) SALEMI, refiriéndose al concepto de culpa dado por PLANIOL, dice: 
«Más que una verdadera y propia norma jurídica, ésta no es sino una regla 
práctica de vida, un principio de moral. Importa más bien notar que la 
violación de una ley (lo mismo podemos decir de las otras formas de culpa 
por lesiones a la honestidad y a la moral) constituye el elemento objetivo 
de la responsabilidad, mas no el elemento subjetivo, la conducta del sujeto 
agente». (Op. cit., p. 44). 

(11) «Cuando en derecho se presenta la cuestión de la responsabilidad 
« trátase esencialmente — dice GENY — de saber en qué caso y en qué condi- 
« ciones se deberá reparar (sea en natura o en dinero, en todo o en parte) 
«el daño sufrido, sea en su persona o en su patrimonio. La cuestión puede 
« colocarse fuera de toda obligación anterior; quiero decir, cuando el derecho 
«lesionado no implicaba antes de causar el daño ninguna obligación pro- 
« piamente dicha.» 

«No puede ser, a mi juicio — concluye —, sino por una caprichosa defor- 
«mación de la terminología tradicional que se pretende descubrir la base 
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— no admite que la responsabilidad derive necesariamente de 
una obligación anterior. 


3. Elementos de la responsabilidad. — Hemos entendido la 
responsabilidad como referida a un deber jurídico, y constituí- 
da por dos elementos esenciales: culpa y daño ??, 

Ahora bien: un daño puede ser causado: 

a) por el hecho de aquél a quien se hace responsable; 
b) por el hecho de la víctima; 
c) por el hecho de un tercero. 

Pero el daño puede tener por causa el hecho de las cosas. 
El hecho del hombre, y también el de las cosas, puede serle im- 
putable; entonces se supone necesariamente la culpa. Según 
otros, el hecho de las cosas constituye también un riesgo 19; y pa- 
ra los sostenedores de la teoría objetiva, no sólo el hecho de las 
cosas, sino también los hechos del hombre no son otra cosa que 
un riesgo, lo que — como hemos dicho — resulta de la sustitu- 
ción de la idea de culpa por la de rieseo. Volveremos a esta 
cuestión al estudiar el fundamento de la responsabilidad sin cul- 
pa; por ahora ocupémonos sólo del contenido de la responsabi- 
lidad, es decir, del daño, ya que la culpa «sólo tiene existencia 
jurídica en la responsabilidad eivil, cuando tiene por resultado 
causar un daño» !*!, 


A) Daño jurídico 


4, Concepto del daño jurídico. — Conviene a la tesis que 
sostenemos en materia de responsabilidad, precisar el concepto 


«de toda responsabilidad, aún delictual o cuasi-delictual, en la falta de una 
«obligación preexistente». Revue Trimestrielle du Droit Civil, año 1902, 
p. 816, nota 1. 

(12) CoLixN et CAPITANT, Cours élémentaire de droit civil francais, (París, 
1915), t. 2, p. 361; ¡SOURDAT, op. cit., t. 1, n* 13; CHIRONIL, Colpa extra- 
contrattuale, ed. cit., t. 2, p. 402. 

(13) SALEILLES, loc. cit. 

(14) PLANIOL, Op. Cit., t. 2, n? 867, 
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de daño jurídico, para distinguirlo del simple daño que corre- 
lativo a la idea de riesgo se considera suficiente por los soste- 
nedores de la responsabilidad objetiva. 

Se entiende por daño toda disminución o destrucción del pa- 
trimonio, es decir, de parte o del conjunto de los bienes que 
lo componen. 

Pero, este concepto del daño, un poco vago, no lo consideramos 
suficiente para servir de contenido a la responsabilidad; de mu- 
chos modos se puede inferir daños, en el sentido de disminuir el 
patrimonio, pero gran parte de ellos resultan de los choques in- 
evitables que continuamente se producen en la lucha por la 
existencia, entre las actividades dirigidas a un mismo fin. El pa- 
trimonio así afectado o dañado no se reputa «jurídicamente» 
lesionado. «Tal daño, hecho a simples intereses, debe definir- 
selo daño material, mas no jurídico» *. Y como dice Planiol, 
«en gran parte de su vida, no toda — porque sería exagerar, — 
los hombres pasan dañándose los unos a los otros; la vida de 
las sociedades es una lucha perpetua y universal; toda acción, 
todo trabajo es un hecho de concurrencia económica o social; 
todo hombre o nación que adquiere superioridad en una rama 
cualquiera de su actividad, suplántase a otro perjudicándolo; 
este es su derecho a dañarlo» ?. Pero si, al revés, se causa un da- 
ño sin derecho, o, en otros términos, por un hecho ilícito, en- 
tonces es posible que tal daño dé origen a la responsabilidad, y 
a tal daño podremos llamarlo entonces propiamente daño ¿u- 
rídico . Así, pues, el daño producido por un hecho ilícito, fal- 
tando a un deber jurídico que nos impone, desde luego, el dere- 
cho positivo, es propiamente daño jurídico. 

Este concepto del daño, nos parece existía ya en la ley Aqui- 
lia (sin que esto signifique que tenemos pedantesco apego al 
derecho romano). 

En efecto, una de las condiciones requeridas para su aplica- 


(1) Cfr. SALEMI, Op. Cit., 50. 
(2) En Études, etec., (cit.), p. 290. 
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ción era la de que el hecho que producía el daño fuera anti-jurí- 
dico (damnum injuria datum) ?. Pero el carácter ilícito no re- 
sulta de la voluntad del agente, porque entonces más expresa- 
ríamos la idea de culpa que la de lesión del derecho de otro; 
de ahí lo ilícito del hecho, y, como dice Rocco, «Desde que la 
acción para ser ilícita debe ser contraria a la norma jurídica, 
y por tanto al interés que indeclinablemente protege, es eviden- 
te, pues, que en primer lugar el daño es más que un requisito 
autónomo de la responsabilidad, condición implícita del carácter 
ilícito de la acción, y en segundo término, porque eso es necesa- 
riamente un daño jurídico» *. 

La idea que hemos dado del daño quedaría incompleta si no 
definiéramos el concepto de bien; ambos conceptos son correla- 
tivos. Bien, en un sentido amplio, es todo lo que satisface una 
necesidad humana, sea esta física o moral; considerado el bien 
en relación a un sujeto que se aprovecha de él para satisfacer 
sus necesidades, el bien constituye un interés; por interés se 
entiende lo que contiene utilidad, y que referido a un sujeto 
constituye su derecho; tal es el derecho subjetivo, que Thering de- 
fine como interés jurídicamente protegido. La noción de bien 
está, para Ihering, comprendida en otra más genérica: la de 
interés. Nosotros consideramos el bien, de acuerdo con nuestra 
terminología legal, como elemento constitutivo del patrimonio, 
sin distinguir si es material o moral. Por eso no podríamos 
aceptar, por ejemplo, la división de daños propuesta por ilus- 


(3) C. FErrINI, Manuale di Pandette, (Milano, 1908), n* 594. 

44) Rocco no admite la confusión entre «bien» e «interés». Si a lo que 
es sociológicamente un bien y psicológicamente un interés, se le agrega el 
predicado jurídico, esos conceptos cambian su naturaleza. En efecto, así 
como el bien, antes de ser jurídico es un bien humano, individual o social, el 
interés antes de ser jurídico es humano; el primero es sociológico y el segun- 
do es concepto psicológico; ambos conceptos difieren en cuanto en aquél se 
supone la tutela jurídica... Z concetti di «bene» e di «interese» nel diritto, 
etc., en vol. cit., p. 60. 
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tres autores, entre ellos Colin y Capitant *, quienes dicen, que 
el daño puede ser material o patrimonial, y también moral; 
consideramos que el daño jurídico no puede ser sino patrimonial; 
que el daño moral, si bien no importa una lesión directa al 
patrimonio, desde que es más bien lesión al honor, o a la consi- 
deración general, o a los vínculos de afecto y estima, sólo pue- 
de «resarcirse» con dinero, y desde luego es necesario apreciar- 
lo $. Entonces, siendo susceptible de apreciación pecuniaria, de- 
be necesariamente considerárselo un bien, siempre en la acep- 
ción que esta palabra tiene en nuestra terminología legal 7, y 
como los bienes exclusivamente constituyen el patrimonio $, po- 
demos concluir diciendo que el daño, sea material, inmaterial 


o moral, es siempre patrimonial ?. 
B) Culpa 


5. Condiciones esenciales. Concepto. — Hemos dicho (V. N? 
2) que el fundamento de la responsabilidad es la falta a un deber 
jurídico; tal es en abstracto nuestro concepto de culpa. 

La entidad jurídica culpa se funda en la idea de la falta 


(5) Op. cit., t. 2, p. 361 y sigs. 

(6) V. Arts. 1068 y 1083 del Código civil. 

(7) y (8) Art. 2312, Cód. Civil. 

(9) La cuestión acerca de si el daño moral debe o no resarcirse, es muy 
debatida en la doctrina, si bien prevalece la opinión que no hace distinción 
entre una y otra clase de daño (a). La principal /»bjeción a ésta consiste 
en no admitir que el dolor pueda ser susceptible de precio. «Resarcir el daño 
moral significaría dar al dinero función de pena, cosa muy distinta del 
resarcimiento, y que no puede admitirse sino cuando la ley expresamente, 
o el contrato, prevean el caso, bajo forma de obligación de pagar multa. 
Si el dinero valiera para procurar placeres que neutralicen el dolor, tendría- 
mos así una concepción epicúrea, que llegaría a negar la existencia misma 
del dolor, lo que sería tan contrario a la lógica jurídica como el sentimiento». 
L. BARass1, Istituzione di diritto civile, (Milano, 1914), p. 360. 

(a) SOURDAT, Op. cit., t. 1, n? 31; CHIRONI, op. cit., t. 2, n? 411; PLANIOL, 
op. Cit., í. 2, n* 868; COLIN et CAPITANT, Op. Cit., t. 2. p. 362. Véase espe- 
cialmente sobre esto MINOZZ1, op. cit., $ $ 9 ak 
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de un deber; esa falta consiste, en primer término, en la lesión 
a un derecho, cuyo origen puede ser ya una obligación consen- 
tida (contractual), ya una obligación impuesta por la ley (extra 
contractual) *%; en ambos casos hay identidad conceptual, pues 
se supone necesariamente: primero, la lesión a un derecho de 
otro (injuria), y segundo la imputabilidad, condición esencial- 
mente subjetiva, que consiste en el conocimiento que el sujeto- 
agente tiene del acto que ejecuta voluntaria y libremente. Pero 
aquí debemos distinguir, para ceñirnos al concepto estricto de 
culpa, si la voluntad se dirige a la realización del hecho con 
intención de obtenerlo así, en cuyo caso habría dolo, o si en la 
ejecución del hecho no ha habido tal intención, pero sí negligen- 
cia, y entonces habría propiamente culpa; a esta distinción se 
debe la de las dos especies de hechos ilícitos: delitos y quasi-de- 


litos. 


6. Culpa extra-contractual. — Dejando de lado la culpa con- 
tractual, ya que no atañe principalmente a nuestro tema, ana- 
licemos, aunque sea someramente, la forma extra-contractual, 
llamada también aquiliana, porque el principio que le sirve de 


(10) «La razón jurídica de la culpa extra-contractual (aquiliana), cuyo 
sontenido claramente designa la ley cuando dice que cualquier hecho del 
hombre que causa daño a otro, obliga al que por su culpa lo ha causado a 
repararlo, es idéntica a la que rige la culpa contractual; ambas parten del 
soncepto único en que se funda la institución y que es la defensa de derecho 
contra el ataque injusto; la responsabilidad que nace de la culpa (injuria 
culpable) es la forma por la cual se manifiesta la existencia misma del 
derecho, porque deriva del hecho de haberlo violado, y de ahí la obligación 
de resarcir. Donde hay derecho hay posibilidad de dañarlo, y por eso la 
noción de injuria se extiende como la noción de derecho; a este concepto 
fundamental no se opone tampoco la distinción entre las dos formas de 
injuria culpable. El obligado — en el contrato — responde del incumpli- 
miento culpable, que consiste en hecho u omisión que daña el derecho del 
acreedor (non jure injuria), nacido de relación obligatoria preexistente. 
Del mismo modo que en la culpa aquiliana considérase también el principio 
de derecho lesionado (injuria del facere contra jus). CHIRONI, Colpa contrat- 
tuale, t. 1, n* 2. 
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fundamento tiene por origen un plebiscito de fecha incierta, la 
ley Aquilia, principio considerado como dominante en materia 
de culpa en las legislaciones modernas, y mantenido incólume 
en los códigos más adelantados *. La jurisprudencia, por su 
parte, hace de él constante aplicación, extendiéndolo en la me- 
dida que las necesidades jurídicas actuales exigen. Volveremos 
a él en el capítulo siguiente, al hablar de la responsabilidad ex- 
tracontractual; por ahora, y con el fin de ilustrar el punto — 
aunque se supone conocido en razón del estudio de los elementos 
del derecho romano, — creemos conveniente referirnos a las 
condiciones de aplicación de la famosa ley y que Ferrini *? re- 
sume en las siguientes: 

a) una acción positiva 9; b) una acción anti-jurídica **; c) un 
elemento subjetivo, consistente por lo menos, en la culpa *; 
d) daño causado a la cosa de otro o a otros **, 


(11) Cód. alemán, art. 823; Cód. federal suizo de obligaciones, art. 55. 

(12) C, FErRINL, Manuale di Pandette, (Milano, 1908), n* 594. 

(13) <Que haya causado un daño; no basta para ello una simple omisión 
(frag. 13, par. 2, D. 7-1). Pero se considera positivo el hecho de aquel que 
habiendo emprendido un negocio, no tiene el cuidado necesario para impedir 
el daño que pueda derivar». 

(14) <Damnum injuria datum. En tal virtud, no está obligado el que ha 
ejercido un derecho propio (frag. 2, par. 20, D. 47-8), o ha destruído o 
gastado una cosa de quien lo ha permitido (frag. 7, part. 4, D. 9-2) o ha obra- 
do en defensa propia, p. ej. matando el esclavo de otro, que lo atacó (frag. 
45, par. 4, D. 9-2) o por necesidad (frag. 29, p. 3 y frag. 49, p. 1, D. 19-5)». 

(15) «A diferencia de lo que exigen los otros delitos privados, el aquiliano 
no requiere que haya dolo, ni tampoco negligencia notoria: in lege Aquilia et 
levissima culpa venit.(frag. 44, D. 9-2). Por tanto, aquellos hechos que han 
ocasionado daño a otro, por no haber observado 'el autor la diligencia que 
un hombre ordinariamente suele observar, hacen responsable de tal daño. 
La medida de tal diligencia no es siempre la misma; depende de la natura- 
leza de la operación, de la gravedad del peligro y de otras circunstancias». 

(16) «La noción de este daño es muy limitada. Según el texto de la ley, 
sólo se contempla el damnum corpore corpori datum, pero la jurisprudencia 
extendió mucho la órbita primitiva del delito aquiliano; por medio de una 


actio utilis (in factum), se llegó a reprimir el daño no causado corpore, 
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7. La culpa es siempre falta a un deber jurídico. — Dos con- 
diciones esenciales, entre las que acabamos de enumerar,  co- 
mo vemos, intezran la noción de la culpa aquiliana: la acción 
anti-jurídica (damnum injuria datum), y el elemento subjetivo, 
consistente, por lo menos, en la culpa. Veamos someramentez cuál 
es su significado y en qué consisten esos elementos. 

El hecho ilícito (injuria objetiva) es elemento originario de 
la responsabilidad. En el derecho primitivo del daño imjus- 
tamente causado provocaba la reacción; la venganza 2ra su 
consecuencia, y su finalidad la pena; el individuo era respon- 
sable sólo porque causaba un daño injusto: no se investigaba más 
allá; su voluntad era cosa ajena por completo a la cuestión: de 
donde, pues, no podía hablarse propiamente de imputabilidad *”. 
En el derecho moderno, también el hecho ilícito es fuente efee- 
tiva de obligaciones, y, por consiguiente, de responsabilidad, 
mas ésta no consiste ya sólo en la originaria y tosea idea de la 
injusticia del hecho, sino que es necesario que concurra otro ele- 
mento, que venga a completar la rudimentaria base de la res- 
ponsabilidad, y ese elemento es precisamente la imputabilidad. 
La voluntad del agente juega, pues, un rol preponderante; ella 
recula su conducta y según lo haa dentro de determinados 
límites y de acuerdo a determinadas normas, resultará o no la 
imputabilidad, que, como hemos dicho ya, consiste en conocer el 
acto y realizarlo voluntaria y libremente. Tan esencial es la 


. 


imputabilidad a la responsabilidad, que en la hipótesis en que 


Pp. €j., si suministro veneno a un esclavo que inmediatamente lo toma; oO 
azuzo un perro contra él. También el daño no causado corpori, p. ej., si echo 
la moneda al mar u otro lugar inaccesible; o hago fugar el animal de otro. 
En estos casos, como se ve, debe tratarse del daño resultante de la destrue- 
ción, del gasto o de la pérdida de una cosa material. El paso más atrevido 
que dió la jurisprudencia clásica fué el conceder una actio utilis por heridas 
hechas a un liberum corpus (frag. 13, D. 9-2), mo en el sentido de valuar 
la cicatriz o deformidad (que en un liberum corpus mo son susceptibles de 
estimación), sino en el sentido de que debe tenerse en cuenta el detrimento 
patrimonial causado al damnificado». FrerrIiNi, loc. cit. 
(17) CumoxNi, Colpa extra-contr., t. 1, n* 1. 
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el solo hecho ilícito obligue a resarcir el daño que resulte, nues- 
tra institución se desvirtúa y deja de ser responsabilidad para 
asumir el carácter de garantía. 

La imputabilidad consiste en conocer un hecho o un acto (en 
el sentido de comprender y estimar sus consecuencias), y de 
realizarlo voluntaria y libremente; de donde estas dos cuestio- 
nes que deben ser examinadas separadamente: primero, si el 
agente tiene discernimiento; en efecto, donde no hay facultad 
de raciocinio, tampoco pude haber imputabilidad, que, hemos 
dicho (V. núm. 2), supone capacidad para apreciar o conside- 
rar los aspectos de un hecho; segunda, si el sujeto es capaz de 
voluntad libre 18, y en qué forma esa voluntad ha obrado; es 
decir, que es necesario el examen de esta cireunstancia, para po- 
der precisar el verdadero carácter del hecho y su apreciación 
legal; si el agente realiza el hecho con plena conciencia de sus 
efectos, su voluntad es dolosa y el hecho legalmente se califica, 
delito (núm. 5); mas si no tiene conciencia de los efectos per- 
judiciales, por imprevisión, torpeza o negligencia, él sólo sería 
culpable. La culpa comprende, pues, en su significado amplio, el 
dolo 3%; pero en su sentido rigurosamente técnico, sólo sienifica 
omisión de diligencia debida; lesión hecha al derecho de otro, 
sin el propósito de dañarlo, pero faltando siempre, según nues- 
tro concepto de responsabilidad, a un deber jurídico, o en otros 
términos: la culpa es falta a un deber jurídico, sin intención 
dolosa. 


8. Elementos esenciales de la culpa en el derecho clásico. — 
¿Cuándo hay culpa? Parecerá extraño que nos formulemos es- 
ta pregunta después de establecer las condiciones esenciales de 


(18) Cód. Civil, art. 1076. 

(19) En sentido lato se dice que hay culpa siempre que puede impu- 
tarse a alguien la lesión de un derecho, pero entonces ese término comprende 
también el dolo; mas en sentido estricto hay culpa cuando sin intención 
de lesionar el derecho de otro, no se emplea, sin embargo ,la diligencia 
debida para evitar el daño. Cfr. COGLIOLO, Op. cit. 
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aquélla; pero es que el concepto de culpa no puede darse por 
agotado mientras no se dé un criterium que determine cuán- 
do hay falta, o cuando se está en culpa, o sino: cuando la falta 
a un deber jurídico. Es, pues, investigar cuando un hecho tie- 
ne carácter ilícito lo que debemos hacer para contestar a esta 
pregunta. La ley considera que lo es. cuando a sus agentes se 
puede imputar dolo, culpa o negligencia (art. 1067 C. Civil); 
el legislador no ha definido la culpa, ni precisado su concepto; 
lo ha creído tal vez innecesario. 

Por largo tiempo se ha entendido, aunque de modo vago, la 
noción de culpa. Un común sentido jurídico nos permite decir, 
sin mayor análisis «en tal circunstancia hay culpa; que en 
tal otra se falta a un deber social». Pero hay relaciones recien- 
temente formadas, y otras que no se han desenvuelto, que han 
hecho plantear — por así decirlo, — nuevos casos de concien- 
cla Jurídica. 

Bien que el legislador haya previsto esos conflictos de intere- 
ses; que haya pensado en la posibilidad eventual de un choque 
de actividades que fatalmente se produce, por motivos de orden 
económico y social, y que cada día se intensifican, sin embargo 
no ha podido sino limitarse a trazar normas generales, tenien- 
do sólo en vista los derechos y deberes recíprocos de los individuos, 
porque precisamente esa evolución constante exigía una fórmula 
amplia, capaz de comprender en ella todas las hipótesis posi- 
bles, dentro del orden por él considerado. 

De ahí, pues, que nosotros pensemos también que las faltas 
de esta especie, lo mismo que el delito, varían, su naturaleza y 
carácter particular a través de los tiempos y de los pueblos. 

Pero ello no impide concebir un tipo abstracto de diligencia, 
capaz de adoptarse y desenvolverse en la vida actual como ocu- 
rría en Roma, por ejemplo, con el diligens pater familias, en ma- 
teria de culpa contractual. 


(191) V. SCIALOJA, Op. Cit., n* 30, p. 469 y sigs. 
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De ahí la necesidad de fijar un criterio que sirva de base 
para calificar los hechos culpables. 

Se ha ensayado sistemas, fundados sobre la idea de una obli- 
gación anterior o preexistente; tal es el propuesto por M. Pla- 
niol, para quien la culpa — ya lo hemos dicho (V. núm. 2) — 
consiste en la contravención a una obligación preexistente, y se- 
gún una triple forma de falta. 

Tal es también el llamado de la legítima confianza engañada 
o defraudada, ingeniosamente expuesto por Lévy ?%, y que nos 
parece reposa sobre una concepción análoga a la de Planiol, des- 
de que pone a cargo del individuo un deber, el de no defraudar 
esa legítima confianza, deber cuya transgresión es precisamente 


culpa. 


9. Diversos criterios acerca de la noción de culpa, — Pla- 
niol 2 propone tres formas de culpa, según la división que re- 
sulta del análisis hecho a las decisiones de la jurisprudencia, 
las que, clasificadas metódicamente por su carácter concreto en 
cada caso, pueden agruparse en estas tres categorías: 

a) faltas contra la honradez 22 o moral; b) faltas de habilidad 
o por torpeza intelectual o física 9; c) falta contra la legali- 


(20) E. Lévy, RKesponsabilité et contrat; en «Revue Critique» (1899)4 
ps. 361 a 398. 

(21) En Études, ete. (cit.), p. 283 (año 1905). 

(22) Dentro de esta especie están comprendidos la mayor parte de los 
hechos calificados crímenes o delitos, que son, a la vez que faltas penales 
también civiles, porque dan lugar a reparaciones pecuniarias. Son faltas 
morales, porque las vedan la conciencia y la buena fe. A veces los tribuna- 
les deben juzgar faltas puramente morales, de las cuales no se ocupa la ley 
civil; p. ej., en los divorcios o separación de cuerpos, a fin de determinar 
los agravios de los esposos: lo mismo en los casos de difamación, abandono, 
sedución, etc., para acordar indemnizaciones. (Études, ete. (cit.), p. 283). 

(23) (Por torpeza intelectual o física). Gran parte de los hechos que 
los tribunales califican culpables y hacen derivar de ellos responsabilidad, 
no son sino hechos torpes, debidos a falta de habilidad intelectual o física; 
tal ocurre cuando el encargado de una función cualquiera, la desempeña mal, 
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dad 2, 

En estas tres clases resume y clasifica Planiol las formas 
de falta que originan responsabilidad. Se advierte fácilmente 
la considerable extensión que él da a la culpa. El concepto 
general de ella está comprendido en el más genérico de viola- 
ción de una ley primordial, la que es necesaria para hacer posible 
la convivencia. Ahora bien: esa ley primordial impone a todo in- 
dividuo de la agrupación el deber de respetarla; la violación de 
este deber implica culpa. 


sea por olvido, impericia o distracción. Así, a un jefe de estación se le 
imputa culpa, cuando ordena la salida de un tren en vía única, sin previo 
aviso de si ella estaba libre; al arquitecto que construyá un edificio, sin 
comprobar previamente la solidez del suelo. Son innumerables los hechos 
considerados «culpables» por los tribunales, y que no son más que una tor- 
peza profesional, falta de habilidad, ete. A estos hechos pueden asimilarse 
los de orden jurídico, o sea aquéllos en que incurren ciertas perosnas en el 
cumplimiento de sus deberes profesionales, p. ej., los abogados, notarios, 
agentes de cambio, encargado del registro público, por el olvido de una for- 
malidad, por un documento mal redactado, una constancia omitida, todas son 
faltas análogas a la del jefe y del arquitecto, de que hemos hablado. (£tu- 
des, ete. (cit.), p. 284). 

(24) A ello agrega PLANIOL: «En fin, ciertos actos constituyen faltas, 
bien que no sean contra la honradez, ni de habilidad, son, no obstante, pro- 
hibidos por la ley, por razones de utilidad práctica; para dar un ejemplo 
claro nos referimos a las restricciones que la ley impone al uso privado de 
la propiedad o de la vía pública. Así, el propietario de una casa, o el loca- 
tario a veces, no puede usar de ella en forma tal que perjudique a sus 
vecinos (2); de ahí la reglamentación de industrias incómodas e insalubres; 
la obligación impuesta por la jurisprudencia civil de indemnizar a los vecinos 
de ciertos establecimientos, aún autorizados por vía administrativa. También 
obedece a ese orden de ideas la limitación del ejercicio del derecho de pro- 
piedad inmueble, en cuanto a los desagiúes, aberturas en los edificios, depósi- 
tos de materias dañinas y, por fin, las relativas al dominio público, es decir, 
la reglamentación del tráfico en calles y caminos». (£tudes, ete. (cit.), 
pág. 285). 

(a) Las restricciones legales pueden tener por objeto, el interés público 
y el interés privado. Las primeras son regidas por el derecho administrativo 


(art. 2611); las otras por el derecho privado (nota al 2611), y tienen en 


s 
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Sólo faltaría conocer el contenido de este deber, que en nues- 
tro concepto debe ser necesariamente jurídico, pero en tal caso 
es necesario integrar su noción con un elemento subjetivo: la 
voluntad. 

En efecto, sin que esta objeción importe una crítica, parece 
que el eminente profesor sólo tiene en vista lal violación de esa 
ley primordial, concepto que expresaría mejor la parte objetiva 
de la culpa, o sea, la injuria; pero prescinde casi por completo 
del sujeto, en cuanto al papel que su voluntad desempeña en la 
ejecución del hecho, o sea, si éste fué intencional, o no, factor 
importantísimo para poder determinar no solo la apreciación legal 
del hecho, sino también la naturaleza íntima de la culpa. (Ver 
núms. 5 y 7). 

Además, al reconocer Planiol una obligación preexistente, que 
no puede entenderse sino como una obligación legal, de acuerdo 
a la división que él propone en su «Tratado de derecho civil» %, 


mira, dice el Codificador, salvar otros derechos de las propiedades conti- 
guas; por eso considera materia exclusivamente del Cód. Civil. V. mi obra 
Limitaciones impuestas a la propiedad en interés público. Restricciones y 
servidumbres administrativas. (Bs. Aires, 1923), donde estudio sumariamen- 
te las de interés privado, p. 23 y sigs., e in-extenso las de interés público, 
p. 46 y sigs. 

Parece también que el fin de la ley es, en estos casos, impedir el uso 
abusivo del derecho propio en perjuicio del derecho privado. Pero, para 
algunos (Duguit) es una herejía tal término; sin embargo, no hay, tal vez, 
otro mejor para explicar esta idea, ya consagrada en la doctrina y también 
en algunas legislaciones expresamente: «el ejercicio de un derecho, no es 
permitido, cuando no tiene otro objeto que causar daño a otro». Cód. Civil 
alemán, art. 226; — «El abuso manifiesto del derecho no es amparado 
por la ley». Cód. fed. suizo, art. 2. 

(25) T. 2, p. 937. La opinión de PLANIOL ha sido vivamente criticada. 
Una de las críticas más vivaces, tal vez, es la hecha por M. Ripert y M. 
Teisserie, a propósito del enriquecimiento sin causa. («Revue trimestrielle 
de droit civil», año 1904, p. 727 a 796). Consideran estos autores que la 
teoría de Planiol es la más bizarra que jamás se haya sostenido en materia 
«le responsabilidad. Afirmando que hay idéntica naturaleza entre el delito, 
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obligaciones que, por lo demás, no están determinadas, necesaria- 
mente debe enviarnos — como lo hace — a la jurisprudencia. 

Pero, enviándonos a la jurisprudencia — dice con razón Ge- 
ny — ¿no se sustrae el jurisconsulto a su verdadera misión, que 
es la de guiar la administración de justicia? ?6 


10. Concepción de Lévy. — Veamos en qué consiste la se- 
gunda teoría — si así puede llamarse, — que adopta como crite- 
rium de la determinación de la culpa el faltar a la legítima eon- 
fianza ”. 

El hombre, para el conveniente ejercicio de sus aptitudes fí- 
sicas o intelectuales, debe tener cierta libertad de acción, libertad 
que debe ser reconocida por los demás. A esta libertad se le 
asigna determinados límites, dentro de los cuales la actividad 
del hombre se desenvuelve con la confianza mutua; esta con- 
fianza debe ser legítima y no arbitraria, y de ahí que signifique 
algo más que una vaga promesa; ella está amparada por la ley 
misma, que declara irresponsable al que no la viola o no falta 
a ella. Hay, pues, un deber que la ley impone, y que consiste 
en respetar y responder a esa confianza. %. La responsabilidad 


euasi-delito, enriquecimiento sin causa, Planiol coloca a este último como 
fuente de responsabilidad. Ahora bien; él dice que es «hecho involuntario»; 
el enriquecido debe pagar el daño, no obstante no ser el autor del hecho 
lesivo; ¿y la criminalidad del hecho? ¿es nula?... «¿No es esto — dicen 
Ripert y Teisserie — dejar muy atrás los partidarios avanzados de la teoría 
objetiva, que exigen, por lo menos, un hecho voluntario, imputable a agente 
responsable. Planiol sacrifica demasiado al espíritu «unicista», por amor a 
una sistematización sin tacha, olvidando diferencias irreductibles entre las 
obligaciones que pretende asimilar», p. 750-52. 

(26) «Revue trimestrielle de droit civil», año 1902, p. 816, nota 1 in fine. 

(27) LÉvvy, loc. cit. 

(28) Esta irresponsabilidad — dice Lévy — es legítima; es necesaria al 
médico, porque favorece su actividad, y así, indirectamente, es útil al enfer- 
mo. El médico, mediante su irresponsabilidad parcial, puede obrar eficaz- 
mente; lo mismo el obrero, que gracias a la responsabilidad del patrón, pue- 
de trabajar libremente. En otros términos, el médico ejerce tranquila y 
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nace de una relación de confianza necesaria; la obligación que 
erea la responsabilidad es la obligación que crea la confianza. 
Cuando no cumplimos esa obligación ensgañamos a los demás y 
faltamos, en consecuencia, a la legítima confianza, resultando por 
ello culpables; en efecto, hemos desconocido el derecho de otro. 

Evidentemente, esta teoría se asemeja a la romana en cuanto 
ambas consideran la culpa como violación de los deberes que se 
nos exigen en el desenvolviminto normal y lógico de los nego- 
cios humanos; aquí el deber se impone al profesional diligente y 
consciente; allí — en la teoría romana — el deber impuesto al 
pater familias, diligente y prudente. En todo caso la apreciación 
de ella es, como se ve, puramente circunstancial, pero según el 
erttervum siempre de la concepción clásica, a la que forzosamen- 
te debemos volver. 

El ¡jurista romano, reflexivo y maduro, determinó la culpa 
de acuerdo a la naturaleza misma de la relación jurídica a que 
se refería; fijó así un tipo abstracto en las relaciones con- 
vencionales, el bonus pater familias, considerado algo así como 
modelo de diligencia necesaria en esas cuestiones; pero fuera 
de ellas, es decir, en las obligaciones extra-contractuales, la res- 
ponsabilidad existía por toda culpa o negligencia, de donde la 
célebre regla: ¿mn lege Aquilia, levissima culpa venit. 


11.—Distinción de la culpa en la ley, a) En obligaciones con- 
tractuales. — Examinemos ahora la distinción de la culpa en 
la ley. 

En materia contractual la ley ha fijado un criterio determi- 
nante de la culpa del deudor en el cumplimiento de las obliga- 
ciones, cuando dice que ella consiste en la omisión de aque- 
llas diligencias que exigiere la naturaleza de la obligación. (art. 


eficientemente su profesión, y el obrero su oficio por la confianza que a 
ellos da su propia irresponsabilidad. La regla puede formularse así: <los 
demás nos responden de sus acciones, en la medida que debemos confiar en 
ellos»; recíprocamente, en la medida de la confianza que tenemos para obrar, 
somos responsables a los demás (op. cit., p. 373). 
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512 C. Civil). Esto no es sino una generalización y aplicación 
del concepto clásico del bonus pater familias, cuya diligencia 
ordinaria es en este caso la del deudor normal, una de las tan- 
tas situaciones jurídicas que pueden comprenderlo ?*, 

Ahora bien; en virtud de la autonomía contractual que el Có- 
digo Civil consagra en el artículo 1197, las partes pueden modifi- 
car la extensión de la responsabilidad en la medida que es posi- 

le legalmente, en el sentido de la graduación de las culpas, des- 
de la más leve a la más grave, bien entendido, sin llegar al dolo, 
pues en este caso, ni aún pactado él puede ser dispensado al 
deudor (art. 507). Pueden las partes obligarse a responder aún 
del caso fortuito o fuerza mayor, pero entonces — ya lo hemos 
repetido, — no podemos hablar propiamente de responsabilidad, 


sino y únicamente de garantía. 

(29) El pater familias del derecho romano es un tipo abstracto en vere 
dad, pero que resulta explicable y lógico en la vida práctica y que, como 
una de las muchas creaciones del genio jurídico romano (2), mantiénese aún 
en el derecho moderno (b), precisamente por esa flexibilidad adaptable a 
las transformaciones que se producen en el derecho como consecuencia nece- 
saria de las continuas transformaciones en la vida social y económica. Así, 
también, lo considera la ley completando la regla enunciada, cuando subor- 
dina la apreciación de la debida diligencia omitida, «a las circunstancias de 
las personas, del tiempo y del lugar» (art. 512 in-fine). Esta disposición 
legal — dice acertadamente Segovia (c) — deja librado al prudente arbi- 
trio del juez, la existencia, apreciación de la gravedad y compensación de 
las culpas. La disposición citada, establece el principio general. 

(a) V. CoenioLo, La teoría de la culpa, en «Seritti varii», ete. (cit.) y 1 
bonus pater familias en la misma obra, t. II, p. 149 y sigs. — V. también 
SCIALOJA, Corso, etc., p. 468 y sigs. 

(b) Aunque pareciera que el Codificador, en su nota, quiere emanciparse 
de la teoría clásica, no lo logra, a mi juicio. 

Es, tal vez, debido a ese afán de innovar, que por lo general se reduce 
a mero cambio de palabras, al que se sacrifica la imparcialidad misma del 
jurista, con gran desmedro de su mérito. ¡Cuán falta de fundamento y de 
seriedad de crítica la teoría que sin considerar el contenido social y jurídico 
del concepto, califica de ridículo el tipo del diligens pater familias!, dice 
CHIRONI a este respecto. 

(e) Código Civil de la República Argentina, comentario al art. 512, 
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La ley, es evidente, mantiene la vieja distinción romana, de 
culpa ¿n concreto y culpa in abstracto, cuando traza normas ge- 
nerales, de acuerdo con la naturaleza de la relación jurídica par- 
ticular; así establece que se presta culpa %a concreto, en la ineje- 
cución de obligaciones convencionales y en cuya formación se su- 
pone especial confianza entre las partes que contratan; se podría 
decir que la una conoce de la otra la diligentia gualem suis rebus 
adhibere solet, y de ahí que faltando a esa diligencia se pueda y 


deba concretar la culpa *. 


12. b) En obligaciones extra-contractuales. — Tal es el crite- 
ríum de la ley en obligaciones contractuales; pero en cuanto a 
las extra-contractuales, ¿ha fijado también una norma que sirva 
de referencia en la determinación de la culpa? La respuesta ne- 
gativa no es dudosa; basta recordar que el Código ha consagra- 
do la doctrina romana, cuyo principio fundamental en la mate- 
ria, lo hemos repetido, es el de la famosa ley Aquilia, que con- 
sidera condición esencial de la responsabilidad (núm. 7) la imju- 
ria, el hecho ilícito, la lesión injusta del derecho de otro. Y 
bien, ¿podría admitirse por un momento, que el derecho del dam- 
nificado estuviera supeditado a la diligencia qualem suis rebus... 
del autor del daño? Es decir, considerar lesionado un derecho, 
y hacer responsable al autor sólo cuando pudiera imputársele cul- 
pa in concreto. La garantía de la efectividad del derecho, ¿no se- 
ría en cierto modo arbitraria y hasta ilusoria? Tan sencilla es 
la respuesta, que sin vacilaciones afirmamos: si por un hecho, 
positivo o negativo, se lesiona un derecho de otro y puede 
imputarse culpa al autor, la calificación personal de éste no 
influye en la determinación de la responsabilidad, pues ella se 


(30) Tal ocurre, por ejemplo, entre los socios (art. 1724, C. Civil), en el 
depósito (art. 2202, C. Civil), ete. Por el contrario, no habiendo tal elección 
del otro contratante, es ilógico pretender que se conozca la diligencia de él; 
la ley en estos casos extrema la responsabilidad, admitiendo toda culpa en 
el depósito necesario (C. Civil, art. 2230 y 2236) y en la gestión de negocio, 
(art. 2291, 1* parte). 
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subordina al carácter objetivo de la lesión; basta la culpa in 
abstracto. «La responsabilidad por el quasi-delito, tiene en la ley 
«su razón de ser, su criterio estimativo y su extensión; el índice 
« de su apreciación es la diligencia ¿nm abstracto» ?, 

El artículo 909 del Código Civil contiene la regla general. «Pa- 
ra la estimación de los hechos voluntarios, las leyes no toman 
en cuenta la condición especial, o la facultad intelectual de una 
persona determinada, a no ser en los contratos que suponen una 
confianza especial entre las partes...» En principio, pues, se 
responde por culpa in abstracto; en la ejecución de un hecho 
cualquiera no hay que investigar la condición, diligencia, inteli- 
gencia de persona determinada; es al hecho en sí a lo que debe- 
mos atenernos cuando hay culpa, y sólo nos basta esto para 
¡ue haya responsabilidad. La ley hace una salvedad en cuan- 
to a los contratos, punto que ya hemos tratado. 

La disposición legal citada, demasiado general en sus términos, 
se completa con otra que constituye — por así decirlo, — el 
principio dominante en la materia; el artículo 1109, cuyo aná- 
lisis sirve al intérprete para poder determinar la naturaleza de 
la entidad culpa, y cuya extensión en la doctrina, en la ley y en 
la jurisprudencia será objeto del siguiente capítulo. Dice el ar- 
tículo a que nos referimos: «Todo el que ejecuta un hecho (sea 
cual fuere), que por su culpa o negligencia, ocasiona un daño a 
otro, está obligado a la reparación del perjuicio». La ley hace 
responsable del hecho ilícito al autor, toda vez que este sea cul- 
pable, sin distinguir: basta la culpa ¿n abstracto. 

¿Cómo podría concebirse, con el criterio que sirve de funda- 
mento de la culpa +n concreto, la necesidad de proteger el dere- 
cho ajeno injustamente atacado, que es precisamente la razón 
de prestación de culpa en general y de la aquiliana en especial 92, 


13. Conclusión. — Hemos resumido en pocas líneas la noción 
de culpa, a fin de explicar y fundamentar la responsabilidad. 


(32) CHIRONI, Colpa extra-contrattuale, t. I, n? 42 in-fine. 
(32) CHIrRON1, Colpa extra-contrattuale, t. I, nos. 40 y sigs. 
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El hombre es libre; su personalidad jurídica reconocida y consi- 
derada explica su libertad de obrar. Esa libertad se extiende, en 
el concepto kantiano, hasta los límites de la libertad del otro. 
Pero ya hemos dicho que en el ejercicio de sus actividades puede 
haber rozamientos que den origen a serios problemas de derecho, 
y uno de los más difíciles es el de la responsabilidad. 

Y bien, mientras reconozeamos en la persona humana un ser 
inteligente y libre dotado de voluntad y razón, deberemos tener 
siempre presente la idea de culpa, es decir, del factor personalí- 
simo, en la entidad jurídica a que nos referimos. En efecto, 
admitiendo el postulado de la libre actividad, ¿cómo vamos a 
prescindir, al hablar de responsabilidad, de lo que necesaria- 
mente integra su contenido: la imputabilidad ? 

No basta la mera causalidad entre el hecho y el daño — ar- 
gumento sostenido por la moderna teoría de la responsabilidad 
sin culpa, — porque esto es exagerar y llevar el concepto de 
objetividad a consecuencias tales que dejan muy atrás el re- 
cuerdo del derecho de los tiempos bárbaros, anteriores a la ley 
Aquilia. 

El advenimiento de la culpa señala un progreso importante 
en el desenvolvimiento del derecho, o más exactamente, según la 
profunda afirmación del célebre profesor de Gotinga, «la noción 
de culpa es la medida general de responsabilidad en el derecho 
romano, llegado a su mayor desarrollo» **. 


(33) ImerING, De la faute en droit privé (ed. cit.), p. 24. «La idea de cul- 
pa y la distinción de la cual es la base — dice Ihering — entre la injusticia 
objetiva y la injusticia subjetiva, se halla en todas partes. No hay relación 
jurídica que no pueda afectar esa idea, es decir, en la cual la presencia o 
ausencia de falta no entrañe, según ella, diferencia de responsabilidad. ; 

«Pero la aplicación de la noción de falta en las diversas relaciones difiere 
sensiblemente. 

«En los delitos, el acto ilícito forma el fundamento originario y único de 
la reclamación. En todas las demás relaciones, al contrario, la reclamación 
se hace sobre un hecho independiente de toda culpabilidad: la propiedad, 


el contrato. Si bien en esas relaciones la falta pueda venir a unirse como 
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elemento secundario y aumentar la responsabilidad; pero es posible, no 
obstante, que esas reclamaciones a las cuales da nacimiento, puedan reali- 
zarse sin que ese elemento intervenga. 


Es erróneo, por lo demás, creer que la inejecución de una obligación en- 
cierre necesariamente una injusticia subjetiva». 


PRIMERA PARTE 


Exposición y Crítica de los sistemas 
de responsabilidad del patrón por los accidentes 
del trabajo 


CAPITULO PRELIMINAR 


14 — Responsabilidad subjetiva. — La responsabilidad por 
feos del trabajo, hasta la aparición de la llamada teoría 
del riesgo profesional, y de las leyes que son su consecuencia, 
ha estado fundada en la idea de culpa, según el concepto tradi- 
cional de aquélla, y que en la doctrina y en el derecho positivo se 
la conoce con el nombre de «aquiliana», o extracontractual, por ser 
la famosa ley Aquilia *, como hemos dicho ya, el origen común 
de esta institución en todas las modernas legislaciones de cuño 
romanista. 

Entre el sistema que denominaremos en adelante de la culpa 
aquiliana, — precisamente con la expresión displicente em- 
pleada por los sostenedores de la teoría del riesgo, — y el siste- 
ma del riesgo se han ideado aleunos otros que, lejos de estar 
fundados en pretendidas teorías propias, no son otra cosa que 
el sistema tradicional, modificado, ya sea mediante innovaciones 


(1) V. sobre esto AGNELLI, Commento alla legge sugli infortuni del lavoro, 
(Milano, 1905), Introd. y literatura ahí citada. 
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de índole procesal (tal es el llamado de la inversión de la prue- 
ba); ya sea asignando considerable extensión a las obligaciones del 
contrato de locación de obra, haciendo que éste, por sí sólo, sea 
la causa generatriz de la responsabilidad patronal, por cuyo mo- 
tivo se llama a tal sistema «de la culpa contractual», y cuyo fin 
práctico es descargar al obrero del «fardo de la prueba». Se ha 
propuesto, también, un sistema que ofrece, en verdad, al obre- 
ro, mayor ventaja que los anteriores, porque el patrón se obliga 
a indemnizarle aún de los daños sufridos por un accidente debido 
a caso fortuito. Hemos dicho ya que en tal hipótesis la responsa- 
bilidad asume otro carácter?: el de garantía. Esta idea parece 
estar comprendida en la teoría contractual, pero hay entre uno y 
otro sistema diferencias que haremos notar más adelante. 


15. La llamada «responsabilidad objetiva.» — Finalmente, 
se nos habla de una teoría de culpa objetiva, expresión híbrida, 
ante todo, a nuestro juicio, ya que entendemos por culpa una 
entidad de naturaleza esencialmente subjetiva (n* 5). Se formu- 
la su principio más o menos así: «el propietario de una cosa es 
responsable (por el solo hecho de ser propietario) del daño que 
ella causa a otro»; el damnificado debe probar solamente el 
hecho perjudicial y la relación de causalidad con la cosa; esto 
basta para responsabilizar al propietario de la cosa (aunque éste 
pruebe que de su parte no hubo culpa, es decir, que no puede 
imputársele negligencia o falta de cuidado de la cosa dañina...). 
Pero, hacer derivar la responsabilidad, del daño que una cosa 
puede producir, sin investigar si su propietario estaba o no obli- 
gado a tales consecuencias, en virtud de la diligencia en la cus- 
todia, etc., nos parece realmente extraño e injusto. Se ha pre- 
tendido que el principio existe en el artículo 1113, lo que es 
inexacto, pues esa disposición fija simplemente la extensión de 
la responsabilidad (indirecta) ya establecida en el art. 1109 (di- 
recta) ?. Es decir, que según ella no sólo se responde del hecho 


(2) V. SecovIa, nota al artículo 1114 (núm. ant.). 
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propio, sino también de lo que impropiamente se dice «hecho de 
las cosas»; pero siempre que se pueda imputar, a su propietario, 
al que de ellas se sirve, o quien las tiene en custodia alguna 
falta que sea en realidad causa del hecho ilícito. No sé tampoco 
que la jurisprudencia lo haya entendido en otra forma. Por el 
contrario, otras veces ésta se ha hecho eco de opiniones que sos- 
tienen que en el artículo 1133 del Código Civil se halla un prin- 
cipio de responsabilidad objetiva. Por eso se ha insinuado, tam- 
bién que en ese precepto legal puede «encuadrarse» un pro- 
yecto de ley sobre accidentes de trabajo. En el capítulo siguien- 
te tendremos oportunidad de refutar esa opinión, errónea a 
nuestro juicio. Como vemos, estas llamadas teorías que reco- 
nocen el mismo fundamento jurídico de la responsabilidad, se 
reducen a un simple desenvolvimiento del principio tradicional. 
La diferencia entre unas y otras consiste sea en detalles sim- 
plemente teóricos, sea en el resultado práctico que ellas se atri- 
buyen, a trueque de la violación de principios jurídicos irreducti- 
bles y de reglas esenciales del derecho procesal, como ocurre con 
la inversión de la prueba, pocas veces justificada (violación que 
afecta también el «fondo» mismo del derecho), según veremos. 

Estos sistemas tuvieron vida efímera, y por su poca utilidad 
práctica no pasaron del dominio de la teoría; de alguno de ellos, 
no obstante haber sido acogidos con gran entusiasmo, sólo queda 
el recuerdo de fallos aislados *. La teoría clásica, es decir, la res- 
ponsabilidad fundada en la culpa aquiliana, siguió imperando 
en la materia que nos ocupa (accidentes del trabajo) hasta el ad- 
venimiento del nuevo principio, el de la responsabilidad sin cul- 
pa. Este sistema puede, en realidad, considerarse autónomo; 
en él se prescinde del factor psíquico y moral (culpa) y se colo- 
ca en su lugar uno físico, material (el riesgo), que es extraño 
a la voluntad humana. 


(3) «Salvo dos fallos del Consejo de Estado, la jurisprudencia francesa 
rehusa entrar por la vía indicada por esta teoría» (se refiere a la contrac- 
tual). Véase OcÉz: Accidents du travail (París, 1904), p. 3. 
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Se es responsable sin saberlo y sin quererlo ser, si los actos 
buenos o malos originan un «riesgo». 

Según este principio, todo hombre responde de los perjuicios 
que ocasione a otro, como consecuencia de sus actos (o hechos). 
Le basta a la víctima, para obtener indemnización, probar el da- 
ño causado y el vínculo de causa a efecto entre el perjuicio y el 
hecho en cuestión. De modo que cada uno debe soportar los ries- 
sos de sus actos, sean éstos «culpables» o no. La noción del ries 
so reemplaza a la de culpa como fuente de obligaciones *. 

El examen y crítica de este original sistema constituye el ter- 
cer punto de nuestro estudio. (Véase capítulo IV, núm. 39 y si- 
guientes). Por ahora, pasemos a una somera explicación de los 
sistemas basados en la teoría clásica, y a su erítica *. 


(4) COLIN et CAPITANT, Op. cit., t. 2, p. 356. 

(5) Un autor, GONZÁLEZ REBOLLAR, antepone a este sistema otro que de- 
nomina <de la culpa en general». Según ésta, se contempla indiferentemente 
la situación del obrero y el patrón; ambos están en pie de perfecta igualdad 
ante la ley, siendo así que el obrero merece, por razones obvias, que se lo 
considere especialmente, en punto a las obligaciones del patrón. 


CAPITULO PRIMERO 


A) — Responsabilidad del patrón, fundada en la culpa extra- 
contractual * o aquiliana: en la doctrina, en el código 
civil y en la jurisprudencia. 


Bibliografía.—OGÉB, Accidents du travail, (Paris, 1904):—PATERI, 
Gli infortuni sul lavoro, (Torino, 1910); — AGNELLI, Commento alla 
leggi sugli infortuni del lavoro, (Milano, 1905); — BRUNO, Infortuni sul 
lavoro, en «Dig. 1t.»;—Cocizo, Conmento alla legge degli infortuni sul 
lavoro, (Torino, 1918) —CourcBLLE, Traité de législation ouvriére, (Pa- 
ris, 1902);—GENY, Risques et responsabilité, en «Revue trimestrielle de 
Droit Civil», año 1902;—GiorG1, Obligazioni, t. S (Firenze, 1895):—Jau- 
BERT, L'art. 1352 du Code Civil et la justice d'équité, en «Revue Cri- 
tique», año 1906;—LaBBÉ, Responsabilité contractuelle et délictuelle, en 
«Revue Critique», año 1886; — GABBA, Responsabilitá del padrone per 
infortuni degli operai nel lavoro, en «<Nuove Questioni di Diritto ci- 
vile», t. IL, (Torino, 1912); — EstasÉN, Los accidentes del trabujo y el 
seguro de accidentes, (Madrid, 1903); — DessBrTEAUX, Des accidents du 
travail qui donnent droit a plusieurs indemnttés, (París, 1909). 


16. Principio general en la ley. — «Todo el que ejecuta un 
«€ hecho que por su culpa o negligencia ocasiona un daño a otro, 
«está obligado a la reparación del perjuicio. Esta obligación es- 
«tá regida por las mismas disposiciones relativas a los delitos 
« del derecho civil» (art. 1109 del Código Civil). 


(1) Decimos responsabilidad extracontractual, no porque admitamos eul- 
pa de naturaleza distinta, sino que en este caso la responsabiildad nace de 
un hecho delictuoso, mientras la contractual nace de la inejecución culpable 
de una obligación convencional. Pero la culpa es siempre una y, en conse- 
cuencia, una es también la responsabilidad. 
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«La obligación del que causa un daño, se extiende a los que 
4 causaren los que están bajo su dependencia, o por las cosas de 
« que se sirve, o que tiene a su cuidado» (art. 1113 del Código 
Civil). 

He aquí dos disposiciones fundamentales de nuestra ley, de las 
cuales se ha hecho vasta aplicación y muy diversa interpretación. 

La primera constituye la regla general, y contiene el princi- 
pio dominante del título en que está insertada; la segunda con- 
cuerda con aquél y tiene por fin fijar su extensión. 

Tales han sido los recursos legales eficientes para afirmar la 
responsabilidad patronal desde la sanción del Código hasta el 
advenimiento de la nueva ley de accidentes del trabajo, y aún 
después de ésta; porque no hay duda que en los casos de verda- 
dera responsabilidad ofrece un medio seguro y enérgico al obre- 
ro, para obtener una justa indemnización. La misma ley (artícu- 
lo 17) advierte al obrero de este recurso, que, dicho sea de paso, 
pocas veces lo desdeña. 

En efecto, entre aquella disposición del código, tan amplia, y 
las previsiones de la nueva ley, cuyo resultado práctico es casi 
insignificante, debido principalmente a la forma de indemniza- 
ción — en la mayoría de los casos irrisoria, — la elección no es 
dudosa, si hay un mínimum de culpa. 

Y debe reconocerse, también, el buen sentido y espíritu de jus- 
ticia con que nuestros tribunales, han juzeado casi siempre estas 
cuestiones, supliendo las posibles imperfecciones de la prueba su- 
ministrada por el obrero ?. Así, ha bastado comprobar, por pro- 
lijas indagaciones, un mínimum de culpa del patrón, para esta- 
blecer su responsabilidad; por ejemplo, culpa o negligencia con- 
sistente en la omisión de «cualquiera medida preventiva» que el 
patrón debió adoptar para «evitar el accidente» *, «aún cuando 


(2) No me refiero, por cierto, a los casos en que se ha aplicado el artículo 
1133 del Código civil, aplicación que critico (nos, 25-8). 
(3) Sentencia de la Cámara Civil, agosto 5 de 1905; t. 174, p. 103. 
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de parte de la víctima hubiera habido culpa» *. Y como éstas, 
otras decisiones que citaremos más adelante revelan la tendencia 
a admitir en materia de accidentes del trabajo considerable ex- 
tensión de la responsabilidad patronal fundada en el art. 1109 
del Código Civil. 


17. Extensión de la responsabilidad aquiliana. — Este pre- 
cepto legal, en cuya virtud el patrón es responsable, se formula 
— ya lo hemos dicho — en términos muy generales. «Todo el que 
ejecuta un hecho» *... ¿significa esto que es necesario la ejecución 
de un hecho? ¿Una acción positiva? El artículo continúa «que 
por su culpa o negligencia»; ¿basta una simple omisión? 

El punto es importante en la materia que nos ocupa, y feliz- 
mente su interpretación en el derecho positivo no es ya dudosa *. 


(4) Sentencia de la Cámara Civil, 10 de diciembre de 1904, t. 169, p. 204. 

(5) En punto a la calificación del hecho, ¿debe entenderse necesariamen- 
te cuasi delito? 

(6) «En la ley romana se dudó si la culpa in omitendo caía o no bajo la 
sanción aquiliana. Tal opinión fué sostenida por muchos eruditos en el texto 
literal de ese plebiscito, diciendo que la ley Aquilia se refería únicamente 
a los daños causados por culpa in faciendo.» 

«Pero estudios más serios, hechos posteriormente, han convencido de que 
si bien el texto de ella contemplaba en sus términos literales sólo la eulpa 
in faciendo, más tarde, por obra del pretor y de la jurisprudencia, su apli- 
cación fué extendida también a los casos de culpa ¿in omitendo, por medio 
de acciones utiles in factum accomodatc legi Aquilae». G1oRG1, Teoria delle 
obligazioni, (Firenze, 1895), t. 5, p. 213). 

Son, sin duda, unánimes las opiniones de los autores a este respecto. Así, 
comentando el art. 1382, dice DEMOLOMBE: «Poco importa, por lo demás, 
el carácter del hecho perjudicial, desde que hay falta, sea hecho positivo o 
negativo, omisión». Los términos del art. 1382 y del art. 1383, compren- 
den evidentemente uno y otro; donde hallamos falta, negligencia o impru- 
dencia, debemos reconocer una causa legal de responsabilidad civil...» Cours 
de Code Napoleón, (París, 1882), t. 31 (Contrats) nos. 470 y 473. Lo mis- 
mo LAROMBIÉRE, Obligations, t. 7, arts. 1382-1383, n* 5 y 6. 

Entre los modernos: SOURDAT, op. Cit., t. 1, n* 641 y sigs.; CHIRONI, Op. 
cit., t, 1, n? 7. 
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La doctrina uniformemente sostiene que donde hay culpa 
consista ésta en imprudencia o negligencia, acción u omisión, 
es aplicable el precepto legal cuyo principio en el derecho clá- 
sico se aplicaba también en la extensión que daba la regla ex 
legis Aguilia et levissima culpa venit. Recordamos aquí que la 
culpa «in omitendo», de acuerdo con el concepto que a la misma 
hemos dado, consiste en faltar a un deber jurídico por el cual 
estamos obligados en ciertos casos a asumir una actitud espe- 
cial: qui non facit quo facere debet, videtur facere adversus eu, 
quae non faciít. En materia de accidentes del trabajo, la deter- 
minación de la culpa ¿m omatendo queda siempre librada al eri- 
terio discrecional del tribunal, en razón de su complejidad en 
cada caso. 

Debe tenerse presente que la jurisprudencia ha hecho estric- 
ta aplicación del principio, a punto tal que en la mayor parte 
de los casos el patrón está en culpa por simples omisiones; por 
ejemplo, comprobándose que el accidente hubiera podido evi- 
tarse con precauciones «por excesivas que ellas fueran» 7; no 
haber substituído una máquina o instalación cualquiera, por 
otra que resultare al obrero menos peligrosa $; no haber puesto 
más personal o más competente en la ejecución de un trabajo 
de suyo arriesgado. 

¿Cuál es el criterium que debe observarse para considerar la 
culpa «in omitendo» del patrón? «El magistrado, dice Vivante, 
«no debe conformarse con exigir del industrial sólo el uso de 
< aquellas medidas que han sido adoptadas por otros industria- 
« les, pues de ese modo se caería en círculo vicioso, porque la ne- 
«gligencia de uno bastaría para justificar la negligencia del 
«otro. El no debe investigar si tal o cual medida ha sido adop- 
<« tada; si ella se ha puesto en práctica por poco o muchos; debe, 
« por el contrario, indagar si es conocida, o debe ser conocida por 
« los industriales italianos; si es suficiente para prevenir todo in- 


(7) Cám. Civil de la Cap., serie 7*, t. 12, p. 188. 
(8) C. Orlando v. Fynmn, diciembre 3 de 1910. Ver Jurisprudencia de los 


Tribunales, (Nov. y Dic. 1910), p. 2104, 
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<« fortunio, o por lo menos para reducir el número. Cuando des- 
« pués de oir el dictamen de peritos competentes, llega (el ma- 
« gistrado) a considerar que el patrón omitió la adopción de me- 
«didas preventivas que debieron serle conocidas, teniendo en 
«cuenta nuestra imperfecta organización industrial, puede él 
«condenar al patrón a resarcir los daños sufridos por la víeti- 
«ma del infortunio» ?. 

Es necesario, además, que entonces se proceda con un cerite- 
rio equitativo, que discierna en cada caso cuándo se debe racio- 
nalmente admitir que el patrón fué negligente en la adopción 
de medidas reclamadas por verdaderos deberes de previsión, y 
cuándo era, por lo demás, lógico imponerlas (aspecto económico 
de la cuestión); pues aunque la vida humana no tiene precio, 
y todo lo que por ella se haga es poco, tampoco puede aceptar- 
se como justo obligar a nadie, sino a las precauciones suficien- 
tes y habituales en industrias similares, y que varían según la 
naturaleza de ellas y el peligro que entrañan ?. 


18. Interpretación jurisprudencial. — Volviendo a nuestra 
jurisprudencia, repetimos gue en lo que respecta a la respon- 
sabilidad patronal, ella ha hecho la más amplia interpretación 
de las disposiciones del Código. 

El hecho mismo de ineorporar un obrero al personal de su 
establecimiento puede resultar al patrón un hecho culpable; por 
ejemplo, la admisión de un menor cuya incapacidad o inexpe- 
riencia debida a su edad, aumenta indudablemente el riesgo **; 
(la ley 5291, reglamentaria del trabajo de mujeres y niños, es- 
tablece además penalidades especiales a este respecto, en los 
artículos 7 y 8). 

También se ha responsabilizado al patrón a causa del acci- 


(9) V. en AGNELLI, <Gli infortuni sul lavoro», n* 24, p. 997, en Enciclo- 
pedia Giur. It., V. 8, 1% parte. 

(10) BouYEr, op. cit., n* 50. 

(11) Sentencia de la Cám. Fed. de Apel. de la Capital, (septiembre 21 
«Ae 1905), t. 9, p. 372. . 
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dente ocurrido, cuando la víctima realizaba en esa ocasión y por 
orden superior, un «trabajo distinto o extraño a su competen- 
cia» 12; también cuando no se dieron las instrucciones o adver- 
tencias necesarias, a fin de prevenir el riesgo, al obrero que 
no había aún demostrado competencia, y no obstante haber de 
parte de la víctima negligencia, falta de cuidado o culpa **; en 
fin, cuando por parte del patrón hubo falta de la diligencia 
exigida por la naturaleza del trabajo *!. 

En estos casos la responsabilidad se ha hecho derivar del 
hecho propio o personal del patrón, pero ella existe también 
indirectamente, respecto de los hechos de las personas que están 
bajo su dependencia... (art. 1113 del Código Civil). 

Desde luego, no es necesario que haya sido precisamente el 
patrón quien contrató con el menor; o quien no advirtió del pe- 
ligro; u ordenó al operario la ejecución de un trabajo extra- 
ño a su competencia *, «siempre que el hecho haya ocurrido, 
en el trabajo o en ocasión del trabajo» **, 

A fin de que esta responsabilidad sea efectiva, la jurispru- 
dencia ha establecido que no hay sub-locación de servicios cuan- 
do el propuesto sólo ha celebrado con el patrón un contrato 
verbal *7. Es decir, que si el obrero ha contratado con el capa- 
taz u otro dependiente del patrón, tal convención no es res inm- 
ter alvos respecto de éste, sino, y por el contrario, lo obliga a 
sus consecuencias. Es evidente que de no ser así pocas veces 


(12) Sentencia de la Cám. Fed. de Apel. de la Capital, mayo 2 de 1912. 
(Jurisprudencia de los Tribunales, mayo-julio 1912, p. 21). 

(13) Sentencia de la Cám. Fed. de Apel. de la Cap., julio 23 de 1914. 
(Jurisprudencia de los Tribunales, julio 1914, p. 213). 

(14) Sentencia de la Cám. Civil citada, t. 174, p. 103; Cám. Fed. de 
Apel. de la Cap., de 26 de agosto de 1904, t. 8, p. 133, 

(15) Sentencia de la Cám. Civil, 16 de septiembre de 1905, t. 175, p. 103, 
y 17 de marzo 1903, t. 151, p. 122. 

(16) Sentencia de la Cám. Civil, 16 de septiembre de 1905. 

(17) Sentencia de la Cám. Fed. de Apel, de la Cap., 21 de septiembre de 
1905, t. 9, p. 372. 
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se responsabilizaría a los patrones por los accidentes ocurridos a 
los obreros que no han contratado con ellos directamente. 

El fundamento de la responsabilidad del patrón, se dice, no 
está en este caso comprendida en el artículo 1113 del Código Ci- 
vil, considerando ésta, según la teoría romana, como teniendo 
su origen en la culpa ¿nm eligendo, o en la culpa in vigilando; 
sino y antes bien, en el concepto más preciso y comprensivo de la 
«representación», sostenido por Chironi *8, 

En fin, decíamos que el patrón, en virtud del artículo 1113 
del Código Civil, es responsable del hecho de sus dependientes, 
y del «hecho» de las cosas «de que se sirve o tiene a su cuidado». 

«¿Cómo — se pregunta Planiol — una persona puede sin 
su hecho propio ser responsable del «hecho» de una cosa? La 
razón se resiste a comprenderlo y la conciencia a aprobarlo. 
Lo que hay en esta expresión es una elipsis 1%; el hechd de las 
cosas, de las cuales es el hombre responsable, no es sino la 
consecuencia de su falta. Para que el daño causado por una 
cosa pueda comprometer la responsabilidad humana, es necesa- 
rio que pueda descubrirse en ese hecho perjuidicial un acto 
(y digamos «hecho») del hombre, que sea la causa inicial del 
infortunio sobrevenido». Lo que no aceptamos como jurídico 
es que algunos tribunales hayan aplicado en los casos de acci- 
dentes de trabajo, resultantes del «hecho de las cosas», indis- 
tintamente los artículos 1113 y 1133 del Código Civil. Aún más: 
han considerado a veces que, por razones de equidad — pro- 
pósito muy loable por cierto, — era más justa la aplicación de 
este último, descargando al obrero el «fardo» de la prueba. 
Y no lo aceptamos porque la diferencia esencial entre esos pre- 


ceptos legales, consiste, precisamente, — dijimos en el prefa- 
cio, — en la inversión de la prueba (cuestión importante desde 
luego). 


En efecto, según el artículo 1113, y siguiendo la regla ge- 


(18) La colpa extra-contratíuale, t. 1, nos, 188-191. 
(19) PLANIOL, «Revue Critique», año 1906, p. 80. 


(59) 
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neral, el obrero que reclama indemnización debe probar la cul- 
pubilidad del patrón, en el infortunio sobrevenido. Por el con- 
trario, el artículo 1133 consagra un sistema opuesto: la in- 
versión de la prueba; según él al patrón incumbe probar que 
no es culpable. Desde luego, opinamos que el principio del ar- 
tículo citado tiene innegable fundamento jurídico, y, por con- 
siguiente, es muy justa su aplicación en las hipótesis que esa 
misma disposición enumera. Pero en los casos de accidentes 
de trabajo regidos por el Código Civil, no siempre, o aún más, 
casi nunca se justifica su aplicación. Las razones en que nos 
fundamos son de orden jurídico y práctico a la vez, y nos apo- 
yaremos en ellas para proponer la solución del debatido ergo 
del onus probandi, en el siguiente capítulo. 

Pero sea una u otra la disposición aplicada, el juez no res- 
ponsabilizará sino en virtud de la culpa probada o presumida 
(negligencia, imprudencia); y bastará para ello hallar un víncu- 
lo de causalidad entre aquella y el daño. La responsabilidad es- 
tá basada en la culpa, que jamás se aparta de ella, como su 
propia sombra. 

Sin embargo, a pesar de la amplitud del principio jurídico 
que consagra nuestro código, y la persistencia de la jJurispru- 
dencia en la adaptación constante de él a las necesidades jurí- 
dicas actuales, se ha considerado indispensable sustituirlo por 
otro que garantice a la víctima las consecuencias del infortunio 
sobrevenido por «su» culpa, pues según el principio clásico 
ella no tiene acción en tal caso, porque Qui ex sua culpa damnum 
sentit, non intelligitur damnum sentire; ni tampoco en el caso 
fortuito, pues casus sentit is quem tangit o Casus a nullo praes- 
tantur. 


B) — Examen de la crítica del fundamento jurídico de la culpa 
extra-contractual y su aplicación jurisprudencial. Refuta- 
ción de esa crítica. 


19, — Crítica al principio de derecho romano y su aplica- 
ción por la jurisprudencia. — Debe advertirse inmediatamente, 
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que la crítica que se formula al principio citado, afecta im- 
plícitamente el fundamento legal de la responsabilidad, desde 
que el Código reproduce en los artículos 1109 y 1113 la regla 
general de la ley Aquilia, llevada a su mayor desenvolvimien- 
to, por la obra del pretor y de la jurisprudencia clásica. Pero 
es digno de notarse, que al paso que se afirma la deficiencia 
del prineipio aquiliano, considerándolo insuficiente e inadap- 
table a nuestros tiempos ?%, se reconoce y alaba el hecho de 
que la jurisprudencia haga de él constante y fecunda aplicación. 

De ahí, pues, que los que así razonan adviertan que ineu- 
rren en evidente contradicción, y pretendan desde luego justi- 
ficarse. La jurisprudencia, dicen, bien que tenga el mérito «de 
extender el principio a casos en que la equidad y el senti- 
miento de justicia lo reclaman, no hay duda, se aparta de él 
toda vez que aunque apoya en ese principio sus considerados, 
admite la inversión de la prueba, o recurre a la teoría contrac- 
tual o reconoce a veces culpa donde no hay y es ridículo ad- 
mitirla> ?. 

La jurisprudencia, agregan, AMeva el concepto de culpa leví. 
sima a tal extremo, que no sólo expone a caer en ella a un di- 
ligente pater familias (V. núm. 11), sino también a un hom- 
bre diligentísimo, extraordinario, que salga de lo vulgar, a una 
especie de super-hombre. Es, pues, en ese sentido, evidente 
que responder de la culpa levísima en esa medida, es hacer res- 
ponsable a todo hombre del tipo normal que desenvuelve su ac- 
tividad en los límites regulares de la vida práctica. 


(20) CovirLLO, La responsabilitá senza colpa, en «Riv. Ital. per le 
Scienze Giur.», (1897), t. 23, ps. 187 a 216. Pero la responsabilidad sin eul- 
pa — que no admitimos en ningún .caso — se considera contraria a los 
más sanos principios de lógica y de derecho natural. V. MINOZZ1, Op. Cít.,* 
$ 18. 

(21) De ello es un notable y conocido ejemplo, una sentencia de la 
Corte Suprema de Baviera, a que hacen referencia los escritores alemanes. 
Dicho tribunal — dice CovieLLo eriticando el sistema — declaró «que el 
ejercicio de la industria ferroviaria es necesariamente en sí, un hecho culpa- 
ble». (Op. cit., p. 200). 
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Este razonamiento, así en abstracto, conduce fuera de duda 
a admitir que de la culpa lewisima al caso fortuito no hay un 
paso; que se confunden, que se dice haber culpa donde sólo 
hay caso fortuito, ya que éste es un acontecimiento no previsto ?2 
por un hombre «ordinariamente previsor». 

Si eso fuera exacto, si en realidad la jurisprudencia dijera 
que hay culpa donde sólo hay caso, reconoceríamos que esa ex- 
tensión del principio ha dejado de ser tal para separarse de él, y 
violar la letra y el espíritu de la ley misma. Pero no es así; la 
Jurisprudencia sólo ensancha, cada día más, el dominio de la 
regla legal, cuya elasticidad hace posible su aplicación en mul- 
titud de casos, y especialmente en materia de accidente de tra- 
bajo, como hemos visto ya en páginas anteriores (V. núms. 17 
y 18). 

Precisamente, de esa flexibilidad que permite a la jurispru- 
dencia adaptar constantemente el principio establecido en los 
artículos 1109 y 1113, deducimos nosotros la eficiencia y bon- 
dad de nuestro Código en la materia que nos ocupa. 

Pero no se crea — porque sería absurdo sostenerlo — que 
esas disposiciones legales bastan para garantizar siempre al 
obrero una indemnización por los infortunios en el trabajo, como 
tampoco que la nueva ley lo haya mejorado mucho en ese sen- 
tido; pero sí que el principio establecido en el Código civil y 
la interpretación amplia que la jurisprudencia de nuestros tri- 
bunales hace de él, constituye un recurso jurídico eficiente, siem- 
pre dentro del derecho privado. 


19', Continuación. Refutación de esa crítica. — Así como al- 
gunos alaban la obra de la jurisprudencia cuando extiende el 
principio a tal punto que se aparta de él (?)... otros opinan 
que una interpretación tan amplia no se justifica %. El texto 
de la ley, demasiado general y vago, — se dice — da pábulo 


(22) Nos referimos aquí a la hipótesis de poder prever, ya que también 
hay casos fortuitos cuando lo ocurrido, aunque previsto, no pudo evitarse. 
(23) FUSINATO, Op. Cit., p. 198 y sigs. 
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a la arbitrariedad y puede por eso dar lugar a jurisprudencia 
contradictoria **, | 

«Los textos legales deben ser redactados con elegancia y cla- 
«ridad, de tal manera que las cuestiones que de ellos surjan sea 
< posible resolverlas en una forma que no deje lugar a duda, so- 
< lucionándolas completamente», según las palabras del profesor 
Crom — de la Universidad de Bohn. A esto observa Jaubert: 
<« Es indudable que es una concepción ideal del derecho escrito, 
«la que se formula en las líneas que preceden, pero, ¿ha sido 
« desconocida por los redactores del Código Civil? 2%. Convie- 
«ne, a nuestro parecer, hacer una distinción. Si se entiende eri- 
« ticar disposiciones, ya sea en razón de una expresión impropia, 
<o de la ambigiiedad de la frase, o de una reticencia que a ve- 
«ces puede ser voluntaria, pero por lo general fortuíta o debida 
«a la relativa rapidez de la elaboración, entonces convenimos. 
« Pero lo que se critica, sin duda, son textos amplios, que por 
«su extrema elasticidad, por lo menos aparente, parecen no 


(24) A este respecto no podemos-Jecir lo mismo de nuestros tribunales 
de la Capital, que han interpretado uniformemente el sentido y alcance del 
artículo 1109, en materia de accidentes de trabajo. De modo que es un 
error considerar que la jurisprudencia ha cambiado de rumbo desde hace 
doce años o menos, en el sentido que parece decidirse por los principios 
del riesgo profesional, hallando un indicio de ello en el conocido fallo del 
juez Quesada, cuya parte pertinente transcribimos en la nota 26, en la página 
siguiente. De los mismos considerandos de este fallo surge en forma clara 
e indubitable el fundamento de la responsabilidad patronal en la culpa 
aquiliana, según los artículos 1109 y 1113, que establecen ese principio (con- 
siderando quinto). Y no puede ser de otro modo, so pena de violar abier- 
tamente el texto y el espíritu de la ley, y, por ende, contrariar «la voluntad 
del legislador»; bien lejos, pues, del ánimo de ese magistrado, que en uno 
de los considerandos del citado fallo dice con razón: «preciso es tener pre- 
sente que uno de los primeros principios del derecho moderno, es que el juez 
debe aplicar y respetar la ley en los casos exactamente previstos por ella, 
y reconstituir la voluntad del legislador en todos los otros casos que son 
los más numerosos...» (considerando cuarto). 

(25) JAUBERT, L*article 1382 du Code civil et la pe d”équité, en «Re- 
vue Critique» (año 1906), p. 562 y sigs. 
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«tener otra razón de ser que la de servir de apoyo a las pre- 
« tensiones menos justificadas». 

Análogas consideraciones podemos hacer nosotros en punto 
a las disposiciones de nuestra ley que rigen la materia que nos 
ocupa. El artículo 1109, al igual que el 1382 del código fran- 
cés, aunque aparentemente consagra una solución algo impre- 
cisa o vaga, contiene, en realidad, una regla general y cierta ?, 

Mientras el texto expreso de la ley no afirme de modo indu- 
bitable, se dice, la responsabilidad del patrón, y señale en con- 
secuencia al obrero, claramente, cuáles son sus recursos, siem- 
pre habrá lugar a discusiones y ambigiiedades. 

Cuando la acción del operario — dice Fusinato 7 — se fun- 
da en un hecho positivo del patrón, hecho ese que fué causa di- 
recta del infortunio (por: ejemplo, suministrarle una máquina 
o instrumento peligroso o defectuoso, ete.), la jurisprudencia, 
en general, está muy de acuerdo con los principios comunes, des- 
de que también la culpa levísima es imputable en materia extra- 
contractual. Pero la cuestión es diferente cuando la culpa de 


(26) En el fallo a que nos referimos en la nota 24 anterior, confirmado 
por la Cámara Civil (t. 174, p. 103), dice el juez Quesada: <«Consideran- 
do... que se trata de un caracterizado accidente de trabajo, y en materia 
semejante la doctrina del C. Civil es elara y explícita. A este respecto cabe 
observar: a) que es verdad que el Código en parte alguna ha legislado 
nominatim sobre el derecho obrero, ni ha podido tener en cuenta las moda- 
lidades de una ley de trabajo en la época en que fué dictado el código, los 
problemas especiales de la legislación social relativa a los operarios aún no 
había alcanzado las soluciones positivas y doctrinales que en los tiempos que 
corren se han traducido en codificaciones detenidas; b) que no es menos 
cierto, también, que muestro código ha sentado los principios teóricos más 
adelantados, referente a los hechos y a las obligaciones, de modo que basta 
simplemente aplicarlos a las cuestiones obreras para encontrar la solución 
deseada...», p. 111. 

(27) Loc. cit. Se refiere al artículo 1151 del C. Italiano, y al 1382 del 
C. Francés, este último análogo al 1109 del muestro, del cual es fuente 
directa. 
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que se acusa al patrón consiste en una omisión (culpa tn oma- 
tendo) %. 

De ahí la tegalidad de la jurisprudencia actual, que decla- 
ra responsable al patrón en multitud de casos; p. ej., no haber 
dado instrucciones suficientes al operario; no haberlo premunido 
de medios... 

A esta crítica contestamos diciendo que dos razones, prin- 
cipalmente, se oponen a esa conclusión; la primera: que la ex- 
tensión de la responsabilidad aquiliana no deja ya lugar a du- 
da, y eso no sólo por la interpretación de aquel texto por los sa- 
bios romanistas del siglo pasado y anteriores, sino también por- 
que en el derecho positivo actual las disposiciones legales que 
en aquélla se funda han sido interpretadas en el amplio sentido 
que la jurisprudencia les da (V. núms. 17 y 18); segunda, 
porque de la ausencia de una disposición expresa, o de una enu- 
meración casuista, no se sigue necesariamente que una juris- 
prudencia dada sea ilegal cuando aplica la ratio de la ley de un 
principio general a casos que. la justifican plenamente, y cuan- 
do, por lo demás, mnguna disposición legal, m principio de de- 
recho se opone a ello ?*, 

Por eso concluímos afirmando que los artículos 1109 y 1113 
considéranse en este sentido verdadera fuente de obligaciones y 
de responsabilidad indefinida, y dejan, por consiguiente, amplio 
margen al juez para resolver en cada caso y según las circuns- 
tancias, la cuestión que a él se someta 3%, en las hipótesis más 


(28) Esta obligación a responder de la culpa in non faciendo, puede esta- 
blecerse en materia contractual, en virtud de una cláusula del contrato y 
debería también existir en materia de responsabilidad extracontractual; 
pero para ello debería estar escrita en la correspondiente disposición legal, 
que, mientras tanto, no existe en la ley francesa ni en la italiana. FUSINATO, 
loc. cit. A lo que respondo que tal crítica sería infundada en nuestro sistema 
legal y jurisprudencial, no obstante lo de las «fuentes». 

(29) Por el contrario, y lo veremos más adelante, la jurisprudencia ha 
sido ilegal cuando creyendo aplicar la ratio de la ley ha puesto el onus pro- 
bandi a cargo del patrón, fundándose en el art. 1133 del C. Civil. 

(30) «Se dirá, en defensa del legislador, que en esta época de vida indus- 
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variadas, donde, por ejemplo, no se atiende ya a la culpa del 
patrón o del obrero, sino a la concurrencia de ambas culpas. O sea, 
en otros términos, que la respnosabilidad del patrón subsiste, 
aun cuando haya culpa de parte de la víctima *!. En ese sen- 
tido, pues, la obra de nuestros tribunales es digna de alabanza. 


20. Crítica del principio, en cuanto se lo considera insuficien- 
te para regir la responsabilidad patronal. Refutación. — Otra 
crítica al principio de la responsabilidad delictual es la for- 
mulada por los partidarios de la teoría contractual, crítica que 
se resume más o menos en estos términos: las relaciones que 
emergen del contrato de locación de obra, entre el patrón y el 
obrero, no pueden ser indiferentes a la ley en lo que respecta 
a la naturaleza y extensión de la responsabilidad de aquél. 

Considerar al obrero, respecto del patrón, como un tercero 
— tal como resulta de la aplicación del principio de la respon- 
sabilidad delictual — no es bajo ningún concepto, dicen los 


trial y social intensa, imposible oprimir a los tribunales en fórmulas estre- 
chas, que no le permitan tomar en consideración los elementos, tanto objeti- 
vos como subjetivos, en extremo variables que cada proceso ofrece en su 
examen», según la oportuna observación de JAUBERT (Op. Cit., p. 573). 

(31) La Cámara Civil (diciembre 3 de 1910), confirmó un fallo en el 
cual se establecía que «la culpa de la víctima no exime de responsabilidad 
a los dueños de obras, empresas de transporte, ete., por los daños y perjui- 
cios en que incurran por omisión de aquellas medidas que pudieran evitar 
el accidente». (Jurisprudencia de los Tribunales, diciembre 1910, p. 2105). 

El juez De la Torre invocó en esa oportunidad un antecedente jurispru- 
dencial digno de citarse, por la fecha en que se produjo y las circunstancias 
que lo motivaron. En él establece que la falta de adopción de aquellas me- 
didas aconsejadas por la más simple prudencia, obliga al pago de daños y 
perjuicios que esa omisión haya causado). Y cita Cám. Civil, t. 26, p. 289. 
V. tomo 169, p. 204. Numerosos fallos han establecido que el patrón es 
responsable en casos de culpa concurrens. Sobre esto, en punto a la medida 
de la reparación, véase CoGLI0LO, Misura del danmno aquiliano, en «Seritti 
varii» (cit.), V. I, p. 208 y sigs. Según éste, la proporción de la condena 
se hace en atención a una doble presunción de culpa del autor del daño y 
de la víctima. 
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sostenedores de la teoría contractual, justo ni aceptable. La 
injusticia — agregan — consiste, precisamente, en hacer de- 
rivar la responsabilidad del patrón del delito o euasi-delito ci- 
vil, siendo así que la verdadera causa de la obligación está en la 
convención misma, y que liga al uno respecto del otro; es decir, 
en el contrato de trabajo. La obligación de indemnizar nace 
— según eso — de ese contrato, como la obligación principal 
de pagar el salario *?2. No es posible considerar lo mismo a un 
extraño que sufre un accidente, y a un obrero que lo sufre 
como consecuencia del trabajo. 

La situación de las partes, dice Sainctelette 3%, es diferente 
en uno y otro caso. En el primero, el autor del daño y la: víc- 
tima nada han convenido, ni han intentado acuerdo alguno, 
ni perseguido algún fin común, ni previsto riesgo 9%; en tal 
easo es explicable la responsabilidad delictual; se trata simple- 
mente de la lesión injusta del derecho de otro, y el damnificado 
ninguna razón tenía para precaverse del hecho que le afecta. 

Mas en el otro caso — en el contrato de trabajo — ha habido 
concurso de voluntades, acuerdo e inteligencia sobre el fin per- 


(32) «No tener en cuenta el contrato entre el patrón y el obrero al deter- 
minar la causa de la responsabilidad en la ejecución del trabajo — dice 
SAUZET —, nO me parece racional ni jurídico. Me resisto a tratar la cuestión 
de responsabilidad entre dos personas unidas por un contrato que coloca a una 
respecto de la otra en una situación de marcada dependencia, en la misma 
forma y de igual modo que la cuestión de responsabilidad entre dos personas 
libres de todo vínculo contractual; más aún, cuando los hechos susceptibles 
de comprometer esas responsabilidades se producen en ocasión 'de la inejecu- 
ción de contratos, son conexos a la ejecución... Es luego por la naturaleza 
misma del contrato, indagando la intención de las partes, por la que debe- 
mos determinar exactamente esta obligación asumida por el patrón, además 
de la obligación de pagar el salario y que es fuente de la obligación patro- 
nal». Responsabilité des patrons, en «Revue Critique», (año 1883), p. 615 
y sigs. — En el capítulo 11 examinaremos esta opinión y la doctrina contraec- 
tual en general. 

(33) Responsabilité et garantie, (Bruxelles, 1884), p. 13. 

(34) En el capítulo siguiente tendremos oportunidad de refutar esta afir- 


mación. 
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seguido, sobre los medios a emplearse, rieseos previstos y apre- 
cilados por ambos. He ahí, según el citado autor, una de las 
diferencias esenciales entre ambas figuras jurídicas: respon- 
sabilidad en un caso: garantía en el otro. 

Por nuestra parte, no vamos a insistir en esto; nos basta de- 
cir que la argumentación de los sostenedores de la teoría con- 
tractual, lejos de constituir una verdadera crítica, deja intae- 
to el principio del sistema que se propone combatir. En efecto, 
nadie desconoce que un contrato, sea cual fuere, crea obligacio- 
mes especiales para las partes contratantes, pero en modo alguno 
ello modifica el principio jurídico de la responsabilidad, en el 
sentido de crear «responsabilidades especiales». El contrato po- 
drá extender la responsabilidad de los contratantes, pero no 
modificar naturaleza. 

Consecuentes con la idea de responsabilidad fundada en la 
culpa, y que hemos sostenido ya en ia primera parte de esta te- 
sis, no podemos eludir la refutación de la crítica que desde este 
punto de vista se hace al concepto tradicional de la responsab:- 
lidad, concepto correlativo al de culpa. De donde, todo hecho 
que excluya la culpa, sea ésta efectiva o presunta, no origina 
responsabilidad, en el verdadero sentido juridíco de esta palabra. 

Ese principio, por lo demás, está contenido en las reglas del 
derecho civil y en la ley misma, tanto en materia contractual 
como extra-contractual. En el primer caso en los principios 
senerales referentes a la inejecución de los contratos (artícu- 
los 506, 508, 511 y 512) $; no hay responsabilidad cuando la in- 
ejecución proviene de caso fortuito o fuerza mayor, es decir, 
cuando a nadie puede imputarse culpa o dolo (513), a no ser 
que el deudor haya tomado a su cargo las consecuencias del 
caso fortuito, etc.; pero entonces, hemos dicho (V. núms. 7 y 


(35) Pues esta serie de disposiciones legales se refiere a los contratos y, 
en consecuencia, debería estar en el título correspondiente. 

Sólo debido a un deplorable olvido de método la vemos en la parte de 
obligaciones en general. 
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11), tal obligación asume el carácter de garantía; y en cuanto 
a los principios generales del código en materia extracontrac- 
tual, creemos innecesario volver a referirnos a ellos, por haber- 
lo hecho en páginas anteriores. 


201. Crítica fundada en la dificultad práctica de probar la 
culpabilidad del patrón. Consecuencias. — Finalmente, se ha- 
ce alsistema de responsabilidad fundada en la culpa aquiliana 
una crítica de orden práctico. Las dificultades, se dice, con que 
tropieza el obrero cuando intenta justificar su acción, son tan 
tas y de tal naturaleza que hacen poco menos que ilusorio su 
derecho. Los que sostienen esta opinión se preguntan ¿cómo pro- 
bar la culpa del patrón? 

En la mayor parte de los casos, dicen, la prueba es casi 
imposible al obrero; y si ha sucumbido en el accidente, y la ac- 
ción debe iniciarla la viuda, o su pobre familia, agobiada bajo 
el peso del infortunio, ¿no parece injusto echar sobre ésta una 
nueva y pesada carga, a trueque de renunciar a una mísera in- 
demnización? Aún prescindiendo de esto, el hecho sólo de la 
prueba presenta en los casos de accidentes dificultades múlti- 
ples e incertidumbres. Casos hay en que desaparecen hasta 
los indicios del hecho; p. ej., en una explosión, en un incendio, 
en un naufragio, etc. Otras veces no se puede suministrar la 
prueba testimonial, sea porque no haya habido testigos, o por- 
que los demás obreros se resisten a ello: por temor de verse 
envueltos en alguna cuestión de responsabilidad, o simplemen- 
te por no indisponerse con el patrón, al declarar en su contra; 
si a esto se agrega la relativa dificultad y lentitud del juicio, 
y aun la falta de recursos, fácilmente se convence de que tal 
disposición de la ley, para el obrero, sólo tiene valor doctrina- 
rio. «Que el obrero esté en la necesidad de producir la prueba 
«de una falta personal del patrón, dice Sauzet *, es lo que ha 
« parecido excesivo a los que prácticamente han podido darse 
« cuenta de la clase de la prueba y de las condiciones en que se 


(36) Op. cit., p. 604-5, nos. 13 y 14. 
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«encuentran a consecuencia del accidente la víctima o sus re- 
«presentantes.... Los elementos de esta prueba, prosigue el 
«citado autor, los tomo de la indicación de un práctico expe- 
«rimentado, de M. Vavasseur, que dice: «Es necesario, desde 
«luego, articular hechos precisos, pertinentes, y admisibles se- 
«gún los términos del procedimiento; es decir, tendientes a es- 
«tablecer sea una infracción a los reglamentos, sea el empleo 
«de una maquinaria defectuosa, una instalación peligrosa o au- 
«sencia de precauciones; en una palabra: un hecho cualquie- 
«ra que sea reputado ilícito, o pueda constituir una falta im- 
«putable al patrón o a sus subordinados. Después de las ar- 
« tieulaciones formuladas es necesario probar la verdad de los 
« hechos, sea por medio de procesos verbales, si son suficiente- 
« mente explícitos, sea por una información testimonial». De to- 
do esto, que Sauzet trae a colación en su argumento, según el 
cual la prueba es algo así como una fortaleza inaccesible para 
el obrero, síguese que es injusto atribuírsela a éste si en verdad 
se le reconoce el derecho de reclamar indemnización. Nosotros, 
por el contrario, creemos que en las palabras de Vavasseur la 
crítica de Sauzet encuentra, en cierto modo, su refutación. Por- 
que, en efecto, no parece «casi imposible» establecer «un hecho 
cualquiera» que sea reputado ilícito, o pueda constituir una 
falta imputable al patrón, cuando al mismo tiempo pueda pro- 
barse por medio de «procesos verbales», suficientemente explí- 
citos o. por una «simple información testimonial» *”, 

En cuanto a los argumentos, v. gr., 9% dificultad para liti- 


(37) Tanto la ¡jurisprudencia francesa como la belga, a las cuales se 
refiere VAVASSEUR, interpretan, en el amplio sentido que lo hace la nuestra, 
la disposición legal que establece la responsabilidad delictual, bastándole 
para hacerla efectiva «un hecho cualquiera» culpable, probado «por cual- 
quier medio». 

(38) Así se dice: la desaparición de los indicios, por ejemplo, un incen- 
dio, una explosión, un derrumbamiento, hace casi imposible la prueba, de- 
biéndose por eso eximir de ella al obrero. Pero (y aquí siempre lo relativo), 
si no es posible producir prueba alguna, en razón de las circunstancias expli- 


cadas, a contrario tampoco el demandado podrá producir alguna. 
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gar y el temor de no poder contar con el testimonio de los 
compañeros de trabajo, ete., desde ya decimos, es necesario acep- 
tarlos sólo en parte. En la época actual, la solidaridad gremial 
contrarresta enhorabuena esa posible presión patronal que pu- 
diera obstaculizar esos trámites; los obreros, como los patro- 
nes, están asesorados, y en condiciones de hacer valer sus de- 
rechos con éxito, y más aún si se advierte que la jurisprudencia 
(ver números 17 y 18) ** ha considerado la cuestión con un 
eriterium favorable — y loable por eso — para el obrero, en el 
sentido de suplir la deficiencia formal de la prueba, con todos 
los medios justificables. 

Lo condenable es la resistencia sistemática e interesada judi- 
cial o extrajudicial de las compañías aseguradoras en punto al 
pago de la indemnización según lo digo en el prefacio. 

Pero pretender la indemnización sin establecer prueba algu- 
na, alegando su dificultad para ello, o considerándola innecesa- 
ria, sería, á juicio nuestro, introducir una modificación esen- 
cial a un fundamental principio de derecho, el de la igualdad 
de todos ante la ley, igualdad que deja de existir toda vez 
que sin justo motivo se obliga a alguien a hacer lo que incumbe 
a otro; nos referimos a la inversión de la prueba. Ello sisni- 
ficaría admitir situaciones privilegiadas ante la ley, obedecien- 
do a un sentimiento compasivo, ya que razones de estricta justi- 
cia no podrían invocarse, como lo demostraremos. 

Con tan errónea idea se llevó a la práctica el repudiado sis- 
tema de la inversión de la prueba y de la presunción de culpa *. 


(39) Es la tendencia de los tribunales de la capital, a log cuales se some- 
te casi la totalidad de los casos de esta naturaleza, ya que su jurisdicción 
comprende el gran centro fabril del país; y el ejemplo ha sido seguido por 
los tribunales del interior. 

(40) El prinier ensayo legislativo — si no me equivoco — de reforma 
de la responsabilidad, se realizó en Suiza en 1871. Basta leer los comenta- 
rios que esa innovación motivó, la crítica de parte de los más reputados 
juristas, la protesta de los patrones y el descontento de los obreros, para 


y 


explicarse por qué cayó inmediatamente en el mayor descrédito. 
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En fin, según el derecho civil * los accidentes ocurridos por 
casus o vis maior no dan origen a acción de indemnización, si 
no se ha garantizado previamente. De donde, pues, el obrero — 
según el sistema — soporta sin recurso los infortunios sobrevenidos 
por su culpa y los originados por caso fortuito y fuerza mayor. 

Pero considerar este punto es entrar en un nuevo orden da 
ideas, no ya formular una simple crítica. Se trata de un nuevo 
principio, el riesgo profesional, cuyo estudio será abjeto del 


quinto capítulo (núms. 42-43). 


C) — La inversión de la prueba en los accidentes del trabajo y 
el artículo 1138 del Código Civil.— Insuficiencia y crítica, 
del sistema y de su aplicación jurisprudencial. 


21, Antecedentes Jurisprudencia francesa, — Entre las eríti- 
cas formuladas a la teoría clásica, indudablemente aparece co- 
mo más fundada aquella que se basa en la dificultad que en 
la práctica tiene el obrero para justificar su demanda, o sea, 
para poder demostrar la culpabilidad del patrón en el acci- 
dente, según acabamos de verlo. y 

Las diversas estadísticas, especialmente en Francia, alarma- 
ron al legislador. En efecto, gran número de accidentes cuya 
causa no había podido determinarse, no daban, por eso mismo, 
origen a recurso legal alguno, y en muchos casos en que hubie- 
ra podido probarse la culpa del patrón, el obrero desistía de la 
acción, mediante una indemnización insignificante, so pena de 
perderlo todo. 

Estos y otros razonamientos análogos motivaron la primera 
innovación, que consistió en establecer en la ley la presunción 
de culpa patronal, presunción que sólo podría desvirtuar el pa- 
trón, mediante la prueba en contrario, produciéndose así lo que 


(41) Mejor dicho, el Código Civil, ya que esta cuestión se debate espe- 
cialmente en el derecho positivo. Y nos referimos a los principios del Có- 
digo, pues que la ley de accidentes de 1915, es derogatoria del Código Civil, 
como lo declaró dos años después de su sanción la Corte Suprema en el caso 
<La Inmobiliaria» v. Fisco Nacional, sentencia de 20 de octubre de 1917. 
V. en Gaceta del Foro, n* 517, p. 38. 
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se ha dado en llamar «la inversión de la prueba»; tal era su 
resultado inmediato y necesario. 

En 1880, Nadaud, y posteriormente Raspail, en Francia, a 
fin de llevar a la práctica esa idea, propusieron en el parlamen- 
to una reforma consistente en la inclusión de un apartado al 
artículo 1384 del Código civil *2. Es decir, se pretendía la solu- 
ción del problema dentro de los antiguos textos, adaptándolos 
a las exigencias de entonces *, 

Desde luego, esta innovación fué combatida, no solo en razón 
de no ofrecer casi ninguna utilidad práctica, sino que tampoco 
se justificaba desde el punto de visto jurídico. La aplicación 
del principio ha conducido a veces a verdaderos absurdos. De 
ello es un ejemplo el caso que pasamos a detallar. Un acci- 
dente ocurrido en Bruselas — la explosión de una caldera — 
había causado la muerte de cineo personas, resultando otras sie- 
te gravemente heridas, que luego sucumbieron. Se instruyó el 
correspondiente sumario, pero no pudo determinarse la causa 
de la explosión. La viuda de una de las víctimas demandó por 
daños e intereses a la Sociedad Liniére, propietaria de la 
caldera en cuestión. El tribunal, de acuerdo a las conclusio- 
nes de uno de sus miembros, sentó el siguiente principio: «Del 
«texto del artículo 1384 * resulta evidente la responsabilidad 
< del propietario de una cosa inanimada que tiene bajo su custo- 
«dia, por los daños que ella cause. Considerando: Que si se pe- 


(42) PLANIOL, Traité élém. de droit civil, ed. cit., t. 2, n* 1855. 

(43) Pero el resultado obtenido de la aplicación de este principio por la 
Jurisprudencia, parece no compensó tan grave violación del derecho común. 
“Si el obrero difícilmente podía probar la culpabilidad del patrón, por el 
contrario le era fácil a éste probar que el accidente no era debido a su 
culpa; esto en los casos en que la jurisprudencia no aplicara el principio 
en la forma que lo hizo, por ejemplo, la Corte de apelación belga en la 
oportunidad que referimos arriba. ] 

(44) El artículo 1384 del Código Civil francés, inc. 1% es fuente del 
artículo 1113 de nuestro Código Civil, pero éste no establece presunción de 
falta, en el sentido que se toma en el fallo citado, poniendo a cargo del 
demandado la prueba. 
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«netra el espíritu de esa disposición se adquiere la convicción, 
«de que esa responsabilidad nace en. el momento en que el he- 
«cho de la cosa causa un perjuicio. Que es consecuencia natu- 
«ral y lógica, que el propietario de una cosa, sobre la cual tie- 
«ne derecho y deber de vigilancia y dirección, sea lesalmente 
<« presumido en falta * desde el momento en que esa cosa causa 
« perjuicio». 

El tribunal agregaba que esa responsabilidad cesaba toda 
vez que el propietario lograra establecer que no había podido 
impedir el hecho que motivaba su responsabilidad. Como la So- 
ciedad Liniére no probó que le fuera imposible impedir el da- 
ño, se la declaró responsable, y condenada, en consecuencia, a 
pasar los daños e intereses. 

Ahora bien: la Corte de apelación, a la cual fué deferido el 
- fallo, suprimió los considerandos que acabamos de enumerar y 
se limitó a decir: «Considerando, que ni la relación hecha por 
«el inspector de puentes y calzadas — encargado de investigar 
«las causas del accidente — y que tampoco la apreciación ju- 
« dicial señala en descargo del apelante ninsún hecho de fuer- 
«za mayor, ni caso fortuito, y nada indica, por lo demás, a 
« Adrienssens (nombre de la víctima) como habiendo incurri- 
«do en culpa o imprudencia en el ejercicio de sus funciones, 
«etc.», ... apoyándose en esas conclusiones, la Corte declaró 
responsable a la compañía y confirmó el fallo en cuestión. 

Pero habiendo evitado la Corte, dice con razón Courcelle *, 
colocarse en el terreno del derecho puro, su fallo no presenta 
interés práctico. No así el del tribunal de Bruselas. Este se 
apoya en el mismo texto que la Corte de Casación y tribunales 
franceses, pero interpretado diversamente. Para aquél, bien 
que la responsabilidad fuera regida por los artículos 1382 y 
siguientes del Código Civil, el derecho a indemnizar resulta del 


(45) Se ve qué especioso y peligroso es este razonamiento. ¡La presun- 
ción de culpa fundada en la propiedad de la cosa! Véase nos. 39 y 40. 
(46) Op. cit., p. 388. 
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hecho mismo, en virtud de una presunción legal de falta que 
existe contra los dueños, a menos que este pruebe que el acci- 
dente resulta de caso fortuito, o que la causa mo puede impu- 
társele *7. Sainctelette, criticando el fallo de la Corte de Ape- 
lación dice con justicia, que «del mismo modo podría resultar 
«una condenación penal diciendo: Considerando, que ni los tes- 
«tigos ni los peritos señalan en descargo del acusado ningún 
« tercero a quien se pueda imputar el crimen, y nada indica que 
«se haya suicidado... (?) *. 

Se ha eriticado, asimismo, el sistema de presunción de eulpa 
establecido con el objeto de llevar a la inversión de la prueba, 
y esto, aún por los mismos partidarios de otras teorías, — como 
la contractual, por ejemplo, — euya finalidad práctica no es 
otra que llegar también a la inversión de la prueba *. 


(47) Lo que es completamente inexacto; ni el artículo 1382 ni el 1384 
del Código francés, como hemos dicho en la página anterior, establecen 
presunción de culpa contra el dueño de la cosa, como lo arguye el fallo 
citado. 

La responsabilidad indirecta del art. 1384 (1113 de muestro Código) por 
los hechos de los dependientes se funda en una presunción legal; pero de 
ello no se sigue que pueda desvirtuarse por la prueba en contra como en el 
easo del art. 1116 del Código Civil. 

(48) COURCELLE, loc. cit. 

(49) Después de todo, se ha dicho (a), los promotores de la reforma, 
lejos de derogar los principios de derecho común, poniendo la prueba a 
cargo del patrón, han hecho de esos principios rigurosa aplicación, porque, 
en conclusión, encuentran la causa generadora de la obligación del patrón 
en el delito o cuasi delito. El punto de partida, dicen, es el mismo: la 
responsabilidad delictual del patrón, y siendo así la extensión de ésta se 
restringe considerablemente. De ahí la conveniencia de que la obligación 
de indemnizar no tenga su origen en el delito o cuasi delito, sino en el con- 
trato mismo. La diferencia entre una y otra consiste en esto: que siendo 
el contrato «causa» generadora de la responsabilidad, le basta al obrero 
probar: 1) el infortunio en el trabajo; 2) el contrato. Prima facie, el pa- 
trón no tiene excusa; ha contratado asumiendo responsabilidad por los acei- 
dentes que al obrero sobrevengan en el trabajo, y eso le basta a la víctima; 
pero, esto es cuestión aparte y será materia del próximo capítulo. 

(a) SAuzer, en «Revue Critique», (año 1883), p. 608 y sigs. 
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En efecto, el medio escogido se basa en pésimos argumentos. 
El hecho de poner la carga de la prueba al demandado debe 
justificarse siempre por motivos de carácter jurídico, y práctico 
también. Es decir, que para que sea admisible esa medida ella 
debe surgir de la naturaleza misma de la prueba. 

Se habla de una culpa presunta, juris et de jure, dice Covie- 
lo $% a este respecto, pero esta conclución, agrega, no es suficien- 
te, ya que se reduce a explicar un concepto con argumentos 
falsos, desde que una culpa tal no siendo efectiva, no es culpa. 
No creemos que el ilustre civilista niegue el valor de las presun- 
ciones, aun las presunciones de culpa. Las presunciones ¿juris 
et de jure, como las ficciones, tienen por objeto, dice Ihe- 
ring %1, «allanar las dificultades inherentes a la adopción y apli- 
«cación de nuevas reglas de derecho más o menos ásperas. Ella 
« deja la doctrina tradicional intacta, en su antigua forma, sin 
« disminuir, sin embargo, por poco que sea, la plena eficacia de 
«la forma nueva. La ficción esquiva las dificultades en lugar 
« de resolverlas, y no es más que la solución científicamente im- 
« perfecta de un problema, y merece, como el acto aparente, ser 
«llamada una mentira técmica consagrada por la necesidad. 
« Pero, por otra parte, también ofrece un medio más fácil y más 
«cómodo de llegar al mismo fin práctico». 

El error está en el pretexto buscado para desplazar el «fardo» 
de la prueba, pues de que la responsabilidad se funde, como en el 
atículo 1113 del C. Civil, en una presunción de culpa, no se si- 
gue necesariamente que para destruir ésta deba probarlo aquél 
a quien se presume en culpa. 

La responsabilidad del dominus, en el artículo citado, no tiene 


(50) La responsabilitá senza colpa, en <Riv. Ital. per le Se. Giur.», t. 23, 
p. 201. 

(51) Espíritu del Derecho Romano, trad. E. Príncipe y Santorres (Ma- 
drid), t. 4, p. 331. Semejamos las presunciones juris et de jure, a las fiecio- 
nes, porque, como el mismo Ihering dice antes (t. 1, p. 71): «debo citar 
además de las presunciones que no admiten prueba en contrario (presuncio- 


nes juris et de jure), las ficciones, que no admiten esta prueba...» 
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otro fundamento que una presunción de culpa in eligendo o in 
vigilando *?, pero aquel que la invoque deberá probar esa culpa, 
al paso que según el artículo 1133, que también funda la res- 
ponsabilidad del propietario de una cosa en una culpa presun- 
ta, establece que para liberarse de la responsabilidad el dueño 
debe probar «que de su parte no hubo culpa». ¿A qué obedece 
esta distinción legal en el régimen de la prueba? Respecto de la 
responsabilidad, se dice, ambas disposiciones se informan en el 
mismo principio jurídico: culpa presunta, y, sin embargo, en un 
caso incumbe al demandado probar contra esa presunción. Desde 
ya afirmamos que la ley ha hecho una distinción, perfectamen- 
te justificada, pero cuya razón debe buscarse no en la presun- 
ción misma, como suponen algunos 5%, sino en la naturaleza es- 
pecial del hecho, y la situación en que respecto de él están eo- 
locados el damnificado y el presunto responsable. De ahí que 
el artículo 1133 limite su extensión a casos determinados, mien- 
tras el artículo 1113 sienta el principio general y amplio. El 
primero constituye una excepción a la regla general, y, en con- 
secuencia, su alcanee está limitado expresamente. 


22. — La inversión de la prueba. Expediente antijurídico. — 
Pero si fácil es comprobar que la inversión de la prueba es, 
como tal, una verdadera derogación de un principio común, 
lo es aún más demostrar cuando puede justificarse. 

En efecto, es un principio jurídico dominante e incontesta- 
ble aquel según el cual el que en juicio pretende aleo de otro, debe 
justificar esa pretensión de su demanda. Aquél que funda sus 


(52) Véase contra esta concepción clásica de la responsabilidad indirecta, 
la idea de la representación, sostenida por CHIRONI en Colpa extra-contrat- 
tuale, t. L, nos, 188 y especialmente 191. 

V. también sobre esto, CoGLIOLO, Colpa «in eligendo», en «Seritti varii», 
t. L, p. 326 y sigs. Según este jurista, el concepto actual de esta eulpa no 
es el del derecho romano. La responsabilidad indirecta se objetiva; y esta 
variación responde a la conveniencia de dar un responsable efectivo (el 
patrón, el industrial, etc.) en la empresa comercial o industrial. 

(53) SEGOVIA, nota 35, art. 1134 (n. a.), op. cit. 
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conclusiones en un derecho que sostiene le pertenece, debe 
probar los hechos que, sesún él, han dado nacimiento a este 
derecho. Pero negando el origen del derecho se presume su 
existencia real y actual; si el adversario sostiene que ha dejado 
de existir, o ha sufrido modificaciones, a él toca probar la 
existencia de los hechos que hubieran tenido por efecto el ex- 
tinguirlo o modificarlo. Sobre estos dos principios racionales 
está fundada la teoría de la. prueba **. Este principio, fundamen- 
tal precepto de justicia, existe en las leyes modernas; está di- 
fundido en el Digesto: Incumb3 probatio qui dicút, non qui ne- 
gat (Paulus, D. L. 22; tít. 3. De probationibus, ete.). Quia sem- 
per necessitas probandi incumbit alt, quí agit (Marcianus L. 22; 
tít. 3, p. 21). Actori incumbit probatio. Onus probandi incumbit 
ei qui dicit, ete. 

Lo contrario, es decir, imponer la carga de la prueba al de- 
mandado, sería lo mismo que apresar a cualquiera y poner a su 
cargo la prueba de que no es eulpable. No se trata, entonces, — 
dice Fusinato, $9 — de una máxima cualquiera, eserita en el có- 
digo y destinada a regular una relación jurídica especial, y su- 
jeta a mudarse cuando mudan las cireunstancias sociales sobre 
las cuales actúa; pero se trata, sí, de un prineipio racional y ge- 
neralísimo; de aquellos que en todo sistema jurídico constituyen 
postulados imprescindibles, sin necesidad de una superflua con- 


sagración del Código. Por eso agrega — ante esta conside- 


ración pierde relativamente su importancia la tesis de los que 
responden como objeción a objeción, que el derecho marcha y se 
modifica cuando se modifican las condiciones de la sociedad y de 
los tiempos en los cuales encuentra su aplicación. 

Porque se ha dicho: ¿cuándo el derecho procesal ha sido con- 
siderado como absoluto? Desde luego, el derecho sea eual fue- 
re, procesal o no, jamás tiene carácter absoluto, y este argumen- 
to ni tiene aplicación ni merece refutarse en este caso. 


(54) Maynz, Curso de Derecho Romano, ed. esp., t. 1, p. 606. 
(55) Gli infortuni sul lavoro, en <«Riv. Ital. per le Scienze Giur.», t. 3, 
p. 55. 


— A 


CULPA AQUILIANA ql 


El derecho, es verdad, se transforma, evoluciona; circunstan- 
cias de orden social, económico, moral, ete., dan lugar a forma- 
ciones jurídicas nuevas; en este sentido puede decirse que el de- 
recho procesal principalmente, o de forma, es el que está más 
sujeto a esas transformaciones, dada su especial naturaleza; él 
debe adaptarse a las necesidades y exigencias de todo momento, 
ya que él no es otra cosa que la forma de hacer valer el derecho. 

Pero acabamos de advertir que la llamada inversión de la 
prueba, si bien aparece como innovación de carácter procesal, 
afecta el fondo mismo del derecho; ello importa una modifica- 
ción substancial de la esencia del derecho. Por consiguiente, la 
ratio turis de esta modificación no debe buscarse ni fundarse 
en la mayor o menor dificultad de orden económico o social de 
cada litigante, sino en la demostración misma de los hechos. 
Reconocemos, — con Iherine, — que un derecho que no tiene 
efectividad práctica, es decir, un derecho fundado en hechos 
que no pueden demostrarse es un derecho vano y nulo, y, por 
consiguiente, no «vale nada»; pero no es menos cierto que para 
que esta dificultad práctica pueda elevarse a motivo jurídico 
suficiente para liberar de la obligación de la prueba de una par- 
te atribuyéndola a la otra, es necesario que por las relaciones 
que dan origen a la contestación judicial y por la posición es- 
pecial en que se encuentran las partes, la prueba resulte casi 
imposible para aquella que regularmente debiera prestarla, al 
paso que a la otra parte la sea fácil, dadas las condiciones en 
que se encuentra para poder conocer el hecho en sus particnla- 
ridades, ete., producir esa prueba y librarse en consecuencia 56, 

Después de estas breves consideraciones acerca de la justi- 
ficación teórico - práctica de la inversión de la prueba, veamos si 
en los casos de accidentes de trabajo la apreciación de la cuestión 
debe hacerse con el mismo criterio. Aunque como hemos repetido. 
no hay motivo para sustraer estos casos a la regla general, creemos 
conveniente referirnos de paso a otras opiniones que no obstan- 


(56) FUSINATO, loc. cit. 
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te reconocer también este principio, no dan, a juicio nuestro, una 
explicación lógica de su argumento. «Se puede destruir una 
situación existente — dice un autor 57, — para sustituirla por otra, 
pero quien pretende operar esta modificación debe previamen- 
te establecer lo bien fundado de sus pretensiones. En el acci- 
dente hay una situación adquirida, que goza de las prerrogativas 
de una situación natural. El que pretende invocar una situación 
de derecho, contraria al presente estado de hecho, debe establecer 
la responsabilidad del otro; es, pues, al obrero víctima del acciden- 
te a quien incumbe demostrar la falta del industrial o de su 
propuesto, causa única de su crédito. La jurisprudencia es uná- 
nime sobre el punto». Así parece explicarse el motivo jurídico 
por el cual, de acuerdo al principio general, si el obrero demanda, 
él debe producir la prueba. 

La explicación es insuficiente; no basta reconocer el principio 
y conformarse con él; es necesario examinarlo y analizarlo, y 
sólo así puede establecerse si es, o no, razonable su aplicación 
a casos determinados. Porque no se puede negar que aún los 
principios más generales pueden y deben, en circunstancias es- 
peciales, ser modificados. Pero ello debe ser en virtud de una 
razón de justicia y no de favor; y si un texto leval se reputa insu- 
ficiente, él debe modificarse, no violarse. 


23. Presunción de culpa patronal. — Para fundar nuestra erí- 
tica, que ya se diseña, es necesario antes examinar, aunque sea 
someramente, una cuestión previa: la naturaleza jurídica de 
las presunciones legales, o sea, su fundamento y el motivo de 
su aplicación rectrictiva, en cuya virtud, a diferencia de las pre- 
sunciones hominis o judicis, el juez no puede recurrir a la ratio 
de la ley, es decir, no puede invocar el precepto ubi eadem est 
legis ratio eadem est dispositio 68, Si las cireunstancias que fun- 


(57) BOUYER, op. cif., n? 53. 
(58) Excepto en las presunciones legales «irrefragables», donde no sólo 
se dispensa, sino que se prohibe la prueba. La ley niega entonces la acción 
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dan el principio en que se basan las presunciones legales concu- 
rren en los accidentes de trabajo y si en razón de ello es nece- 
sario establecerlo en la ley. 

La presunción legal tiene por consecuencia principal, hemos 
dicho, la inversión de la prueba. La ley da por probado un he- 
cho; por consiguiente, el que regularmente debería probarlo es- 
tá legalmente dispensado de hacerlo. Por ejemplo: «la ley pre- 
sume que los hijos concebidos por la madre, durante el matrimo- 
nio, tiene por padre al marido» art. 245 C. Civil. «Siempre 
que el documento original de donde resulte la deuda se halle en 
poder del deudor, se presume que el acreedor se lo entregó yo- 
luntariamente»... art. 878 C. Civil. 

Porque, en efecto, — y es mejor considerarlo así, — el hijo tie- 
ne por padre al marido de la madre; y respecto del acreedor que 
entrega a su deudor el título en que prueba su crédito, se pre- 
sume que ha tenido el propósito de extineguirlo. Esto es lo 
común, lo lógico, lo que casi siempre sucede, aunque a veces ello 
no ocurra así. 

Luego, la presunción legal se basa en un simple cálculo de 
probabilidades. Se presume que el hecho en cuestión ha pasa- 
do así, porque los hechos de esa clase se producen generalmen- 
te de ese modo: praesumptio sumitur ex eo quod plerumque fit. 

La «eredibilidad» del hecho es entonees, presumida por la ley. 
Pero fuera del texto legal, todo cálculo, por exacto que parecie- 
ra o fuera, a punto tal que llevara el ánimo tranquilo a la cer- 
teza, no sería presunción legal; sería presunción hominis, aut ju- 
dices, aut facti, pero, en tales casos el' cáleulo de probabilidades 
está determinado por el razonamiento del que debe decidir la 
controversia %%, y no por el legislador. 

Si se atiende, pues, el carácter restrictivo que tienen las pre- 
sunciones legales, y que, por consiguiente, veda al juez toda apli- 


en justicia (arts. 240-242, Cód. Civil). En los demás casos las presunciones 
legales pueden destruirse por la prueba en contrario.  (V. art. 246 Cód. 
Civil, y 878 in-fine). 
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cación por analogía cuando no concurren precisamente los he- 
chos que dan origen y fundamento a ella, fuerza es reconocer 
que falta a su deber el que se aparta de esa norma, aunque a ello 
lo inspiren sentimientos de equidad (?), de humanidad o de 
piedad. 

Ahora bien: en la hipótesis de que el art. 1133 C. Civil fun- 
dara la responsabilidad del «dueño» de una cosa, en una pre- 
sunción de culpa %, de acuerdo al principio de aplicación res- 
trictiva de las presunciones legales ésta sólo podría invocarse 
en los «casos» que el mismo precepto legal enumera, o en aquellos 
de idéntica naturaleza a éstos; al paso que según el artículo 1113 
la responsabilidad existe siempre que se pruebe el daño causado 
por una cosa «cualquiera» y pueda imputarse culpa al que de ella 
se sirve, etc.*, La diferencia entre uno y otro consiste en 
el régimen legal de la prueba, ya que en el primer caso el onus 
probandi incumbe al demandado; en el otro, de acuerdo al 
principio general, la prueba está a cargo del actor. 


24. Examen del argumento. — Admitiendo, pues, que la ley 
en el art. 1133, establezca presunción de culpa del «dueño» de 
una cosa inanimada, atendiendo la naturaleza de los hechos que 
la motivan y que la misma disposición explica, vamos a probar 
que aún prescindiendo del carácter restrictivo de las presuneio- 
nes legales nada autoriza a hacer extensiva la aplicación de esa 


disposición legal a los accidentes de trabajo y menos en la' 


forma que lo ha hecho la jurisprudencia, porque, precisamente, 
la presunción está en contra del obrero. 

En efecto, si la ley establece una presunción, porque los he- 
chos plerumque fit — la mayor parte de las veces ocurren así —, 
y sólo ese motivo ¡justifica la credibilidad, es difícil hallar 
ese motivo en los accidentes de trabajo, ya que las mismas es- 


(59) y (60) V. Srcovia, nota al artículo 1134 (n. a.). 
(61) Aún en estas hipótesis se trataría de responsabilidad presunta en 


un caso y de responsabilidad indirecta en otro. 
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tadísticas acusan mayor número 


15 


de casos de culpa del obrero 


que de culpa del patrón. Veamos algunas de ellas: 


Accidentes del trabajo debidos a caso fortuito o fuerza mayor... 


» » > > 


» » » » 


Accidentes del trabajo debidos a caso fortuito o fúerza mayor... 


» » 


» > 


» » 


» » 


obrero ) 


Según SACHET* el 2 
, 


to > » » 


» 250 


>50 0, >» » > 
Faure, % en la cámara de diputados 

el 13 Y, de los accidentes 
20 


67 >» 


el E] » 


» » 


el 


Estos porcentajes demuestran 
obrero a quien debe presumirse 


68 % 

» culpa del obrero........ ea 20 9% 

> culpa ¡del patrón iia ea 12 9% 

41 “o 

» culpa del obrero.......... e DD 

2 a del patrón... hos 200 
» » concurrente (patrón y 

IA A e Ss 


5 Y, de los accidentes son debidos a la culpa del patrón; 


» » > » del obrero: 


» » caso fort. o fuerza may. 


francesa, daba la siguiente: 


son debidos a la culpa del patrón; 


» > » » culpa del obrero; 


» » >» Casos O fuer. mayor. 


que, antes que al patrón es al 
en culpa. Y siendo ello así es 


innesable que sería realmente injusto establecer una presun- 


ción de culpa patronal, desde que estaría en contradicción con ia 


realidad misma y, por consiguiente, bien lejos del aforismo de 


Cujas Presumptio sumitur ex eo 


quod plerumque fit. 


Y si, como dice bien Planiol %, las presunciones legales son 


É 
más pelierosas que las presunciones hominis, desde que ellas se 


basan en un simple cáleulo de 
aproximado, deja siempre fuera 


probabilidades, el cual, si bien 
un mayor o menor número de 


casos, puesto que lo que ocurre plerumque no ocurre semper 


con mayor razón lo será en el caso presente, desde que la reali- 


dad prueba lo contrario. 


(62) 


/éase en BOUYER, Op. cit., n* 64. 


(63) Traité théorique et pratique de la législation sur les accidents du 


travail, cit., p. 5. 
(64) Véase en AGNELLI, Op. cil. 
(65) Op. cit., t. 2, n* 14, 
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25. El art. 1133 del Código civil; fundamento jurídico de esa 
disposición y condiciones que justifican su aplicación. — Aho- 
ra, conforme hemos prometido en páginas anteriores, tratare- 
mos de demostrar que es injusto aplicar en los casos de acciden- 
tes del trabajo el sistema de la inversión de la prueba fundada 
en el artículo 1133, y que para la aplicación de éste habrá que 
examinar, en cada caso, si por las circunstancias de facto el he- 
cho en cuestión puede considerarse análogo a los que por vía 
de ejemplo enumera esa disposición; y esa analogía no se podrá 
establecer sino examinando las respectivas situaciones del de- 
mandante y demandado con respecto al hecho, y las condicio- 
nes en que se hallan para producir lósicamente la prueba. 

En las hipótesis previstas por el citado artículo 1133, el dam- 
nificado por el «hecho» de la cosa encuéntrase casi siempre en 
esta situación : 

12 No es causante del daño. 

22 Al producirse el hecho generador del accidente su situa- 
ción es absolutamente pasiva; o, por lo menos, no tiene partici- 
pación activa en él. 

32 En consecuencia, no tiene sobre la cosa perjudicial con- 
tralor alguno, ni interviene en su cuidado, ni está obligado a él; 
aun más, generalmente no conoce el estado o condiciones de 
la cosa: 

Por el contrario, el demandado, es decir el propietario de la 
Cosa: 

19 Es causante del daño, y eso por su culpa o negligencia en 
tomar las medidas que hubieran evitado el hecho **, 

22 Esa diligencia impuesta al domiínus, se explica fácilmen- 
te; él debe conocer el estado de la cosa, su conservación y las con- 


(66) Lo que se advierte fácilmente examinando los incisos del art. 1133: 
2) Caídas de árboles «expuestos a caer por casos ordinarios». 
3) «Humareda excesiva» de horno, etc. 
4) Exhalaciones de cloacas o depósitos infectantes, causadas por la 
construcción de éstas «sin las precauciones necesarias». 


5) Humedad en las paredes contiguas «por causas evitables», ete. 
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secuencias posibles que a falta de esa diligencia se produzcan; él, 
y no otro, está obligado a los resulatdos que de la falta de cuidado 
derivan de la cosa. 

En estas circunstancias, ¿cómo admitir o sostener que el actor 
deba probar la culpa o negligencia del demandado, si no es cau- 
sante del daño; no tiene participación en el hecho, a nada está 
obligado, no está prevenido, ni conoce la cosa, aún en esta 
hipótesis no tiene posibilidad del contralor ni derecho a inter- 
venir en su cuidado? 

Obligar al damnificado a producir una prueba que, por las 
razones que acabamos de dar, le es casi imposible suministrar, 
aparte de la dificultad material que para ello tiene, sería ade- 
más injusto, realmente antijurídico. 

Vemos, pues, que la ley ha hecho al principio general, median- 
te el artículo 1133, una excepción sobradamente justificada y ra- 
zonable. 


26. ¿Es aplicable el art. 1133 en los casos de accidentes del 
trabajo? Régimen de la prueba. — Pero ahora nos pregunta- 
mos: esa excepción legal, ¿puede erigirse en regla en los aeci- 
dentes de trabajo? Es decir, ¿puede aducirse esas razones para 
atribuir el onus probandi al patrón? Bien entendido que nos 
referimos al Código Civil. Para contestar es necesario deter- 
minar si el obrero está en la misma situación del damnificado, 
según el artículo 1133. Veamos: 

12 El obrero, fatalmente, muchas veces es causante del daño 
sufrido, ya que, como los partidarios del riesgo profesional reco- 
nocen, el hábito, la costumbre de trabajar en peligro constante, 
todo eso termina por familiarizarlo con él engendrándole una 
confianza o despreocupación que aumenta el rieseo y da origen 
a fatales accidentes. Esto es, que gran parte de los accidentes 
son debidos a la culpa o negligencia del operario. (v. n* 24), 

22 Tiene participación activa en el hecho del infortunio; ya 
sea el manejo de las máquinas que se le confían, ya un relativo 
contralor y cierta custodia. 
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De su cuidado o pericia puede depender, en parte, el mayor o 
menor número de accidentes, salvo aquellos causados por rieseos 
que son inherentes a la industria misma; ejemplo: la intoxica- 
ción de sales de plomo en los linotipistas, los plomeros, etc., las ex- 
plosiones en los trabajos mineros, ete. 

32% Esta situación hace adquirir al obrero más conocimiento 
del peligro que puede resultar del trabajo en máquina o de cosa 
«dañina», que el que tiene a veces el patrón; especialmente puede 
notar las imperfecciones de la máquina o instalación, ete. Le 
basta, en caso necesario señalar cualquier imperfección que haya. 
originado el daño, para, en su virtud, responsabilizar al patrón. 
«La falta de adopción de medidas tendientes a evitar accidentes 
obliga al pago de daños y perjuicios que esa omisión haya cau- 
sado». 7 

Ahora bien, por lo que acabamos de decir resulta: 

19 Que el obrero está en condiciones completamente opuestas 
al perjudicado por el «hecho» de la cosa inanimada, según el ar- 
tículo 1133. 

22 Que las circunstancias especiales en que este último se 
halla, justifican el desplazamiento del onus probandi, al paso que 
en los accidentes, — que según vemos no tienen esos caracte- 
res —, ni concurre ninguna de aquellas cireunstancias, nada 
autoriza la aplicación de aquel precepto. Desde luego, tan im- 
portante cuestión es materia de ley y no librada <a la elección del 
actor previsor», como erróneamente han entendido algunos. * 


(67) Sentencia de la Cámara Civil, t. 39, p. 276. Este eriterio ha 
sido seguido casi uniformemente por la ¿jurisprudencia y, como se ve, 
data de algunos años años antes de que algunos fallos de los ¿jueces 
«perfilaran la ¡justicia en las nuevas orientaciones, como alguien ha pre- 
tendido». V. el Boletín del Departamento Nacional del Trabajo, 1912, 
Pp. 39. 

(68) Advertimos que estos argumentos no alcanzan a la cuestión de 
responsabilidad; sólo los invocamos para refutar la inversión de la prue- 
ba, por la razón misma de ser injusta e impropia. 

(69) F. FIGUEROA, Boletín del Departamento Nacional del Trabajo, 
año 1912, p. 42. 


y 
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El actor, «por previsor que sea», no puede fundar su acción 
indistintamente en una u otra disposición lesal”7%, sólo porque 
lo coloque en una condición ventajosa en la litis; su situación ju- 
rídica en todo easo — y esto es un elemental precepto — será la 
que determine su derecho, derecho que tendrá su origen y fun- 
damento en hechos determinados. A este criterium deberá ate- 
nerse el juez para dar solución verdaderamente jurídica a la 
cuestión ante él planteada. No son condiciones económicas po- 
sibles, ni sociales, ni de equidad aún, las que puedan inducirlo 
a contrariar la ley. A esta corresponde, sí, considerar esos fae- 
tores. Lo contrario importaría invadir la órbita reservada al 
legislador. 


27. Aplicación del principio en otras disposiciones legales. 
Jurisprudencia. — Si examinamos otras disposiciones legales, 
v. er., el art. 184 del ecód. de comercio y el art. 65 de la ley de fe- 


rrocarriles, Y según las cuales el onus probandi incumbe al deman- 


(70) Por ejemplo, entre los arts. 1113 y 11353. 

(71) «En caso de muerte o lesión de un viajero acaecida durante el 
transporte en ferrocarril, la embpresa estará obligada al pleno resarci- 
miento de los daños y perjuicios, no obstante cualquier pacto en con- 
trario, a menos que pruebe que el accidente provino de fuerza mayor 
o sucedido por culpa de la víctima o de un tercero por quien la em- 
presa no sea civilmente responsable» (Art. 184 del Código de Comercio). 

En efecto: 1) el pasajero no es el causante del accidente ferroviario 

(salvo el caso de culpa). 

2) la situación del pasajero es meramente pasiva; no tie- 
ne iniciativa alguna. 

3) De ahí que no tenga por qué ni para qué conocer los 
riesgos o causas posibles de accidentes de esa clase; no 
tiene tampoco dirección ni contralor en el convoy. 

Lo mismo establece el art. 65 de la ley 2873 (Ley de Ferrocarriles). 
El onus probandi incumbe a la empresa respecto de accidentes ocurri- 
dos a pasajeros, etc. (no a obreros empleados en las mismas). 

Así lo ha declarado también la Suprema Corte en sentencia de 27 de 
agosto de 1912, en el sentido de que esa disposición no comprende los ca- 
sos de accidentes del trabajo. V. también sentencia de la Cám. Fed. de Apel. 
de la Cap. en Jurisprudencia de los Tribunales, Agosto de 1912, pág. 24. 


- 
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dado, será fácil comprobar que todas ellas se fundan en el prin- 
cipio cuya ratio jurídica acabamos de explicar, y que en las 
hipótesis previstas por estas disposiciones concurren las condi- 
ciones enumeradas. 

Pero sería absurdo, por lo demás, desconocer que en muchos 
casos de accidentes de trabajo, la inversión de la prueba se justi- 
fica plenamente; mas de esto a que se pretenda erigir en sistema 
un principio que la misma ley admite excepcionalmente, hay gran 
diferencia. 

Porque si no obedeciera esta modificación a razones jurídicas, 
sino a otras cualesquiera; por ejemplo, que entre el obrero y 
el patrón es mejor que la carga caiga sobre éste antes que sobre 
el obrero o sus derecho-habientes, concluiríamos que estos últimos 
vendrían a obtener de favor lo que reclaman en justicia. Este 
razonamiento es lo que turba la cuestión jurídica con la cuestión 
social, 72 

Pero la jurisprudencia de los tribunales de la capital, decíamos 
en páginas anteriores, no siempre lo ha entendido así, sino que 
ha considerado el artículo 1133 verdadera fuente de responsa- 
bilidad patronal, como resulta inequívocamente de los conside- 
randos de un fallo cuya parte pertinente transcribo por vía de 
ejemplo: 

« Empero, aún sacando «el sub-judice» del imperio de la ley es- 
« pecial que lo gobierna, para examinarlo según el derecho co- 
«mún, no sería mejor la situación del demandado, puesto que 
«nuestro Código Civil, anticipándose a las nociones del riesgo 
« profesional 1% e inversión de la prueba, ”* que informa la le- 


(72) Cfr. FUSINATDO, loc. cit. 

(73) Sin embargo ¡qué distinto el principio establecido por nuestro 
código, y qué lejos del riesgo profesional! Ante el principio del riesgo 
profesional desaparece la culpa no grave del obrero, el caso fortuito, 
la fuerza mayor — inherente al trabajo — mientras por las reglas del Có- 
digo, sólo la culpa patronal — si bien por leve que sea — da lugar a in- 
demnización. 


(74) El juez fundó, en tal caso, la responsabilidad del patrón, en la 
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« gislación moderna sobre accidentes de trabajo, estatuyó en su 
«artículo 1133, que en casos de daños causados por cosas inani- 
<madas, su dueño responderá de la indemnización si no prueba 
«que de su parte no hubo culpa; de modo, que con arreglo a 
«esta disposición, Campos (el demandado) tenía a su cargo el 


«onus probandis.» “* 


28. Conclusión. Inconvenientes de la inversión de la prueba 
como ““sistema”” en el derecho común. — En resumen pues 
¿qué motivo jurídico justifica teórica y prácticamente la excep- 
ción que al principio general establece el art. 1133 en el régimen 
de la prueba? A nuestro juicio. y por las razones que acabamos 
de dar, ese motivo es el siguiente: «Que tratándose de establecer 
«la causa generadora de un hecho cualquiera», cuya determina- 
ción entraña necesariamente el examen de una cuestión cireuns- 
tancial, y no pudiéndose, dada la naturaleza de ésta, por ninguna 
razón de orden práctico ni jurídico (v. n? 25 y 26), obligar al 
damnificado a establecer el vínculo de causalidad entre el hecho 
y el daño, la ley atribuye al demandado el onus probanda. 


violación de la ley n* 5291, art. 9; inc. 4, que prohibe el trabajo de me- 
nores de 12 años en establecimientos industriales. En consecuencia, al pa- 
trón le era imputable la culpa o negligencia, consistente en admitir me- 
nores en su establecimiento. Tal era, por lo demás, la verdadera solución 
a nuestro juicio. (V. Jurisprud. de los Tribunales, Julio de 1914, p. 213). 

(75) Sentencia de la Cámara Civil, 23 de Julio de 1914. V. Jurispru- 
dencia de los Tribunales, p. 213. — V. también sentencia de la Cámara 
Civil 2* de la Capital, de 19 de mayo de 1917, en donde se dice que las dispo- 
siciones de la ley n* 9688 concuerdan con el art. 1133 del Código Civil, 
en punto a la inversión de la prueba. 

Pero, como lo demostramos, se trata de una analogía aparente y que tiene 
un fundamento jurídico distinto en una y otra disposición legal. Mientras 
en la ley 9688 la culpa grave del obrero es excepción (lo mismo que la 
fuerza mayor extraña al trabajo), y por eso incumbe la prueba al patrón, 
en lo que respecta al art. 1133 del C. Civil no puede hablarse de presun- 
ción ni de excepción, sino de principio jurídico distinto, que es el que 


examinamos en este capítulo. 
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Se ha dicho, "* por eso, que el sistema es: 1%) imjusto, porque 
a veces el hecho del accidente destruye toda prueba de la causa 
generadora de aquél, o concurren cireunstancias tales que hacen 
imposible al patrón demostrar que el hecho no es debido a su 
culpa; 2*) imadecuado, porque el operario no está en la situa- 
ción que la ley considera, por ejemplo, en los casos de trans- 
porte; 3%) ¿imútil, porque los casos de accidentes verdaderamente 
imputables al patrón son relativamente pocos si se compara con 
los accidentes debidos al caso fortuito, fuerza mayor o culpa del 
operario; 4%) finalmente peligroso, porque no pudiéndose fijar 
los límites de su aplicación, toda vez que si el operario no 
puede probar la culpa del patrón, puede, éste, no obstante, no 
estar en culpa; si así fuera, ¿quién estaría libre de la sorpresa 
de un proceso, desde que tiene aunque sólo sea sirvientes?» 

La teoría es desenfrenada: amenaza a todos, industriales o no. 

Discutiéndose en el parlamento italiano la ley de accidentes 
del trabajo, el Hon. Pierantoni, dijo, refiriéndose al sistema de 
la inversión de la prueba, que éste, por sí mismo, constituía un 
verdadero accidente legislativo (?). 


(76) Ver FERRARI, L'assicurazione obligatoria e la responsabilitá del 
padroni e imprenditori per gli infortumi sul lavoro, cit. Y GABBA, dice: 
No es admisible la obligación del patrón de garantizar en general la in- 
columidad del operario, ni la consiguiente presunción de culpa del pa- 
trón o inversión de la prueba de esta culpa en prueba de disculpa por 
parte del patrón. Responsabilitá del padrone, ete. en «Nuove Questioni 
di Diritto civile», (ed. cit.), t. 11, p. 130. 


CAPITULO SEGUNDO 


Teoríá contractual: Exposición y crítica 


Bibliografía.— SAINCTELETTE, Responsabililé et garantie, (Bruxe- 
lles, 1884); — Sauzmr, Responsabilité des patrons, en «Revue Critique», 
año 1883;—DusJARDINS, Le Code civil ef les ouvriers, en «Revue des 
Deux Mondes», año 1888;—GABBA, Responsabiliiá del padrone, etc. (cit, 
en cap. 1); — Liv, Responsabilité et contrat, (en loc. cit.); — UHIRONI 
Colpa contratiuale, (Torino, 1897). 


29. Principios generales, Teoría contractual: Exposición y 
crítica. — Bajo este nombre de teoría de la culpa contractual, 
apareció en 1883, casi simultáneamente en Francia y Bélgica * 
una doctrina de responsabilidad patronal, fundada en una modi- 
ficación a la extensión y naturaleza de las obligaciones que el 
contrato de locación de obra pone a cargo del patrón. 

Esa modificación consiste en obligar al patrón — locatario de 
obra — a indemnizar al obrero de todo daño que sufra a conse- 
cuencia de un accidente sobrevenido en el trabajo. 

Según esta teoría, a la obligación esencial de pagar el salario, 
debe agregarse la de «garantizar» al obrero su «integridad» fí- 
sica; si ésta resulta afectada por el accidente, el patrón debe 
responder de sus consecuencias. Esa obligación no atañe sólo a 


(1) En Bélgica por Sainctelette, en su conocida obra Responsabi- 
lité et garantice, (Bruxelles, 1884), y en Francia por Sauzet, en una no- 
table monografía Responsabilité des patrons vis-á-vis des ouvriers, en Re- 
vue Critique, (año 1883). 
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las simples modalidades del contrato, sino a su misma esencia, 
pues importa una modificación substancial, que crea en el con- 
trato de locación de obra un régimen jurídico especial. ? 

La responsabilidad patronal, así entendida, se explica, dicen 
los sostenedores de la doctrina, dada la relación de dependencia 
en que está colocado el obrero respecto del patrón. Este tiene 
ante aquél verdadera autoridad y en consecuencia la correlativa 
responsabilidad. * 

Esa autoridad se manifiesta toda vez que el obrero trabaja bajo 
una dirección y obedece a órdenes inmediatas — las del patrón — 
empleando materiales y máquinas que éste le suministra y que 
ha elegido e instalado. * 

Si ellas son defectuosas o peligrosas, ninguna culpa tiene el 
obrero; en una palabra: el patrón debe garantizar al obrero la 
seguridad de su vida, su salud en el trabajo; de modo que no 
sólo debe al obrero el salario convenido, sino que le es «deudor 
de seguridad». Cuando esa seguridad desaparece, lo que ocurre 
en el caso de accidentes del trabajo, hay «inejecución de obliga- 
«ción por parte del patrón», y nace entonces el derecho a la 


indemnización. * 


(2) «La acción por la cual el patrón debe exigir la compensación de 
los servicios prometidos y no prestados no puede ser sino una acción con- 
tractual; a la inversa, la acción por la cual el operario reclama la repa- 
ración del daño sufrido en la leal ejecución de las prestaciones prome- 
tidas, ¿debe ser una acción delictual? — SAINCTELETTE, Op. Cit., p. 116. 

En otros términos: la responsabilidad del patrón debe ser contractual 
según esta doctrina, no delictual, como resulta del código civil. Más ade- 
lante comprobamos la relatividad de esta afirmación. 

(3) En el derecho natural la responsabilidad «sensu lato» es el co- 
rrelativo necesario e inseparable de la autoridad: aún más, es su sombra. 
<La responsabilidad nace con la autoridad, aumenta con ella, decrece con 
ella, cesa con ella; el ángulo de reflexión es siempre igual al ángulo 
de incidencia: ella procede de la misma causa; es de la misma natura- 
leza; tiene la misma medida la misma intensidad». — SAINCTELETTE, OP. 
cit., p. 119, núm. 5. 

(4) ¡SAINCTELETTE, Op. Cit., p. 122. 

(5) Argumento que servirá más adelante para explicar uno de los 


graves inconvenientes que traería la adopción de esta teoría. 
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Ahora bien, de acuerdo a los principios generales de la mate- 
ria, el deudor por inejecución de una obligación convencional se 
exime de responsabilidad cuando prueba que el hecho que daría 
lugar a ella es debido a caso fortuito, fuerza mayor o culpa de 
la otra parte contratante. Fácil es advertir, pues, que según el 
principio de la doctrina contractual, el patrón que pretenda 
eludir las consecuencias del accidente ocurrido al obrero, deberá 
probar que aquél es debido a caso fortuito, fuerza mayor o culpa 
del obrero. De donde deriva, como lógica consecuencia de esta 
doctrina, «la inversión de la prueba»; tal es su finalidad prác- 
tica. * 

La teoría de la culpa contractual, en oposición a la teoría de la 
culpa aquiliana o extra-contractual, apareció como reacción con- 
tra la aplicación que de este principio hacía la jurisprudencia 
francesa. 

« Según ésta — la teoría de la culpa aquiliana — los acciden- 
«tes cuyas causas continúan siendo desconocidas — decía Labbé 
«alabando la doctrina — están a cargo de los obreros que los 
«sufren sin recurso; pero según la teoría contractual, esos ac- 
«cidentes están a cargo del patrón.» * 

Ahora bien: acabamos de decir que el fin de la doctrina con- 
tractual es llevar a la inversión de la prueba, pero por un camino 
distinto del seguido por los primeros reformadores: Nadaud y 
Raspail. 

En efecto, ella no se funda en la presunción de culpa patronal, 
como lo han entendido aleunos, $ pues entonces la responsabili- 
dad sería simple y necesariamente «delietual». Por el contrario, 


(6) CovIELLO, op. cit., p. 212; PLANIOL, op. Cit., t. 2, núm 1856; 
FUSINATO, op. cit., p. 183; OGEE, Op. cit., p. 3; AGNELLI, op. cit., p. 13; 
SAUZET, Op. cit., núm. 25. 

(7) «Esta tesis jurídica, agrega LABBÉ, tiene casi la importancia de 
una revolución social. Pretende resolver sin ninguna disposición excepcio- 
nal, por un simple «retour» a los principios, lo que se llama la «cuestión 
obrera», por lo menos en una de sus ramas». V. en «Revue Critique», 
año 1886, p. 438. 

(8) (GONZALEZ REBOLLAR, Op. Cit., ps. 182 y sigts. 


86 LA CULPA EN LOS ACCIDENTES DEL TRABAJO 


dice Sauzet,? ese es el error, pues la ««responsabilidad debe de- 
rivar del contrato mismo, como la oblivación de pagar el salario». 
La causa de la obligación del patrón no está en el delito, ni en 
el cuasi-delito. 

Adviértese fácilmente la consecuencia necesaria de esta ma- 
nera de considerar la responsabilidad del patrón, y es, que el 
obrero no está obligado a probar la falta de aquel, entendida ella 
como causa del accidente; por el contrario, al patrón incumbe 
probar que el accidente no le es imputable, si quiere sustraerse 
a la «responsabilidad que le impone el contrato». Pero se objeta 
que el obrero es el demandante en la acción de indemnización; 
sin duda, y como todo demandante tiene a su cargo la prueba; es 
decir que él debe probar la causa generadora de su derecho. Pues 
bien, esta «causa es el mismo contrato» de locación de servicios». * 

Sainctelette concluye también diciendo: que la acción tiene 
su origen en la garantía que el contrato establece, y que tal 
garantía, a diferencia de la responsabilidad, determina las reglas 
y modos de prueba que la rigen. Así, aquel que quiera intentar 
la acción emergente de una «garantía contractual», le bastará 
para justificar su demanda establecer: 1? Que existe un contrato 
en el cual se establece la garantía; 2? que ese contrato no ha sido 
cumplido; 3? que de ese incumplimiento ha resultado un daño. ** 

Pasemos ahora a examinar la verdad de los principios enun- 


ciados. 


30. La «seguridad» como condición implícita en el contrato 
de locación. — El contrato de trabajo, ¿pone implícitamente a 
cargo del patrón una deuda de seguridad ? 


(9) Op. cit., número 24. 

(10) Op. cit., n* 25. 

(11) SAINCTELETTE, Op. Ccit., p. 26. «En tanto que aquél que pretende 
prevalerse de una acción emergente de responsabilidad, debe verificar su 
demanda estableciendo: 1) que existe una ley de orden público que 
prohibe tal o cual eosa; 2) que ha sido violada esa ley; 3) que de esú 
infracción ha nacido un daño; 4) que es el autor de esa infracción, a 


quien demanda en justicia». (1bid.). 
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La teoría contractual hace derivar la responsabilidad del con- 
trato, siendo así que «ella existe independientemente de toda 
convención». «La obligación de velar por la seguridad del obrero 
«no deriva del contrato; ella no puede tener origen convencional, 
«pues es la «ley misma que ha creado la responsabilidad»; y 
«una obligación legal. no se convierte en contractual por el he- 
«cho de que los contratantes así lo expresen en la convención». Y 

El que causa un daño por su enlpa o negligencia, está obli- 
gado a repararlo, según el art. 1109 del código civil; no hay por 
qué averiguar, si ese daño es consecuencia de la inejecución de 
una obligación contractual. 

En nuestro caso, si esa falta de seguridad es debida a la culpa 
o negligencia del patrón, es decir, si por ello el obrero sufre un 
accidente, el patrón será responsable, mas lo será por la ley, haya 
o no contrato. Los daños e intereses, se atribuyen siempre a aquel 
que los origina por su culpa o negligencia: «eontractualmente» 
(arts. 511 y 513 del cód. civ.), o «extra-contractualmente» (art. 
1109). 

En efecto, ¿cómo podría concebirse, se pregunta Lefebvre, 19 
un fallo en estos términos?: «Considerando que A. no ha come- 
«tido falta alguna; que ha observado fielmente los reglamentos; 
«que no ha cometido ninguna imprudencia, ninguna negligen- 


(12) PLANIOL, op. Cit., t. 2, núm. 1857: <Supóngase, — dice este autor— 
que un mismo accidente hace dos clases de víctimas: un obrero y un ter- 
cero; una polea se desprende y atravesando la pared alcanza y hiere a 
ún transeunte en la calle; una locomotora en maniobras arrolla a la vez 
a un obrero y a un tercero. En esas dos hipótesis, el patrón es respon- 
sable en «razón del mismo hecho», tanto respecto de sus empleados, como 
de los terceros que no están ligados a él por el contrato de locación de 
trabajo. Y lo es, porque la obligación existe independientemente del con- 
trato; porque ella es «preexistente». En efecto, esta obligación no: es 
otra cosa que el deber general de no comprometer la vida de otro, por 
eulpa o negligencia». (loc. cit.) 

(13) De la responsabilité délictuelle, contractuelle, etc., en «Revue Cri- 


tique», año 1886, p. 514. 
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«cia..., por estos motivos, lo condenamos a pagar a B. los 
« daños e intereses fijados...>». 

Por esfuerzos que se hagan para separar al culpa del concepto 
de responsabilidad, volveremos siempre a ella, pues es siempre 
generadora de la responsabilidad, su elemento inseparable y fun- 
damento necesario. Porque existe en la ley la responsabilidad 
del patrón, por eso es amplia y es cierta, favorece al obrero, 
fuera de toda previsión convencional. 

Veremos inmediatamente, que de aplicarse fielmente los prin- 
cipios de la doctrina contractual, pocas veces — en la prác- 
tica — el obrero lograría hacer efectiva esa responsabilidad pa- 
tronal; antes bien, en muchos casos, esa responsabilidad contrac- 
tual — que es un dogma para sus partidarios — se restringiría 
por la misma convención. 

En efecto, comencemos por la formación del contrato de tra- 
bajo. La condición «promesa de seguridad» — que es el caballo 
de batalla de los partidarios de la teoría — falta en absoluto, y, 
ante todo, en la intención y previsión de las partes. Y va un 
ejemplo: el propietario de una mina a la cual tiene en explota- 
ción, contrata para los trabajos mineros un obrero, quien en 
razón de su oficio y demás conoce el trabajo que se obliga a reali- 
zar por ese contrato; y bien, ¿puede decirse que el patrón le 
prometa seguridad? ¿Puede concebirse que advierta al obrero 
asegurándole que su vida no corre riesgo? Sería absurdo supo- 
nerlo y esperarlo; si el solo hecho de bajar a la mina entraña un 
riesgo, pues el obrero debe descender por aparatos pelisrosos, y 
dentro de ella corre el rieseo de perecer sea ahogado por las 
aguas que frecuentemente inundan ia mina, sea por una explosión 
debida al gas grisú, ete. 

De modo, pues, que el patrón ofrece al obrero un trabajo que 
por su misma naturaleza pone la vida de éste en constante peli- 
gro: el obrero, por su parte, acepta el trabajo, no ignorando el 
peligro a que se expone. El patrón «no promete seguridad»; y 
el obrero «acepta la inseguridad». ** 


(14) LEFEBVRE, Op. Cit., p. 512. 
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Este ejemplo — aunque se podría dar muchos — demuestra 
que al contratarse el trabajo pura y simplemente, sin cláusula 
especial, ** se está bien lejos de ofrecer o suponer una garantía 
de seguridad; al contrario, se supone el consentimiento del obrero 
de someterse a las consecuencias del trabajo, que ofrece por su 
propia naturaleza un peligro constante. ** 

Pero aún más; supongamos que el patrón haga conocer al 
obrero las máquinas, instalaciones, etc. en el momento de con- 
tratar: el obrero sólo tendría recurso contra aquél, en los casos 
en que el accidente resultara de la modificación de algunas de 
esas instalaciones o máquinas y que las hubiera hecho más «pe- 
ligrosas...».*”? 

Puede concluirse por lo expuesto que la cláusula tácita de se- 
guridad, en que se basa la pretendida ventaja de la teoría con- 
tractual, no existe en la intención de las partes, ni en la práctica, 


(15) Pues en el caso de establecerse por cláusula expresa, la cuestión 
varía fundamentalmente. Pero, como esta cláusula en la práctica casi no 
existiría, sea por renunciarla el obrero, mediante una ventaja inmediata; 
sea por oponerse los patrones a aceptarla, contratando sólo econ los obre- 
ros que renuncien a ella; sea, en fin, por muchas cireunstancias que hacen 
lógicamente suponer que ella caería en desuso. 

La cláusula sería eficaz, si ella fuera impuesta por la ley en forma 
imperativa, irrenunciable; en una palabra, como cláusula de «orden pú- 
blico». Pero entonces esa «esponsabilidad sería legal» y no «<econtrac- 
tual». 

(16) «Por eso, toda la teoría de Sainctelette, está demostrando que es 
falsa en sus fundamentos y lo es también en sus consecuencias», dice Le- 
febvre, loc. cit. 

Ver también, A. DESJARDINS, Le code civil et les ouvriers, en «Revue 
des Deux Mondes», (año 1888), t. 2, p. 350-386, especialmente 364. 

(17) En tal caso, el operario estaría obligado a rescindir el contra- 
to, porque podría el patrón exceptuarse alegando la aceptación tácita de 
los riesgos por parte del operario. Es lo que la jurisprudencia inglesa y 
norteamericana han considerado causa suficiente para eximir de respon- 
sabilidad al patrón. El obrero que al advertir la existencia de un peli- 
gro, etc., no lo hiciera conocer al patrón, hace presumir que ha aceptado 
ese riesgo assumption of risks, argumento especioso después de todo. 
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ni en la ley, y, por tanto, no puede alegarse razonablemente, 
como condición implícita en el contrato de trabajo. 


31. Refutación del argumento. — Ahora bien, admitiendo que 
el patrón se haya constituído «deudor de seguridad», la cuestión 
continúa siendo difícil y la teoría colocada en un terreno poco 
Seguro. 

Vamos a demostrar que el cómodo argumento, *% de que ella 
se vale para llegar a la inversión de la prueba — que es según 
la misma la mayor ventaja — puede redargilirse fácilmente. 

Según la doctrina que examinamos, el patrón se exime de res- 
ponsabilidad si logra probar que el accidente ocurrido al obrero 
es debido a caso fortuito, o a fuerza mayor, o a culpa del obrero; 
en otros términos, si prueba que no le es imputable, que no ha 


sido causado por su culpa en suma. Es necesario, pues, para res-. 


ponsabilizar al patrón, establecer que éste ha faltado a su «obli- 
gación de seguridad». 

Expliquémonos. Un accidente ocurre: ¿basta ésto para esta- 
blecer que el patrón ha faltado a su «obligación de seguridad» ? 
Indudablemente, no. Es necesario que esa falta le sea imputa- 
ble, ** y aquí está el «quid» de la cuestión. 

¿Quién debe probar la inejecución de la obligación? La res- 
puesta no es dudosa: el acreedor, que es en este caso el operario. 
Es decir, que éste deberá establecer previamente, para fundar 
su demanda, «que el patrón no ha ejecutado su obligación, con- 
sistente, como acabamos de ver, según la doctrina que nos ocupa, 


(18) Digo «cómodo», porque sirve maravillosamente para deducir con- 
clusiones inesperadas, pero que no tienen en su apoyo antecedentes le- 
gales ni jurisprudenciales, y que por lo demás está en contra de la rea- 
lidad misma. 

Volveremos a esto, al comentar la ¡jurisprudencia federal en la mate- 
ria, y que se ha decidido por la teoría contractual. 

(19) En efecto, siendo contractual, y sin pacto de garantía, el deudor 
se libera de las consecuencias del incumplimiento de las obligaciones, toda 
vez que a él no le es imputable tal inejecución (art. 513 del Código Civil). 


A e rd 
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en no tomar las precauciones o medidas de seguridad; o según 
los términos de aquélla, que ha olvidado o faltado a su «deuda 
de seguridad». ?0 

De ser lógicos, los que fundan la responsabilidad del patrón 
en la «deuda de seguridad», deberízn admitir que el obrero Jus- 
tificara su demanda probando previamente la inejecución de esa 
obligación patronal. Mas no es así. 

Por eso, puede decirse, que sólo la moderna teoría del riesgo 
establece claramente la inversión de la prueba, desde que según 
ella basta al operario probar el «hecho del accidente» para recla- 
mar la indemnización, mientras que según la teoría contractual 
es necesario que éste demuestre que el patrón ha faltado a su 
deber de seguridad. 

Ambas doctrinas parten de principios distintos: la una del 
principio tradicional de la responsabilidad; la otra del nuevo 
areumento del riesgo, que pretende reemplazar a la culpa como 
fundamento de la responsabilidad. 


32. La teoría contractuai y su aplicación en los tribunales 
federales. Crítica. — Los principios de la teoría contractual 


(20) Un caso concreto aclarará la cuestión. Supongamos que un obre- 
ro ha sufrido un accidente en el trabajo, y requiere judicialmente del pa- 
trón la correspondiente indemnización, fundado en que éste ha faltado al 
deber que le imponía la «deuda de seguridad». Perfectamente, le respon- 
derá el patrón: yo me he constituído en deudor de seguridad; en tal 
virtud he tomado las precauciones humanamente posibles; le he prome- 
tido velar por su seguridad, y así lo he hecho, asegurándole a usted que 
salvo fuerza mayor, caso fortuito o culpa suya, nada le ocurriría en mi 
fábrica; y bien, yo no he faltado a mi deber. En efecto, el operario 
debería probar previamente que el accidente es debido a falta de segu- 
ridad prometida, y esto, «para fundar su acción», pues ser «deudor de 
seguridad,» y «obligarse a responder» — salvo prueba en contrario — 
de todo accidente, son situaciones muy distintas. Esta última nace pre- 
cisamente de la responsabilidad legal, fundada en el riesgo, como lo 
establece la ley 9688. Al operario le basta probar el accidente y su 
vinculación con el trabajo; el accidente, como hemos dicho en el prólogo, 


según la notable expresión de Sarrut: «vale título». 
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han sido aplicados por nuestros tribunales federales. En va- 
rios fallos dictados por juzzados fe.ierales, y especialmente en la 
Cámara Federal de Apelaciones de la Capital, aparece la res- 
ponsabilidad del patrón, por los accidentes del trabajo, expre- 
samente fundada en la falta contractual. Puede decirse que 
la síntesis de esta jurisprudencia, está contenida en una im- 
portante sentencia del tribunal nombrado *%, euya parte prin- 
cipal transcribimos: 

Dice la cámara federal: «Que como lo ha establecido este tri- 
«bunal, en el caso análogo, C. M. Hurtado v. Gob. Nacional fa- 
« llado el 16 del corriente el accidente de que se trata, entra en 
«lo que se ha convenido en llamar por la doctrina, la «falta con- 
«tractual», por oposición a la falta «delictuosa», en cuyo siste- 
«ma el obrero víctima de un accidente del trabajo puede re- 
«clamar una indemnización sin tener que hacer la prueba de 
«una falta especial cometida por el patrón. Le basta justificar 
«sólo el hecho de la «inejecución principal» 2, contraída a su 


(21) V. «Gaceta del Foro» (Julio 4 de 1916), núm. 97, p. 222. Véase 
también sentencia del mismo tribunal, de 1* de abril de 1918, en Jurisp. 
Arg., t. L, p. 366 y t. XII, p. 61 y jurisprudencia ahí citada. 

(22) Debemos entender «inejecución de obligación principal». La obli- 
gación principal del locatario consiste en «pagar el precio en dinero», 
artículo 1623 del Cód. civil; no en garantizar al locador su seguridad; tal 
garantía puede únicamente pactarse, porque la ley mo la considera en el 
contrato de locación, ni aún como obligación «secundaria». El locatario 
y el locador sólo responden de la inejecución culpable o dolosa, «salvo ga- 
rantía expresa». Por eso dice Gabba: «La obligación contractual del pa- 
trón respecto del operario en punto a la previsión de accidentes, se li- 
mita a remover las causas inherentes a la condición inmediata del tra- 
bajo, es decir, condiciones de lugar, materia prima, utensillos y máqui- 
nas confiadas al operario». 

«No es obligación contractual del patrón adoptar todas las cautelas 
preventivas posibles contra los infortunios dirigidos a suplir la falta 
de prudencia y diligencia del operario, en tanto estas cautelas no sean 
establecidas por la ley». V. Responsabilitá del padrone en «Nuove Questio- 
ni di Diritto civile», (edi. cit.), t. II, p. 130. 
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«respecto por el patrón «garantizar al obrero que obedece una 
x< seguridad completa». 

« El patrón, para descargarse de su responsabilidad, debe jus- 
«tificar el caso fortuito, la fuerza mayor, o la culpa del obrero. 

« Decía este tribunal en el caso citado que cuanto al fondo del 
«pleito, el principio que hace al patrón «deudor contractual de 
<la seguridad del obrero, que rige el caso «sub-lite», no es cerea- 
«ción de las leyes modernas sobre accidentes del trabajo: entra 
«en lo que se ha convenido en ilamar por la doctrina de los au- 
«tores «falta contractual», por oposición a falta delictuosa y, se- 
«gún T. Huc. (Com. al cód. civ., v. 8, p. 565), surge de la te- 
«sis expuesta por Sainctelette en Bélgica, Sauzet en Francia, 
«casi contemporáneamente, a la cual se adhirieron con energía 
<« Labbé, Demangeat, Saleilles y otros. Es ésta: «El contrato de 
«la locación de servicios engendra para ambas partes derechos 
<y obligaciones. El obrero, por un lado, se obliga a suminis- 
«trar su trabajo. El patrón, por el otro, debe dar los salarios 
«prometidos, suministrar al obrero útiles, enseres y máquinas a 
< propósito para procurar los resultados que se han tenido en 
« vista, y como el obrero no puede escoger su máquina, ni el si- 
«tio que deba ocupar en el taller, corresponde al patrón, direc- 
«tor del trabajo, garantizar al obrero que obedece, una comple- 
«ta seguridad. Las convenciones, dice el art. 1135 (análogo al 
«nuestro 1198 cód. civ.), obligan, no sólo a lo que está expresado 
«en ellas, sino aun, a todas las consecuencias que la equidad, el 
<muso y la ley dan a la obligación, según su naturaleza». 

«Así, pues, el obrero víctima de un accidente puede reclamar 
<una indemnización, sin tener que hacer la prueba de una falta 
«especial cometida por el patrón. Es el hecho de esta, inejecu- 
«ción lo que constituye la falta de este último: no es una pre- 
<«sunta falta, sino una falta actualmente realizada»» *, 


(23) La falta se considera culpa, en el sentido legal de esta pa- 
labra, en cuanto ella da origen a la responsabilidad. Realmente, no se ex- 
plica cómo el obrero puede responsabilizar al patrón sin tener que pro- 
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Como se ve, la Cámara coloca la cuestión en un terreno pura- 
mente doctrinario, pues ningún fundamento legal sirve de apoyo 
a sus conclusiones, a no ser el citado art. 1198, que por lo de- 
más consideramos inaplicable al caso. El artículo citado dice 
así: «Los contratos obligan no sólo ¿ lo que esté formalmente ex- 
« presado en ellos, sino a todas las consecuencias que pueden con- 
« siderarse que hubiesen sido virtualmente comprendidas en ellos», 
y que, para la cámara, parecen ser las «que dan la equidad, el 
uso y la ley». Veamos si esto es así, prescindiendo de la equidad, 
concepto no siempre preciso, y de tan elástica aplicación, que en 
su nombre se puede alegar la mayor injusticia. 2, 

En punto al uso o la costumbre, está de más decir que jamás 
obrero ni patrón han subentendido en el contrato de locación 
de servicio, ni el uno estipular indemnización, ni el otro prome- 
terla; no siendo así, menos puede esperársela espontánea del pa- 
trón, porque ello es contrario al espíritu de lucro, o por lo me- 
nos al propósito de obtener todos los beneficios posibles, y no 
pérdidas o cargas como la indemnización. Quiero decir que en 
el uso o costumbre no puede encontrar la jurisprudencia ante- 
cedentes que le sirvan de argumento. 

Sólo nos queda la ley, que atribuye derechos e impone obli- 
gaciones. Y bien, el régimen legal de la locación no atribuye al 
obrero recurso alguno para obtener indemnización, sino en casos 
que hay falta delictual, o cuasi-delictual del patrón. El principio 
está claramente establecido y es común a todos los contratos en 
lo que se refiere a la responsabilidad por inejecución de las 
obligaciones que éstos Crean (arts. 506, 511, 512 y 513 del cód. 
civil). 

En una palabra, la ley no obliga al deudor más que a las conse- 


bar falta especial, sin haber falta presunta, sino en virtud de una falta 
actualmente realizada. Pero, ¿en qué consiste ella? Si no se dmite falta 
presunta, debe procurarse una falta real y efectiva; no lo entendemos 
de otro modo. 

(24) V. JAUBERT, L”article 1382 du code civil et la justice d*équité, 
en «Revue Critique», año 1906. 
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cuencias de su dolo, culpa o negligencia, tanto en materia con- 
tractual como extra-contractual %. En este sentido, poco o nada 
vale que sea el patrón «deudor de seguridad», ya que en el últi- 
mo análisis la responsabilidad es siempre delictual, en el amplio 
sentido de esta palabra. De modo que esa deuda de «seguridad», 
«no siendo impuesta por la ley ni garantizada expresamente», no 
puede alegarse en ningún caso, y menos invocarse en los con- 
siderandos. 

El fallo referido, sosteniendo la tesis contractual, termina di- 
ciendo: 

«Que esta misma cámara federal aplicó el criterio de la falta 
«contractual, en una causa análoga %, en que se trataba de la 
«responsabilidad de las empresas de transportes en los acciden- 
«tes sufridos por pasajeros, diciendo: «Se comprende razona- 
« blemente, «la gran dificultad que tendrían los pasajeros para 
«encontrar prueba precisa», que demostrase la causa que ha 
«ocasionado el accidente. Por este razón, la ley libera al pasa- 
«jero, de la obligación de probar la causa del accidente, o la 
«culpa o imprudencia de los agentes de la empresa. Al pasa- 
«¿jero no le incumbe averiguar la causa del siniestro, sea por 
« defecto de la vía, por culpa del maquinista, del cambista, o de 
«otra persona de la empresa. El no tiene que lanzarse a ave- 
«riguar quién es el culpable. El ha comprado a la compañía, el 
« derecho de ser transportado con toda seguridad». 

Parece, por lo que acabamos de ver, que la Cámara considera 
a las empresas de transportes también «deudoras de seguridad» 


(25) Teniendo presente, desde luego, la extensión que a esa respon- 
sabilidad da la ley (art. 1113 cód. civil). 

(26) En el capítulo anterior hemos considerado y hecho notar las di- 
ferencias que existen entre la situación del obrero y la del pasajero, y 
justificado el motivo jurídico que funda esa distinción en lo que hace 
a la prueba, situaciones que se consideran análogas en este fallo. 

Repetimos, pues, que no hay analogía entre los casos de responsabilidad 
del transportador y del patrón, y los casos aquí considerados; en los últi- 


mos no existe la «ratio juris» que motiva la inversión de la prueba. 
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respecto de los pasajeros, en la forma que lo es el patrón respee- 
to del obrero, según la doctrina contractual o que este razona- 
miento tiene por objeto justificar la inversión de la prueba, lo 
que resulta de las propias razones invocadas, «dada la gran di- 
ficultad que tendrían los pasajeros...» 

Examinemos estas dos hipótesis, desde el punto de vista de los 
principios y de sus resultados prácticos. 

En el primer caso, considerada la empresa «deudora de segu- 
ridad», en virtud del contrato de transporte — que según la 
doctrina contractual es análogo en esto al de locación de obra — 
decimos que ella — la empresa — de acuerdo con los principios de 
estricto derecho, dejaría de ser deudora por la inclusión de una 
«simple cláusula de irresponsabilidad en el contrato de trans- 
porte». 

Tal cláusula, en virtud de la «autonomía contractual» que 
el código establece (art. 1197 cód. civil), no siendo contraria al 
orden público, tendría completa validez. Es decir, que «por el 
contrato la empresa estaría desligada de toda responsabilidad» y 
que dejaría, por consiguiente, de ser deudora de seguridad. La 
doctrina contractual, llevada a la práctica, dentro de los prin- 
ceipios del derecho común, pierde toda la eficacia que se le atri- 
buye, especialmente en los contratos de adhesión 27. Sin embar- 
so, la empresa continúa siendo responsable — directa o indiree- 
tamente — «al viajero», de todo accidente ocurrido por culpa o 
negligencia de ella, de acuerdo a los principios generales ?8 sin te- 


(27) El contrato de transporte es consensual, pero elaro está que no 
se discuten las condiciones: las empresas las proponen o las formulan; 
el viajero las acepta en block; se adhiere simplemente. Se trata, pues, 
de un «contrato de adhesión», naturaleza determinada en este caso por 
las especiales circunstancias en que está colocado el viajero, en razón prin: 
cipalmente del monopolio del transporte, ete. La cierto es que ante 
esta circunstancia el legislador se ha preocupado, como en otras situa- 
ciones — p. ej.: en el depósito necesario —, en proteger al más débil de 
los contratantes. 

(28) Arts. 1109, 1113, 1067, del Código civil. 
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ner en cuenta el pacto en contrario (art. 184 cód. de com.), es 
decir, «fuera de todo contrato»; su responsabilidad no es, pues, 
contractual, sino «extra-contractual». 

Luego, siendo así que la ley para nada toma en cuenta, en lo 
que se refiere a los accidentes, la convención mediante la cual 
se liberaría de responsabilidad el transportador, es decir, que 
desconoce tal contrato es indudable que la circunstancia de atri- 
buir el «onus probandi» a aquél, no es consecuencia de calidad 
de deudor, como resulta del principio contractual, sino y exclusi- 
vamente de la situación particular, en que viajero y transporta- 
dor se hallan colocados con respecto al hecho, y de las eondicio- 
nes de suministrar la prueba, como hemos dicho ya, y como lo 
comprende también la misma cámara cuando dice: «dada la 
eran dificultad que tendrían los pasajeros, para encontrar prue- 
ba precisa...», mas no porque el pasajero haya «comprado 
a la compañía, el derecho de ser transportado con toda seguri- 
dad». 

Queremos sostener con esto, que el desplazamiento de la carsa 
de la prueba, establecido excepcionalmente en el cód. de comer- 
cio (art. 184 y 172), no obedece a la calidad de deudor even- 
tual que pueda tener el transportador, sino a la misma «ratio» 
jurídica que informa el art. 1133 del Código civil ?*, 


33. Inconvenientes y desventajas que derivan de la aplica- 
ción de ese principio en nuestro régimen legal. — Vamos a 
demostrar ahora que aplicándose la doctrina aceptada por la 
Jurisprudencia federal, dentro de los principios que rigen la 
materia contractual en nuestro código, lejos de beneficiarse 
al obrero se le perjudicaría. Los inconvenientes que traería la 


(29) Por eso considero errónea la opinión de nuestro ilustre comen- 
tador Siburu, quien dice que la carga de la prueba impuesta a la empre- 
sa es consecuencia del contrato (Com. al Cód. de. Com., t. 3, núm. 735, art. 
184), y que en caso de daño proveniente de cuasi-delito, según la ley el 
<onus probandi» incumbe siempre al actor (t. 3, núm. 733), lo que no 
«es cierto, como lo prueba el art. 1133 del ceód. civil. 


98 LA CULPA EN LOS ACCIDENTES DEL TRABAJO 


aplicación del sistema contractual, dentro de nuestro régimen 
legal, son de dos clases: los que se refieren a la «extensión de 
la responsabilidad misma» y los que se refieren a la «extensión 
de la reparación del daño». 

Respecto del primer punto, hemos visto al hablar de la culpa 
en general, la distinción que ella ofrece de acuerdo con la natu- 
raleza del vínculo obligatorio que la origina, distinción que está 
por lo demás, expresamente confirmada por la ley, según sea 
la obligación «ex-contractu» o «ex-delicto». Mientras en ma- 
teria contractual, la culpa del deudor consiste «en la omisión 
de aquellas diligencias que exigiere la naturaleza de la obliga- 
ción y correspondiesen a las cireunstancias de las personas, 9 
del tiempo y del lugar» (art. 512 cód. civil), en materia extra- 
contractual, por el contrario, se responde de la culpa «in abs- 
tracto»; es decir, la ley no gradúa la diligencia que correspon- 
diese a las personas, tiempo ni lugar; basta comprobar un hecho 
voluntario, que haya causado «aaño a aleuno» por «culpa o ne- 
glisencia» del que lo ejecuta, para hacer a éste responsable de 
sus consecuencias (art. 1109). Tal distinción, que tiene su ori- 
cen en el derecho romano («culpa in concreto», leve; «culpa in 
abstracto», levísima), está, decíamos, consasrada en nuestra 
ley: «Para la estimación de los hechos voluntarios «las leyes no 
« toman en cuenta la condición especial» o la facultad intelectual 
« de una persona determinada»... Es decir, que la ley exige una 
diligencia «in abstracto» en los hechos en general, «a no ser en los 
contratos, — continúa el artículo — que «suponen una confian- 
za especial entre las partes». En estos casos se estimará el era- 
do de responsabilidad, por la condición «especial de los agen- 
tes» (art. 909 cód. civil), o sea que la responsabilidad contrac- 
tual se determina por «la diligentia in concreto». Se me podría 
objetar, quizá, que de acuerdo al art. 512 la culpa se de- 


(30) Cireunstancias que en las relaciones contractuales determinan 
la «diligentia in qualem suis rebus adhibere solet», es decir, la culpa «in 
concreto», a la cual está obligado el deudor. 
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terminará por la omisión de aquellas diligencias que exigiere 
la naturaleza de la obligación, prescindiendo de la del deudor 
en especial. Pues bien, aplicando esta disposición a la deter- 
minación de la culpa del patrón, la naturaleza de la obliga- 
ción de éste la daría el uso o práctica de los demás patrones, 
en la adopción de medidas precautorias, ya que no hay otro 
elemento cierto que pudiera servir para comparar la falta de 
diligencia; tal criterio — hemos dicho — resultaría peligroso 
para el obrero, porque la «negligencia de un patrón justifica- 
ría la del otro, cayendo así en un verdadero círculo vicio- 
0 3, 

En resumen: según los preceptos legales que rigen la res- 
ponsabilidad en materia contractua!, ella está limitada a la cul- 
pa «in concreto» referida a condiciones personales del deudor 
(art. 909 Cód. civil), o la naturaleza de la obligación (art. 512 
Cód. Civil); al paso que según el principio de responsabiii- 
dad extracontractual consagrado en el art. 1109 del Cód. 
civil, el patrón responde al obrero de «todo hecho» que le 
cause daño, por su culpa o negligencia, por levísima que fue- 
ra, como resuelta de su fuente original: «ex legis Aquilia levi- 
ssima culpa venit». De ahí, pues, que adoptando la teoría con- 
tractual, y los principios que la rigen en nuestra ley, la res- 
ponsabilidad del patrón se reduciría considerablemente, y des- 
de luego en perjuicio del obrero damnificado por el accidents. 

Decíamos, también, que la extensión de la reparación que se 
acuerda a la víctima del daño tampoco es la misma en uno 
y otro caso. 


(31) En la responsabilidad extracontractual, por el contrario, la de- 
terminación de la culpa o negligencia no está subordinada — en razón 
de la naturaleza misma del hecho — a las prácticas o usos industriales, 
por ejemplo, en materia de accidentes. El juez no considera tales ante- 
cedentes para determinar la naturaleza de la obligación; le basta hallar 
culpa o negligencia, por simple que sea. Con este alabable criterio, la 
jurisprudencia de los tribunales de la capital federal ha responsabiliza- 
do al patrón en muchos casos en que hubieran resultado indemnes apli- 
cando el artículo 512. 
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La «medida» de la indemnización que el deudor debe al 
acreedor como consecuencia de la ¡inejecución del contrato está 
establecida en el artículo 520 del código eivil: «El resarci- 
«miento de los daños e intereses sólo comprenderá los que 
« fueren consecuencia «inmediata y necesaria» de la falta de 
«cumplimiento de la obligación». La ley entiende limitar la 
indemnización a los daños ya previstos al contratar, y que ló- 
cicamente pudieron considerarse consecuencia inmediata de la 
inejecución de la. obligación convenida 2 Esta disposición, 
aunque insertada en la parte de obligaciones en general, se 
refiere solamente a los contratos *, 

Ahora bien, fuera de los contratos, ¿cuál es la medida de 
la reparación? Ella no está determinada especialmente por la 
ley. «Todo el que ejecuta un hecho, que por su culpa o ne- 
glisencia ocasiona un daño a otro, está obligado a la repara- 
ción del perjuicio. Esta obligación es regida por las mismas 
disposiciones relativas a los delitos del derecho civil» (art. 
1109 del Cód. civil). La jurisprudencia se ha pronunciado siem- 
pre en el sentido de acordar la «reparación integral» en los 
casos de accidentes del trabajo. Las disposiciones relativas a 
los delitos son, en primer término, el art. 1077, que establece: 
«Todo delito hace nacer «la obligación de reparar el perjuicio» 
(desde que no establece limitación, debe entenderse que la «re- 
paración es integral») que por él resultare a otra persona». 
Se descarta luego para la falta delictual, dice Planiol,**, refi- 
riéndose al art. 1150 — análogo y fuente del nuestro 520 — 
la reparación gradual, establecida para la culpa en los con- 
tratos. 

Reconocemos, no obstante, con Planiol, que esa diferencia 
en la práctica desaparece, debido al poder soberano que en rea- 
lidad tienen los jueces para apreciar el monto del daño *. 


(32) Ver nota al art. 520 del Código civil. 

(33) Sólo por imperdonable falta de método se encuentra ahí. 
(34) Op. cit., t. 2, núm. 896. 

(35) Op. cit., t. 2, múm. 897. 
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Pero como aquí sólo nos ocupamos en ponderar los principios doe- 
trinarios de las distintas teorías, y su posible aplicación den- 
tro de nuestro régimen leal, no de la forma de apreciar el 
monto de la indemnización, nos limitamos a esta conclusión: 
de «la aplicación de la doctrina contractual resultaría más que 
un beneficio, un verdadero inconveniente para el obrero, en lo 
que se refiere a la extensión de la reparación del daño causado». 

Finalmente, la responsabilidad «ex-contractu» no comprome- 
tería al patrón en muchos casos en que se obliga «ex quasi de- 
lito», y aún «ex lege», por el art. 1113 del Cód. civil (respon- 
sabilidad indirecta). 

En efecto, supongamos que el patrón contrata con un obre- 
ro el trabajo de éste. Esta convención, de acuerdo con el prinei- 
pio general, sólo tiene efecto entre las partes contratantes: no 
aprovecha ni perjudica a terceros: «res inter alios acta, aliis 
nec nocet nec prodest». El patrón, por consiguiente, sólo res- 
ponde de sus propios hechos, de su propia culpa o negligen- 
cia. Según esto, si un accidente ocurrido a un obrero tiene 
por causa la culpa de otro obrero, sería dudoso un recurso 
contra el patrón, atendiendo al principio enunciado en la teo- 
ría contractual **. En efecto, el obrero que ha causado el daño 
responde al patrón — con quien na contratado — de los he- 


chos causados por su culpa o negligencia; análozamente, el 


obrero que resulta damnificado, no puede responsabilizar al 
patrón del hecho culpable de un «tercero extraño a la con- 
vención», y como según ésta el patrón sólo responde de su he- 
cho propio, he ahí que a la víctima le queda solamente «un 
recurso contra el otro obrero, recurso ilusorio, por cierto, si 


(36) Esta responsabilidad puede justificarse en la industria, etc., no 
por la idea del contrato, sino por la de riesgo. «El patrón, desde que apro- 
vecha de los beneficios de la empresa, debe soportar los riesgos de la 
misma y entre esos riesgos se puede hacer figurar los accidentes debidos 
a la torpeza de uno de los agentes de aquella». PLANIOL, op. cit., t. 2, núm. 
911 in fine. 
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se quiere obtener la reparación del daño» ??. Pero si la obli- 
gación de indemnizar nace del cuasi - delito, mo puede dudarse 
un instante de que «el patrón esté obligado a responder no ya 
del hecho propio, como sucede en la doctrina contractual, sino 
también de los daños causados por los hechos de aquéllos que 
están bajo su dependencia» 38. como lo prescribe el art. 1113 **. 


(37) Así lo ha comprendido la misma Cámara federal, quien no obs- 
tante adoptar la doctrina contractual, no la sigue en este caso; y ¿por 
qué? Porque como lo estamos demostrando la responsabilidad del patrón 
no existiría casi aplicando esa teoría. Ver «Fallos de la Cámara  fe- 
deral», t. 9, p. 372 y ya citados. 

A este respecto Gabba formula las siguientes conclusiones: El patrón 
puede incurrir en responsabilidad aquiliana respecto del operario, si el in- 
fortunio es debido a eulpa de otros operarios o sobrestantes en el traba- 
jo. Esta responsabilidad es de euasi-delito y es la especial responsabilidad 
aquiliana del artículo 1153 (análogo al 1113 de Cód. civil arg.) 

Responsabilidad aquiliana y responsabilidad contractual no pueden con- 
currir (a) en el patrón en razón de hechos u omisiones, personales de él o 
de otras personas adscriptas a la misma oficina. 

Los hechos u omisiones propias responsabilizan al patrón y en regla ge- 
neral sólo responsabilizan contractualmente. Ver Responsabilitá del padrone, 
ete., en «Nuove Questioni di Dirito civile», (ed. cit.), t. 11, p. 130. 

(a) Dice incurrir, lo que es incongruente. 

(39) Del fundamento de la responsabilidad por el hecho de otro ya 
hemos hablado (V. n? 18). Esta se funda en la negligencia, imputable 
al patrón o «dominus», sea en la «elección» de su propuesto o empleado; 
sea en la falta de «vigilancia», que los romanos calificaban de culpa «in 
eligendo» y <«eulpa in vigilando», en uno y otro caso respectivamente; 
si bien se ha dicho que es una «quimera» fundar tal responsabilidad en 
una culpa presunta pues la pretendida culpa «in vigilando» y la culpa «in 
eligendo» en realidad no existe. 

Más práctico y más jurídico, me parece, es el fundamento que Chironi 
da a la responsabilidad por el hecho de otro; él coloca la cuestión en el 
concepto de representación. La persona del representado, en cuanto a 
las relaciones con terceros, se confunde con la persona del representante. 
(CuiroNi, Colpa extra-contrattuale, t. 1, núms. 188-191). De suerte que 
la responsabilidad por el hecho de otro, se transmuta en verdadera res- 
ponsabilidad por el hecho propio. Qui facit per alium, facit per se. Véase 
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Esto es, que la extensión de la responsabilidad, es mayor en 
la teoría extra-contractual que en doctrina contractual, en el 
sentido de que no se limita al hecho propio del patrón, sino 
también al hecho de los demás operarios, lo que significa hacer 
«más enérgico y efectivo el derecho del obrero» a la indem- 
nización que reclama como consecuencia del daño sufrido por 


un infortunio en el trabajo. 


33". Prescripción de la acción. Relativa utilidad práctica 
de esa ventaja. — Una última cuestión: «la prescripción». 

No olvido que según nuestro código las acciones emergen- 
tes de un «contrato prescriben a los diez años» (art. 4023 del Cód. 
elv.), no habiendo disposición que expresamente fije un plazo 
especial, y que las acciones de indemnización de daños causa- 
dos por «delito» o «cuasi delito prescriben al año» (art. 4037 
del Cód. civil). * 

Ahora bien: si la obligación de «garantizar» la seguridad del 
obrero es obligación contractual, pues que es «deuda de segu- 
ridad», ella será exigible por la acción que nace del contrato. 
En consecuencia ella prescribe en el tiempo determinado por el 
art. 4023: «Toda acción personal por deuda exigible, se pres- 
cribe por diez años entre presentes y veinte entre ausentes...» 


CHIRON1, Colpa extra - contratíuale, t. 1, p. 421, núm. 188, y especialmente 
pág. 425, núm. 191. 

Pero de acuerdo a este nuevo concepto, no parecería justo que tal re- 
presentación existiera también para los hechos ilícitos; asimilando esta 
figura jurídica al «mandato», ya que en ambas hay identidad conceptual, 
no podría obligarse al representado a responder de los hechos ilícitos que 
el representante cometiera, porque al igual que ocurre en la representación, 
ellos están fuera o deben suponerse «fuera de los límites de su man- 
dato». 

(40) Y en punto a esto solo podrá citarse algún caso aislado. Ver sen- 
tencia dictada el 22 de febrero de 1924 por la Cámara Federal de la Ca- 
pital en Jurisp. Arg., t. XII, pág. 61 y jurisprudencia ahí citada (Cámara 
Federal, 22 de Junio de 1918, en Jurisp. Arg., t. 1, p. 820, y de Abril 
de 1919, en Jurisp. Arg., t. TIL, p. 207. 
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Pero yo pregunto, este lareo plazo ¿importa una ventaja 
para el obrero?, ¿le reporta alguna utilidad práctica? Creo que 
no. Si el obrero damnificado reciama una indemnización, es 
porque la necesita para proveer a las necesidades del día si- 
guiente. No digo un año, tal vez ni un mes deje pasar sin 
promover la correspondiente demanda. Por lo demás, sólo en- 
tonces tendrá éxito en ella; la prueba se producirá fácilmente. 
La disposición de las máquinas y de las instalaciones, los testi- 
s'os, que son también obreros, etc., todo será de fácil comproba- 
ción inmediatamente de producido el accidente, y no algunos años 
después, cuando ya se han modificado o cambiado hombres y 
cosas. 

Tal es la pretendida ventaja de la duración de la acción por 
el cual el operario puede reclamar la indemnización garantida 
«ex - contractu» hasta diez años después... 


a 


CAPITULO PRIMERO 


Teoria del caso fortuito 


Bibliografía.— FusinaTo, Gli infortuni sul lavoro, (en «Rivista 
Italiana per le Scienze Giur.», t. 3);— ExNEeR, La fuerza mayor; trad. 
Miñana y Villagrasa, (Madrid, 1905); —RADOUANT, Du cas foriuit et de 
la force majeure, (Paris, 1920); —V. Las obras de Derecho romano cita- 
das en el capitulo preliminar. 


34, Principios fundamentales. — La teoría que pasamos a 
estudiar constituye una de las tentativas científicas más impor- 
tantes de entre las realizadas hasta ahora con el fin de resolver 
el arduo problema de la responsabilidad por accidentes del trabajo. 

Es, ante todo, una doctrina eminentemente jurídica: pero ella 
tiene también verdadero fundamento económico, el cual, se ha 
dicho, sirve de base a la teoría del riesgo profesional, que se ins- 
pira, principalmente, en prineipios de equidad, de orden econó- 
mico y social ?. 

El factor económico está implícitamente comprendido en el 
principio fundamental de la teoría del caso fortuito, principio 
que se formula en estos términos: «el que aprovecha de la uti- 
«lidad de una persona o de una cosa, justo es que asuma los ries- 
«gos que el empleo o uso de esa persona o cosa origina»; regla, 


(1) FUsINATO op. cit., núms. 48 - 70. 
(2) GONZALEZ REBOLLAR, Op. Cit., p. 192. 
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que se encuentra en el derecho clásico, bajo el aforismo ubi com- 
moda 1b1 et incommoda esse debet. 

Ante esta concepción tan amplia, desaparece lógicamente ba- 
jo el concepto genérico de casus la culpa del obrero *, el caso 
fortuito propiamente, o de fuerza mayor inherente al trabajo; 
no. tiene, pues, la responsabilidad del patrón otro límite que la 
«culpa lata» y la «vis maior»; es decir, que en esta doctrina apa- 
rece claramente comprendida la noción jurídica del riesgo pro- 
fesional *, y mucho antes de que surgiera la teoría que así se de- 
nomina pretendiendo una verdadera innovación. Pero, si bien 
la doctrina de Fusinato da el fundamento jurídico que puede 
servir de base al argumento de la teoría del riesgo profesional, 
difiere, no obstante, de ella. En efecto, mientras ésta deduce to- 
do de concepciones no siempre exactas, la doctrina del caso for- 
tuito se funda en los principios tradicionales del derecho clásico. 
Esto es, que a diferencia de aquélla no pretende revolucionar los 
conceptos fundamentales del derecho. 


35. Protección legal del obrero. — La teoría del caso for- 
tuito conduce a la solución del problema, por medio de una mo- 
dificación en el régimen legal del contrato de locación de obra; 
modificación que consiste principalmente en incluir en las obli- 
gaciones del patrón, la de indemnizar al obrero del daño que 
sufra como consecuencia del accidente que le ocurra en el tra- 
bajo, no sólo por culpa del patrón, sino también del daño pro- 
ducido por caso fortuito, y por su propia eulpa. 

El contrato de locación de obra a que se refiere Fusinato, lo 
individualizaremos, en razón de su naturaleza especial, con el 
nombre de contrato de trabajo ?. 


(3) Se entiende que nos referimos a la culpa «leve»; la culpa gra- 
ve, asimilada ¿1 dolo, no da lugar a reclamar indemnización. 

(4) Entendido como «conjunto de causas de peligro permanente, su- 
perior a todo cuidado o previsión, y que reside en las condiciones mis- 
mas de la industria y que se imponen necesariamente a su «funciona- 
miento». 

(5) Es, a nuestro juicio, necesario mantener esta distinción, porque 


a 2 PB 
PP. sE 
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Empecemos examinando, con referencia a nuestra materia, los 
elementos esenciales de todo contrato, y uno de ellos que, espe- 
cialmente en el contrato de trabajo, tiene un carácter particular: 
el consentimiento. 

La libertad de consentimiento de ambos contratantes es re- 
quisito esencial para la validez de todo contrato; luego ninguna 
objeción debe hacerse a un contrato que se supone haberse 
celebrado libremente, mientras no afecte una disposición de or- 
den público. 

Sin embargo, en el contrato de trabajo no siempre, o, mejor 
dicho, casi nunca se hace efectiva esa libertad de contratar £. 

El patrón, comunmente poderoso y experto con relación al 
obrero, impone a éste, sin recursos y necesitado, condiciones o 
exigencias a veces deprimentes, injustas o leoninas, que el obre- 
ro, no obstante reconocerlo así, vése obligado a aceptarlas, apre- 
miado por la necesidad. 

Sin embargo, — y no es del todo inoportuno advertirlo, — 
desde hace ya aleún tiempo, y más aún en la época actual, esta 
desigualdad o injusticia es más aparente que real. Esa presión 
patronal ,como decimos en otro lugar, ha sido — por lo menos 
en los grandes centros fabriles — contrarrestada por otra pre- 
sión no menos respetable, y a veces decisiva: la que proviene 
de la solidaridad gremial bajo ia forma de sindicatos o asociacio- 


diciendo «contrato de trabajo» se da la idea precisa de una locación de 
obra en la industria, etc., mientras que dentro del término genérico «lo- 
cación de obra» se comprenden los servicios prestados por el obrero, no ya 
al industrial solamente, es decir, al que luera con ellos, sino también los 
que el obrero presta al particular, al abogado, al médico, en cuyo easo 
sería absurdo aplicar el régimen legal propuesto. 

(6) Por lo menos en cuanto a la determinación de las condiciones del 
trabajo: precio de jornal, horario, etc. Dada la actual organización gre- 
mial, esas condiciones y demás, son discutidas y aprobadas colectivamen- 
te, no sólo por las sociedades o sindicatos obreros, sino también por los 
patrones; desde luego, el contrato individual se reduce al contrato de 
enganche. (PLANIOL, t. 2, n* 1838). 
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nes obreras 7. De modo, pues, que este argumento de Fusinato es 
hoy una verdad relativa. 

En lo que hace a la forma el contrato es también deficiente 
Se reduce a un acuerdo verbal que versa generalmente sólo so- 
bre el salario. No hay escrito aleuno, ni pacto accesorio referen» 
te a consecuencias ulteriores del trabajo; en fin, no se llena la 
más simple formalidad. 


Pero ante esa ausencia casi completa de obligaciones para el 


patrón, el Estado ha intervenido tomando aleunas providencias 
tendientes a tutelar, por lo menos, la salud y la retribución eco- 
nómica del trabajo del obrero. Tales son las leyes que regla- 
mentan el trabajo de mujeres y menores*; la de descanso domi- 
nical?; la de salario mínimo y trabajo a domicilio 9; la que pres- 
cribe la efectiva percepción de su salario al obrero, estable- 
ciendo que él sea pagado en dinero y no en especie *%; las que 


(7) <Hoy el obrero, dice HUBERT VALLEROUZ, está en un pie de per- 
fecta igualdad con su patrón. En política prevalece sobre él, porque 
tiene el número. Tiene los «derechos de asociación y de coalición: usa y 
abusa de ellos.... Cien o mil obreros dejan el trabajo a la vez, y sin 
previo aviso; ¿qué sanción hay contra ellos? Ninguna. Los obreros en 
caso de litigio aceptan un arbitraje, y si después no les agrada rehusan 
someterse a él. El caso se ha presentado. A veces los sindicatos sor 
más dueños que el propio patrón del establecimiente de éste.... 

«He aquí porque al hablar de desigualdad y de poder superior que 
rompe la libertad en el contrato de trabajo, es necesario reconocer que 
la verdadera y opresiva potencia, es la de los sindicatos de obreros.... 
y aprovecho esta oportunidad para reclamar contra esa tiranía, indi- 
cando el caso que verdaderamente requiere la intervención del legisla- 
dor, dado el actual estado de cosas (?), (en Bulletin de la Société de 
législation comparée, año 1900-1, p. 219). 

(8) Ley 5291, de 14 de Octubre de 1907. 

(9) Ley 9104, de 12 de Agosto de 1913. 

(91) Ley 10505, de 19 de octubre de 1918, Sobre legislación protectora 
del obrero. V. mi obra Derecho administrativo y legislación administrati- 
va argentina (Buenos Aires, 1921), t. IL, núms. 482 y sigtes. y bibliografía 
ahí citada. 

(10) Tales son las leyes que tienen por objeto la condenación del 
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reducen horas de trabajo; el seguro obligatorio; en fin, las le- 
yes que establecen respecto de los obreros de las reparticiones 
nacionales indemnización por accidentes que les ocurran en el 
trabajo *. 

Estos antecedentes legislativos, cuyas circunstancias lo ¿justi- 
fican sobradamente, permiten hacer apreciaciones análogas en 
nuestra cuestión y conducen a formular la siguiente conclusión 
“genérica «Que hallada una solución jurídica satisfactoria de 
las cuestiones que comprende el contrato de trabajo, esa solución, 
a diferencia de lo que ocurre con los demás contratos, debe ser 
incluída en el código, como contenido obligatorio del contrato 
mismo; es decir, independientemente de la voluntad de las par- 
tes: no como norma supletoria de la voluntad no manifestada, por- 
que en tal caso esa norma podría derogarse, sino que ella debe 
considerarse como disposición absoluta de la ley *. 


36. La teoría del casus y los principios generales en el dere- 
cho clásico. — El sistema propuesto por Fusinato ofrece una 
indiscutible utilidad práctica, en cuanto hace fácilmente deter- 
minable la obligación de indemnizar. Ahora bien: desde el pun- 
to de vista de la responsabilidad civil, los accidentes pueden asru- 
parse en tres clases: 

a) Ocasionados por culpa del patrón **. 

b) Ocasionados por la culpa del obrero. 


«truck system». Consiste esto, como se sabe, en obligar al obrero, a 
proveerse de artículos de primera necesidad en economatos establecidos 
en el establecimiento donde trabaja, al cual en general quedan siendo 
deudores casi siempre. Este medio extorsivo y repugnante se emplea 
con frecuencia en los obrajes del Chaco y otros puntos de la República, 
sin llamar, que yo sepa, la atención del legislador. 

(11) Ley n* 9085, del 18 de Junio de 1913, votada a raíz de la ca- 
tástrofe del Riachuelo. 

(12) FUSINATO, Op. Cit., p. 202. De modo que esta cláusula legal se 
comprendería implícita en el contrato, y, como ley de orden público, 
no podría ser derogada convencionalmente. 

(13) O de las personas de las cuales es civilmente responsable. 
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ec) Ocurridos sin culpa de ninguno de éstos (casus o vis maior). 

El derecho civil no admite la acción del operario sino en el 
primer caso; y aún entonces, para éste, la victoria en la litis 
está subordinada a la grave dificultad de la prueba, dificultad 
que en nada se remedia con el repudiado sistema de la inversión 
de la prueba. De modo, pues, que el medio eficaz de subsanar 
esos inconvenientes «no puede ofrecerlo sino una doctrina que 
«excluya en lo posible de las controversias jurídicas, la cuestión 
«de la culpa** y se funde en otro concepto: la obligación de 
«resarcir» 1, 

El derecho actual ** nieza al operario recurso jurídico para re- 
sarcirse en caso fortuito; el principio es del derecho romano: 
casus sentit is quem tangit; casus a nullo praestantur (L. 23 D. 
50, 17.) «Si admitimos como deber de justicia y como exigencia 
social la necesidad de remediar la condición en que se halla el 
obrero víctima de un accidente del trabajo, en su mayor parte 
debido al caso fortuito, parece imposible sobre la base del dere- 
cho privado llegar a una solución satisfactoria. Pero afortu- 
nadamente, — prosigue Fusinato, — sólo es aparente esta con- 
tradicción entre la voz de la justicia, que habla a favor de los 
desventurados operarios, y los principios del derecho priva- 
do *”, Pero la verdad es que el principio casus a nullo praestan- 


(14) Entendiéndose, desde luego, que no se trata aquí de la eulpa 
grave, porque ésta está excluída del principio del caso fortuito, que sólo 
considera la culpa que por su origen y especial naturaleza puede asi- 
milársele. 

(15) FUSINATO mantiene bien separados dos términos a veces con- 
fundidos: «responsabilidad» y «obligación de indemnizar o resarcir». De 
acuerdo a nuestro concepto de responsabilidad y de garantía, ésta última 
es correlativa a la obligación de indemnizar. 

(16) Es decir, el derecho civil o, mejor aun, el código, ya que las 
leyes especiales dan precisamente recurso legal aun para obtener indem- 
nización por accidentes ocurridos por casos fortuitos. 

(17) Op. cit., n? 204: «No puede ser de otro modo, desde que no pue- 
den existir dos justicias y dos derechos opuestos entre sí. Si esta opo- 


sición verdaderamente existiera, entre una teoría jurídica y el sentimien- 


A O, 
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tur no se aplica rísidamente y sin excepción: especialmente en 


el derecho moderno se manifiesta clarísima la tendencia a limi- 


tar su eficacia, merced a otro principio que ya en el derecho ro- 
mano se aplicaba» *. 

Ahora bien, siendo el caso fortuito obra de la fatalidad, ante 
la cual la previsión humana se confiesa impotente, «más que una 
verdadera máxima de justicia, aquél existe como una condición 
inevitable de la debilidad humana» ??. 

Pero la obra inteligente del hombre se revela aquí, como siem- 
pre, en la lucha contra esas ciegas y caprichosas fatalidades, tra- 
tando, ante todo, naturalmente, de hacerlas menos frecuentes; a 
ello llevan los continuos y grandes progresos de la ciencia y de 
la industria; de ahí que cuando a pesar de todo se verifican, 
ellos tienen efectos menos graves?%; y esto, de dos modos: pri- 
mero, aminorando esas consecuencias dañosas, económicamente, 
por el seguro; segundo, distribuyendo los daños (o las ventajas) 
ocasionados por el casus, en forma más equitativa que éste lo hu- 
biera hecho ?. 

He aquí el punto de partida de la teoría del caso fortuito. El 
principio fundamental está contenido en este aforismo: Qui ha- 
bet commoda, ferre debet onera, que existía en el derecho roma- 
no combinando una regula turis conocida: periculum elus esse 
debet cuvus comodum est. 1 $ 1 de emp. 3, 23. En todos los bonae 
fidei negotía (depósito, mandato), concluídos en beneficio espe- 
cialmente de una parte, ésta debe resarcir a la otra el daño que 


sufra. 


to de ¡justicia y las necesidades sociales, ello significaría que la teoría 
debe ser rechazada o modificada, porque desligada de las relaciones so- 
ciales que en el derecho moderno encuentran su reglamentación según su 
utilidad común, contrariarían la actual conciencia ¡jurídica que se mo- 
difica y transforma en el tiempo». 

(18) Ubi commoda et incommoda esse debet. 

(19) Op. cit., p. 205. 

(20) Ibid. 

(21) Ibid. 
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Al llegar a este punto, aparece claramente la idea dominante 
de la doctrina de Fusinato: el mandante debe indemmazar al man- 
datario, lo que, por lo demás, no es otra cosa que una regla le- 
gal escrita en casi todos los códigos 22, y que se informa en el 
principio de justicia, que en el concepto de Fusinato debe ha- 
cerse extensivo a la locación de obra, donde se repiten las mis- 
mas circunstancias y se tiene la misma posición jurídica; y más 
urgente aun es aquí esa providencia — dice — por las condi- 
ciones en que se encuentra el operario, dada la orgamzación eco- 
mómica presente» 2. 


37. El caso fortuito en la industria. — He aquí resumidas — 
para abreviar — las razones en que se funda tal analogía, y que 
justifican la extensión del principio enunciado. 

1? Prescindiendo de que el mandato sea necesariamente gra- 
tuito, ya que por lo general es oneroso, la situación del manda- 
tario respecto del mandante no es diversa de la situación del 
obrero respecto del patrón ?*. En los dos casos se llena el ex- 
tremo esencial %, obrar en interés de otro, y más, ciertamente, en 
el contrato de trabajo que en el mandato. 

El patrón aprovecha las utilidades de su industria, y a la for- 
mación de esas utilidades el trabaju del obrero concurre en pri- 
mer término. Y bien, si el industrial percibe las ventajas del apor- 
te del obrero, justo es que cuando se produzca alguna «desven- 


(22) Véase el art. 1953 del Cód. Civil. 

(23) FUSINATO, Op. cit., ps. 208 - 209. 

(24) La presunción legal en cuya virtud se considera oneroso el 
mandato (art. 1871), segundo apartado, comprende la generalidad de los 
casos, por lo menos en la práctica. 

El Código de Comercio no distingue «El mandato comercial no se pre- 
sume gratuíto» (art. 221). 

(25) Si bien el mandato es, ante todo — y esa es su naturaleza es- 
pecial, — una función de representación judicial, es indudable que des- 
de el punto de vista que FUSINATO considera la cuestión, como semejante 
al contrato de trabajo, es decir, el interés en que uno y otro — man- 
datario y locador — obran, la analogía se justifica. 
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taja» en la realización de ese aporte el patrón cargue con ella: 
«periculum evus commodum debet cuius commodum est». 

Ahora bien: una de esas desventajas es, precisamente, la in- 
demnización del obrero en los casos en que sufra un acciden- 
te, sin su culpa ni la del patrón, sino y solamente debido al caso 
fortuito, y que no habiéndose podido evitar es más justo y equi- 
tativo — por la razón ya señalada — que entre el obrero y el 
patrón grave económicamente a éste ?, 

2 El infortunio debe sobrevenir durante el trabajo, y a con- 
secuencia de éste: es decir, que debe unirse al trabajo por una 
vinculación interna ?. 

Pero antes de continuar es necesario fijar el verdadero concep- 
to de caso fortuito en materia de accidentes de trabajo. Desde 
luego, no debe considerárselo en su acepción vulgar o común, 
solo como imprevisión humana: fortuitus casus est qui nullo hu- 
mano consilio praevederi potest, sino como «un accesorio inevi- 
table de la industria, y que regularmente «se reproduce», según 
el concepto de Fusinato %8. Y esto es exacto, considerados los ac- 


-cidentes, no separadamente sino en su conjunto, en su multipli- 


(26) Por mi parte, no me atrevo a afirmar que realmente graven al 
patrón, ya sea las obligaciones del seguro obligatorio, ya sea la de 
indemnizar del daño sufrido por caso fortuito, y menos aún estando 
así establecido de antemano por la ley. Aunque inmediatamente apa- 
rece el patrón como gravado por esa carga, en realidad, si ello importa 
un desembolso apreciable, para resarcirlo él aumentará el precio del pro- 
ducto; y como siendo disposición legal es por eso general, he ahí que to- 
dos los patrones tomarán igual medida. Ocurrirá un fenómeno idéntico 
al de la difusión del impuesto; y no es difícil que, en ciertos casos, tal 
aumento incidirá definitivamente sobre el obrero, el último destinata- 
rio. En el orden internacional la cuestión varía; pero notamos que nos 
extendemos más de lo necesario y de lo que debemos considerar. 

(27) Sólo así se ¡justifica que la industria deba soportar esas conse- 
«cuencias: «La obligación del patrón debe limitarse a los accidentes que 
tengan su origen en o dentro de la industria; o bien que viniendo de 
causa extraña a ella, haya un vínculo interno». FUSINATO, Op. cit., p. 213. 

(28) Op. cit., p. 210. 
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cidad, y como constituyendo un riesgo perenne, fuera de toda 
medida de previsión, tanto de parte del industrial como del 
obrero. 

Siendo esto así, bien puede decirse que el casus es algo inmse- 
parable de la industria misma, que debe admitirlo en sus con- 
secuencias especialmente económicas. 

Al decir, pues, que la industria, sea referida al patrón o a 
la empresa, debe considerar las consecuencias del caso fortuito, 
se entiende decir que debe soportar la carga de la indemniza- 
ción de las pérdidas que el accidente ocasiona al obrero, por la 
misma razón que aprovecha las utilidades de su trabajo. 

Fusinato considera esto más justificable aún, si se atiende a 
la situación especial en que el maquinismo moderno coloca al 
obrero. Antes el operario dominaba y regulaba, con su fuerza 
y destreza, los instrumentos de trabajo; hoy, por el contrario, el 
operario está reducido a un simple accesorio o dependencia de la 
máquina. Asociado a su movimiento, se hace órgano de ésta — Ór- 
sano inteligente, sin duda, pero sin iniciativa e incapaz como 
otras piezas de la máquina si se lo separa de ella. La deducción 
práctica de esta asimilación del operario a la máquina es ésta: 
al igual que el desgaste de la máquina, en el sentido que debe 
repararla cuando se descompone y demás, se debe tamibién re- 
parar al operario de todo daño que sufriere a consecuencia del 
accidente en el trabajo ?. 

Sin proponerme hacer a este razonamiento objeciones líricas 
acerca de la dignidad de la personalidad humana, que pudiera 
considerarse un poco deprimida por esta comparación a una sim- 
ple máquina, toda vez que, como con razón dice el mismo Fusina- 
to, «es extraño hábito de invocar para el operario el concepto de 
libertad y dignidad humana únicamente cuando se trata de 
privarle de algún beneficio real» %%, no es fácil, sin embargo, 
admitir esa analogía para llegar a una conclusión un poco for- 
zada e incompatible con la verdadera situación del obrero y su 


(29) Op cit., p. 211. 
(30) Ibid. 


E 
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condición de ser libre e inteligente; porque aún prescindiendo 
de que el obrero no es esclavo, en cuyo caso tal analogía tendría 
algún fundamento, es necesario reconocer que si bien él obra en 
interés del patrón, no es menos cierto que obra, ante todo, en 
el suyo propio; y que, en tal virtud, el principio de la repartición 
de las consecuencias fatales del rieseo deben también tenerse en 
cuenta. Pero tal principio, que sustentamos incidentalmente en 
esta cuestión, será objeto de un estudio especial. 


38. Distinción entre el caso fortuito y la fuerza mayor en los 
accidentes del trabajo. — Siendo, en verdad, la diferencia esen- 
cial de este sistema respecto de los anteriores, la inclusión del 
principio de indemnización por infortunios debidos al caso for- 
tuito, dentro de los límites de la responsabilidad patronal, ne- 
cesario es, desde luego, precisar este concepto, caracterizándolo 
por sus elementos esenciales, y en especial aquellos que lo dis- 
tinguen de la fuerza mayor, distinción que se impone en esta 
materia, ya que «caso fortuito y fuerza mayor son conceptos que 
en la práctica y en la doctrina sueien adoptarse promiscuamen- 
te» 1, Y si, como acabamos de ver, el caso fortuito puede ser 
una eventualidad inevitable de la industria, es decir, que se 
produce con regularidad constituyendo por eso un peliero inhe- 
rente a la industria misma, peligro que propiamente debe lla- 
marse riesgo profesional $2, mo es posible continuar considerán- 
dolo equivalente a la fuerza mayor, cuyos caracteres distintivos 
son, precisamente, (ver n? 4%) la extraordinariedad y la exterio- 


(31) FUSINATO, Op. Cit., p. 215. 

(32) Tal es el verdadero concepto moderno de riesgo profesional, es 
decir, el que se considera consecuencia inevitable de la clase del tra- 
bajo que lo engendra; la causa permanente y propia del infortunio, 
fuera de toda previsión o medida tendiente a evitarlo. Por ejemplo, el 
envenenamiento paulatino de obreros que trabajan en fábricas de ciertos 
productos químicos, ete., en una palabra: el riesgo del obrero; hoy, por el 
contrario, como hace notar Sarrut, se llama riesgo profesional, el que 
corre el patrón como consecuencia de la aplicación de indemnizar a sus 
obreros en caso de accidentes del trabajo. 
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ridad *% del acontecimiento, según la conocida doctrina de Ex- 
ner. 

Fusinato, apoyándose en la distinción que constituye el prin- 
cipio fundamental de la doctrina del sabio profesor austriaco, 
propuesta para resolver en la práctica el difícil problema de 
la determinación de caso fortuito y fuerza mayor en los casos 
de responsabilidad contractual y extracontractual del transpor- 
tador, propone, a su vez, adoptar el mismo criterúum para los ca- 
sos de responsabilidad patronal por los accidentes en el trabajo, 
ya que el fundamento jurídico de la distinción entre estas dos 
fisuras sería siempre aplicable, según él, a nuestra materia. 
El gran beneficio — dice — que no sólo en la ciencia, sino tam- 
bién en la vida práctica se obtendría mediante la aceptación de 
esta doctrina — que va encontrando adhesión cada vez mayor, y 
creo destinada a una victoria completa — es el de liberar el 
concepto de vis maior de toda incertidumbre o variabilidad, 
elevándolo a un criterio objetivo, seguro, fácil y claramente 
perceptible prima facte **. 


(33) Atendiendo los caracteres especiales del caso fortuito: <«regu- 
laridad» del acontecimiento e «interioridad», es decir, lo inherente a la 
industria, caracteres que se oponen a los de la fuerza mayor: «extraordi- 
nariedad y exterioridad», y considerando que la ley excluye la última, es 
decir, la fuerza mayor, desde que es ajena al riesgo profesional. Creemos 
que también por esta razón la ley de accidentes es consecuente con el 
principio del riesgo profesional, toda vez que excluye la culpa grave, la 
que, por sus condiciones (ver n? 47), puede asimilarse a la fuerza ma- 
yor, por oposición a la culpa leve, que al igual que el caso fortuito es 
consecuencia necesaria de la industria. 

(34) He aquí algunos antecedentes de la doctrina. En el derecho romano, 
con motivo del receptum  nautarum, cauponum et stabulariorum, casos 
en que la responsabilidad se extiende a la fuerza mayor (nisi qui dannq 
fatali contingit), el concepto del vis maior adquiere especial importan- 
cia. Desde la glosa hasta nosotros, la cuestión ha sido debatida por ilus- 
tres ¡jurisconsultos, hasta la aparición de dos doctrinas contrapuestas por 
una diferencia esencial. La primera, sostenida por GOLDSCHMIDT, quien en- 


tiende por fuerza mayor los acontecimientos naturales y hechos de ter- 
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38*. La culpa asimilada al caso fortuito en los accidentes del 
trabajo. — Queda aún por salvar el último escollo: si la culpa 
del operario erea también para el pairón obligación de indemnizar. 
Pero aquí, cabalmente, el principio general del casus encuentra 
aplicación en la determinación de esta nueva categoría de aeci- 
dentes que — por su origen — dan un recurso legal. 

Atendiendo a la regla general, ¿ndiscutida e indiscutible: el 
que causa un daño por su culpa, debe soportar las consecuencias: 
Qui ex sua culpa damnium sentit, non intelligitur damnum senti- 
re. Pero habría que determinar, cuándo la culpa del obrero le es 
imputable, y pone, en consecuencia, a su cargo el infortunio. 


ceros, que ni en sí, ni en sus consecuencias dañosas, podrían evitarse, no 
obstante toda previsión o precaución posible razonable que pudiera suge- 
rir la especialidad o cireunstancias del hecho (a). Contra esta doctrina eom- 
bate EXNER (b).(FUSINATO, op. cit., p. 216). 

(a) GoLDscHMDT y ExXNER formulan sus respectivas teorías de la 
fuerza con referencia al receptum nautarum, aplicándole sus principios 
a las modernas relaciones jurídicas del transporte. Para el primero, el 
portador responde ez-locaio de la diligentia in custodiendo y en la me- 
dida de un diligens pater familias; pero responde ez-recepto, en virtud 
de la eustodia de que se ha encargado especialmente, obligéndose a 
adoptar todas las medidas de precaución extraordinarias que las cireuns: 
tancias exijan; su responsabilidad es, pues, absoluta, en cuanto la omisión 
de esas medidas haya hecho posible el daño o el hurto; en todo otro 
caso está exento. (De receptum nautarum, p. 269). 

(b) ExNeER da una solución más simple y completa, como acabamos 
de verlo. Tal concepto de fuerza mayor está implícitamente com- 
prendido en casi todas las leyes que rigen nuestra materia, aún cuando 
a veces con el aditamento superfluo de extraña, como lo hace, entre 
otras, la ley 9688 y la ley española de enero 30 de 1901, por ejemplo, 
que: dice: «El patrón es responsable de los accidentes ocurridos a sus 
Operarios, con motivo y en el ejercicio de su profesión o trabajo que rea- 
licen, a menos que sea debido a fuerza mayor extraña al trabajo en que 
se produzca el accidente» (art. 2%). (Véase también la nueva ley de 1922). 

Lo que está subrayado, dice un autor (MIÑANA Y 'VILLAGRASA: trad. 
de La fuerza mayor, de EXNER, (Madrid, 1905), parece dictado por el 
mismo Exner. 
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En el trabajo industrial, a diferencia de lo que ocurre en otros 
casos, casi análogos, debería aplicarse el principio general, sin 
investigar más, si no mediaran cireunstancias especiales que jus- 
tifican la excepción, y que hemos hecho notar en páginas ante- 
riores. 

Nos referimos a hechos que examinados o considerados sepa- 
radamente de la industria u ocupación del obrero se calificarían 
culpables, mientras que si se consideran especialmente y por las 
circunstancias y causas que los producen no pueden' calificarse 
propiamente culpables. Tales hechos son los que tienen por cau- 
sa la ¿mprevisión o temeridad del obrero. Decíamos que la cos- 
tumbre del obrero de trabajar al lado del peligro, termina por 
familiarizarlo con él; es decir, por hacerlo temerario e impru- 
dente; y de ahí resulta que gran número de accidentes son de- 
bidos a su neslisencia o imprudencia, condiciones reputadas por 
la ley civil como «culpables» *. 

Ahora bien; si tal imprudencia o negligencia es, por los mo- 
tivos anotados, «consecuencia necesaria del trabajo arriesgado», 
es decir, «inherente a él», no hay duda que debe considerarse esto 
con el mismo criternum con que se ha juzgado el caso fortuito, 
como inherente también a la industria, por lo que, en consecuen 
cia, ella debe hacerse cargo de sus resultados económicos perju- 
diciales: «la reparación del daño». 

Los hechos «culpables» de esta especie, dentro de la elasifica- 
ción clásica corresponderían a los llamados de culpa levis, en 
tanto que los demás, o sea, los causados por culpa grave «eulpa 
lata» (asimilada al dolo), deben ser soportados por el operario * 
sin recurso jurídico alguno *, 

Resumiendo, pues, lo dicho hasta ahora, según la teoría que 
tratamos, la obligación de indemmizar, que el patrón tiene res- 
pecto del obrero, se extiende a estas tres categorías de ac- 
cidentes: 


(35) Según el principio de la culpa aquiliana: ez legis Aquilia, ete. 
(36) V. art. 4 de la ley 9688. 


AA 
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a) Causados por la culpa del patrón; 

db) Producidos por caso fortuito, excepto aquellos que revisten 
caracteres de fuerza mayor *”, y los hechos de terceros, es decir, 
por individuos que no forman parte del personal industrial de la 
empresa, y que, por consiguiente, no hacen responsable al pa- 
trón; 

e) Los accidentes ocasionados por la culpa no grave del 


obrero. 


38?. Conclusión. Aplicación de los principios de esta teoría: 
en los accidentes del trabajo. — Sólo quedaría por determinar 
la esfera de aplicación del principio que tratamos, cuestión fá- 
eil, por lo demás, si se ha entendido la naturaleza jurídica y fun- 
damento económico en que éste se basa. 

El locador de obra puede estar colocado en dos situaciones 
distintas, jurídica y económicamente: primero, como empresario 


e 


que proporciona la obra en sus resultados, trabajando en su pro- 


pio interés, por su cuenta y riesgo, teniendo la dirección de ella 38; 


en el derecho romano, en este caso había locatio conductio ope- 
ris; segundo, como simple locador de obra, trabajando por días 
o por piezas, ete.; tal es el obrero que se pone a las órdenes del 
patrón industrial, quien tiene la dirección de la obra, y que la 
ejecuta a su cuenta y riesgo; su objeto es luerar con la obra del 
operario, y éste solo aporta el esfuerzo de su brazo, por así de- 


(37) Considerada, en nuestro concepto, en materia de accidentes del 
trabajo, como «extraña a él». 

(38) Así, si contrato con un pintor la decoración o pintura de mi ca- 
sa, él se obliga a prestarme un trabajo determinado, es decir, un pro- 
ducío de su trabajo, y no sólo su simple trabajo a jornal Es indudable 
que en tal situación él se hace empresario; me es indiferente que por 
una circunstancia cualquiera le ocurra un accidente o una pérdida ma- 
terial, como que obtenga ganancia exagerada; sél obra en su exclusivo 
interés y con sus propios medios, y yo no tengo otro derecho que exi- 
girle la prestación preestablecida, ni otra obligación que pagarle el 


precio convenido. 
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cirlo; los romanos distinguían este caso del anterior, pues ha- 
bía locatio conductio operarum **, 

La doctrina del caso fortuito, sostenida por Fusinato, se apli- 
ea, como es lógico y fácil comprenderlo, a este último contrato, 
o sea, a la locatio conductio operarum. De ahí, pues, que, a di- 
ferencia de la teoría contractual, — según la cual la responsa- 
bilidad bajo forma de garantía emerge solamente del contrato 
de locación de obra, — la teoría del caso fortuito sólo se refiere 
a un contrato determinado por su especial naturaleza, y que en 
la legislación y doctrina se llama propiamente contrato de tra- 
bajo. Tal contrato de trabajo, independientemente de su funda- 
mento jurídico, supone necesariamente un factor diferente e im- 
portantísimo: el factor económico, y que, cabalmente, contribuye 
a justificar la atribución de la carga o consecuencia del caso for- 
tuito a la empresa; vale decir, que obliga úmicamente a los pa- 
trones industriales (sean estos personas naturales o jurídicas), 
como reza nuestra ley %, pero patrones que lucran con la obra 
del operario, o, por lo menos, la contratan con ese fin. 

Por consiguiente, están dentro de los límites de la doctrina del 
caso fortuito, y obligados a indemnizar, en tal virtud, a sus ope- 
rarios, empleados, etc., todo industrial, comerciante o agricultor, 
sea cual fuere el peligro que el trabajo o su industria «entrañe». 
Y, según Fusinato, «tampoco puede tener influencia la circuns- 


(39) Pero si el pintor del ejemplo anterior no contrató conmigo, si- 
no con su patrón, empresario, su situación jurídica es a este respecto muy 
distinta de aquélla; se ha interpuesto un nuevo «locator» que es «conduc- 
tor» a la vez; que lucra con la obra del operario, y asume, por justa re- 
ciprocidad, los riesgos consiguientes: tal situación, a diferencia de la an- 
terior, crea para el operario un recurso jurídico contra su patrón, en caso 
de accidente. 

(40) Para Fusinato, no fundándose la obligación de indemnizar en 
la responsabilidad, que no se justifica sin la imputabilidad, la doctrina 
del caso fortuito, que se basa en el principio ubi commoda ibi ei incom- 
moda, se conforma perfectamente con la extensión de tal principio a las 
personas jurídicas. Pero este argumento es de valor relativo porque la 
ley puede establecer tal responsabilidad, o mejor dicho, garantía legal. 


; 
1 


Y a 


TO 
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tancia de que se trate de pequeña o grande industria; que en ésta 
se emplee o no la fuerza mecánica; que la empresa sea comercial, 
industrial o agrícola. La diferencia que hubiera entre estos ca- 
sos no puede ser elevada a ratio legis, porque esos elementos son 
extraños al fundamento jurídico en que basamos la obligación 
de indemnizar» *!, 

Ahora bien: concretando los resultados obtenidos de la combi- 
nación de principios que dan cuerpo a esta doctrina, y tratando 
de llevarlos a la práctica, se podría formular en la ley un ar- 
tículo en los términos siguientes: Todo patrón o empresario in- 
dustrial, comercial o agrícola está obligado a resarcir a los ope- 
rarios, de los daños que les provengan de accidentes ocurridos 
durante el trabajo *?. "Pero serán liberados de esa obligación 
probando que el accidente fué causado por fuerza mayor, in- 
dependiente de la naturaleza de la industria, o por culpa grave 
de la misma víctima. Es nulo, y como no habido, todo acto que 
tenga por objeto eliminar o disminuir la eficacia de esa obli- 
gación *, 

Con la proposición de esta providencia legislativa termina 
Fusinato la explicación de su doctrina. 

Tal es en síntesis, pues, la llamada «teoría del caso fortuito», 
«esencialmente» jurídica y «naturalmente» equitativa, y que no 
aporta innovación fundamental aleuna a los verdaderos con- 
ceptos del derecho, dentro de los cuales se desarrolla sin esfuer- 
zo, apoyándose también en el factor económico que sirve de base 
al aforismo ub3 commoda 1b3 et incommoda. 

A diferencia de la teoría de la «responsabilidad objetiva» que 
representa una anomalía en la organización jurídica actual — y 
cuya crítica será objeto del siguiente capítulo, — la teoría del 
caso fortuito se limita, no a sentar un principio general, sino a 
dar una solución equitativa y principalmente jurídica a una es- 


(41) Op. cit., p. 222 y 223. 
(42) Lo que parece excluir los casos de enfermedades profesionales, pero 

el concepto de accidente es muy amplio. (V. n* 46). 
(43) Op. cit., p. 223 y 224. 
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pecie de casos determinados por su especial naturaleza: los ac- 
cidentes del trabajo. 

Tal doctrina no pretende modificar el concepto de la respon- 
sabilidad, como lo hace la llamada «responsabilidad objetiva»; 
sino que crea la obligación de indemnizar en casos justificados 
y previamente determinados por la. ley. 


CAPITULO CUARTO 


Responsabilidad objetiva 


FUNDAMENTO Y CRITICA DEL SISTEMA 
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39. La responsabilidad objetiva y el Código civil.—Por oposi- 
ción a las doctrinas o sistemas de responsabilidad «subjetiva», fun- 
dadas siempre en la culpa, sea delictual o «contractual», aparece 
el principio de responsabilidad sin culpa, basado en otro elemen- 
to destinado a reemplazar a aquélla: el riesgo. Elimínase toda 
cuestión moral o de índole subjetiva; basta el elemento objetivo 
«daño» y un vínculo de conexión cualquiera entre el hecho y el 
agente; o entre una cosa y el daño. 

Tal responsabilidad resulta de la «materialidad del hecho», 
de su carácter «objetivo» de «hecho irregular» en sí mismo; es 
decir, de un hecho externo «que en su materialidad es un hecho 
culpable» ?*. Este es el concepto de la responsabilidad objetiva *. 

«En lugar de culpa se nos propone como base de la respon- 
sabilidad civil la idea de riesgo: cualquiera que haga nacer un 
riesgo nuevo para otro, se responsabiliza del daño que origi- 
ne ese riesgo. El solo hecho de la creación de un riesgo basta 
_ para obligar al que lo crea; la cuestión de saber si el autor ha 
incurrido, o no, en culpa es indiferente. Así, la noción de eul- 
pa aparece absorbida por otra más amplia. Se desembaraza el 
juez de toda misión moralizadora para limitarse a la simple 
investigación de un vínculo de causalidad» ?, 


(1) SaLriLEs, Les accidents du travail et la responsabilité civile, 
(cit.), p. 3. 

(2) <La opinión que aceptamos, — dice uno de los partidarios de la 
teoría, L. MicHeL — ha sido sostenida por Saleilles, sólo que cuando 
él califica la teoría clásica de teoría subjetiva y la que oponemos de 
teoría objetiva, debemos reconocer que esa terminología mos parece pe- 
ligrosa. La responsabilidad, es siempre, en cierta manera, subjetiva, des- 
de que ella supone necesariamente el hecho de un agente, es decir de un su- 
jeto. Con la expresión «teoría objetiva» se correría el riesgo de ereer 
que un individuo puede ser responsable, aún cuando no haya sido sino 
un intermediario inerte: un simple órgano de transmisión; una especie 
de máquina. Así pues, conservemos la idea de responsabilidad subjetiva y 
objetiva, pero guardémonos de los términos que la expresan». (La respon- 
sabilité civile des patrons envers les ouvriers en cas d*accidents et la lod 
du 9 de avril 1898, (cit.), p. 607). 

(3) PLaNI0L, Etudes, etc., en «Revue Critique», año 1905, pág. 278. 
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Y bien, este principio de responsabilidad objetiva — se ha di- 
cho — existe en los códigos. Se ha intentado demostrar que su 
adopción no sería incompatibie cor. los textos; que ellos hacen 
lugar a la idea de responsabilidad legal en ese sentido ?. 

Por ejemplo: se dice que ella está comprendida en el art. 1384 
del código de Napoleón; que bien interpretada esa disposición 
en los casos de responsabilidad sin culpa, basta para establecer la 
obligación de responder. 

Así, comentando un fallo en el cual se responsabilizaba de los 
daños causados por la expiosión de una caldera al propietario 
de ella, en virtud de lo dispuesto por el art. 1384, reconociéndose 
en la cosa un vicio de construcción, dice L. Michel: «¿Para qué 
alegar que existe un «vicio de construcción — es decir, la culpa 
«o negliclencia de alguno — st el art. 1384 basta?» 5. 

La doctrina preconizaba en Francia antes de la ley de 1898, la 
responsabilidad del patrón fundada en la simple calidad de pro- 
pietario de la cosa daníña, y que la jurisprudencia se hacía eco 
de ello lo prueba el gran número de fallos citados en los textos... 
Se pretendía justificar ese sistema, torturando algunos textos del 
código de Napoleón, principalmente los artículos 1384 y siguien- 
tes *. 

Yo digo, sin ir más lejos, que también nuestros tribunales lo 
han entendido alguna vez así, aunque no invocando el art. 1113 
del código civil (análogo al 1384 del código francés), del que, 
hemos ya dicho ”, la jurisprudencia ha extendido a tal punto 
su dominio que lo ha considerado, no una excepción al principio 
general sino una verdadera fuente de responsabilidad. patronal. 
Pero, afortunadamente, a la vez que se afirmaba tal doctrina 


(4) CoLixN et CAPITANT, Op. Cit., t. 2, p. 358. 

(5) En otros términos: basta probar el vicio de la cosa («Revue 
Critique» citada, p. 602). 

(6) Duauir, Les transformations générales du droit privé, depuis le 
Code Napoleón, (cit.). 

(7) Ver n* 27 de esta obra y fallo de la Cámara Civil, de Julio 23 de 


1914. Jurisprud. de los Tribunales (Julio 1914, pág. 213). 
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en estos términos: «Nuestro código civil, anticipándose '(%), 
«a las nociones del riesgo profesional e inversión de la prueba, 
«que informa la legislación moderna sobre accidentes del traba- 
«jo, estatuyó en su art. 1113, que en caso de daños causados por 
«cosas inanimadas, su dueño (?), responderá de la indemmiza- 
« ción....», al paso que eso se afirmaba — decimos — se estable- 
cía por el art. 1133 la responsabilidad legal por el hecho de las 
cosas inanimadas; pero se reconocía, también, la culpa del patrón 
por el hecho de los que están bajo su dependencia «a mérito de lo 
dispuesto por el artículo 1113»*, que no es sino la extensión del 
principio fundamental del art. 1109: la responsabilidad funda- 
da en la culpa. 

Y esto mismo observamos, en el citado fallo del juez Quesada, 
confirmado por la Cámara Civil (t. 174, p. 103) y en otro del 
mismo tribunal (t. 1, serie 7, p. 224). En esas sentencias, se ha 
dicho, parece aceptarse el principio de la responsabilidad legal 
fundada en el «hecho de las cosas inanimadas ?, o sea, en el ar- 
tículo 1133 del código civil. Se advierte, es verdad, marcada 
tendencia a fundar la responsabilidad del patrón en ese pre- 
cepto legal, pero en sus considerandos aparecen los artículos 
1109 y 1113 como fundamento de la responsabilidad del pro- 
pietario de la máquina o cosa inanimada, conjuntamente con el 
art. 1133. Y bien, yo considero esto suficiente para quitar el 
valor doctrinario que a esas sentencias se ha atribuido, en el 
sentido de reconocer en ellas un nuevo rumbo de la jurispru- 


(8) Que por error tipográfico, sin duda, aparece en el fallo 1133. 

(9) Hemos dicho ya (n* 18), que la expresión hecho de las cosas es 
incomprensible e inadecuada. «El que dice hecho, dice necesariamente 
acción, lo que supone un ser animado. Se puede hablar del hecho de un 
caballo, ete., pero no se puede hablar del hecho de una máquina. Es 
necesario notar que este argumento es de carácter puramente gramatical.... 
Sin embargo, se dice que un daño ha sido causado por el hecho de un 
naufragio, de un incendio, ¿por qué no se dirá por el hecho de una má- 
quina? «La expresión por el hecho de, no tiene otro papel en el lenguaje, 
que indicar la relación de causa a efecto» (MICHEL, loc. cit., p. 604). 
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dencia hacia el principio de la responsabilidad objetiva. Podría 
hacerse, pues, la reflexión de Planiol, al referirse a la jurispru- 
dencia francesa en casos análogos: «Se diría que los jueces no 
tienen su conciencia en reposo sino cuando han descubierto en 
la conducta del hombre una falta que puedan señalarla en sus 
considerandos» ?*. 


40. Responsabilidad por el «hecho» de las «cosas» en los ac- 
cidentes del trabajo. Crítica. — Se ha entendido la responsabi- 
lidad objetiva como una obligación. legal de soportar las con- 
secuencias del daño que resulte del hecho de las cosas de las 
cuales se es propietario o se tiene a su cuidado o se sirve de ellas. 
Pero se trata, entonces, de dos situaciones distintas, y que dan 
origen a dos teorías: la del hecho de las cosas y las del riesgo 
profesional. De la primera nos ocuparemos someramente; cuan- 
to a la segunda, en razón de su aplicación exclusiva a la indus- 
tria, merece considerarse su concepto y extensión. Fácilmente 
llegaremos a las siguientes conclusiones: a) que la responsab:- 
lidad así concebida no existe en el código civil; b) que una y 
otra no tienen verdadero fundamento jurídico; e) que la acepta- 
ción de sus principios, confundiendo lo lícito y lo ilícito, crearía 
situaciones injustas y arbitrarias, y, por consiguiente, contrarias 
al verdadero interés social. Según la primera de esas teorías, 
todo daño «causado» u originado por una cosa, provenga de caso 
fortuito o no, responsabiliza al propietario de la cosa. En otros 
términos: el propietario responde del caso fortuito Y. A ésto 
se ha objetado, con razón, que bajo la apariencia de una medida 
de equidad y buen sentido, tal concepción de la responsabili- 
dad sería nada menos que el punto de partida de una revolu- 


(10) «Revue Critique», (año 1906), p. 82. 

(11) Con razonamientos como el siguiente: «Que entre el propietario 
de la cosa y la víctima, es justo, decía en uno de sus considerandos el 
tribunal de Bourgoin, que el primero soporte las consecuencias del aeci- 
dente antes que aquél nada a quien debe reprocharse» (?). Véase en SACHET, 
op. cit., n* 12, 
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ción jurídica. «Las nociones admitidas hasta hoy sobre el dere- 
cho de propiedad se encontrarían modificadas. Así, respecto de 
la propiedad, que según el código civil es el derecho de gozar y 
disponer de las cosas, de la manera más absoluta 31*, siempre que 
no se haga de ellas uso prohibido por leyes o reglamentos». La 
teoría objetiva, conduciría lógicamente a llevar a esta definición 
la siguiente restricción... «a condición de reparar el daño cau- 
sado fortuitamente, por las cosas, de las cuales se es propieta- 
m0) AA 

La aplicación de este principio de responsabilidad objetiva, 
por el hecho de las cosas simpiemente, tendría por resultado po- 
ner a cargo del propietario de ellas los riesgos del caso fortuito, 
es decir, hacerlo «responsable» sin culpa ni negligencia, contra- 
riamente al principio tradicional de la responsabilidad adopta- 
do por el código eivil. 

En vano se pretende, pues, que tal principio de responsabi- 
lidad está establecido en el art. 1113 del código *, del cual ha 
hecho la jurisprudencia constante aplicación en los casos de ae- 
cidentes del trabajo; pero es fácil advertir que nuestros tribu- 
nales han aplicado esa disposición sin apartarse del principio 
general. En efecto, ya lo hemos dicho, mientras el art. 1113 es- 
tá dentro del dominio de la responsabilidad delictual o quasi- 
delictual, desde que no es sino la aplicación extensiva del prin- 
cipio tradicicnal contenido en el art. 1109, la responsabilidad ob- 
Jetiva, a que nos referimos, se funda en el hecho puro y simple 
y el daño que origina, es decir, prescinde del elemento esencial: 
la culpa. 

Cuando el código incorrectamente dice «La obligación del que 


(111) Con todo la idea de la propiedad así coneebida no la admitimos. 
(V. BIELSA, Limitaciones impuestas a la propiedad en interés público, ete. 
(Buenos Aires, 1923), págs. 13 y sigtes. y Caracteres y extensión del de- 
recho de propiedad, en «Revista de la Facultad de Derecho y ceiencias so- 
ciales», t. IV, (año 1925), págs. 972-86. 

(12) SaAcHer, op. cit., n* 13. 

(13) Y en el art. 1384 del Código de Napoleón. 


e 


A 
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«ha causado un daño, «se extiende», a los daños que causaren 
«los que están bajo su dependencia, o «por las cosas de que se 
«sirve o tiene a su cuidado, sólo ha querido decir, — como hace 
«notar Segovia ** — que la misma obligación tenemos de re- 
parar el daño causado por un hechre propio, es decir, personal o 
directo, que de reparar el daño causado por una eosa, de que 
«nos servimos» o tenemos a nuestro cuidado». Pero he aquí que 
estas cireunstancias, precisamente, nos vinculan a la cosa: obli- 
gan nuestra actividad, nuestra diligencia; de la falta de ésta 
resulta lógicamente nuestra culpa y, en consecuencia, compro- 
meten nuestra responsabilidad. 

De modo, pues, que cuando se quiere establecer responsabili- 
dad «por el hecho de una cosa», se impone siempre la determi- 
nación de un hecho del hombre, que sea causa generadora de 
aquel otro hecho perjudicial. El hecho en sí, repetimos, en este 
sentido no tiene calificación fuera de la conducta humana. Será 
lícito o ilícito, si fuera permitido o prohibido. Según obre la vo- 
luntad del agente será doloso, culpable o negligente. 

Entonces, la responsabilidad que emerge del «hecho de las 
eosas» no tiene su fundamento en la propiedad de ellas, pero, 
si, en la guarda, en la explotación de ellas, ete., situaciones éstas 
que imponen especiales obligaciones al sujeto, a diferencia de la 
mera pasividad del simple propietario. 

Pero, después de todo, la aplicación del prineipio de la res- 
ponsabilidad por el hecho de las cosas en los accidentes del tra- 
bajo, no reportaría casi ventaja aleuna al obrero; no se com- 
pensaría, pues, tan grave derogación del principio fundamental 
de la responsabilidad. Porque siendo así que la responsabilidad 
del patrón se comprometería, no sélo por su culpa o negligen- 
cia, sino también por el «hecho de las máquinas, etc.», es eviden- 
te que, por otra parte, se limitaría sólo a éste; bastaría que en 
el hecho del accidente se comprobara cualquier falta del opera- 
rio, para que la responsabilidad patronal cesara, pues lógicamen- 


(14) Op. cit., nota del art. 1114 (n. a.) 
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te no podrían confundirse los simples «hechos de una cosa», de- 
bidos a caso fortuito, con los hechos causados, provocados u ori- 
ginados «por culpa del obrero», sin distinguir si el leve o gra- 
ve; es decir, que quedaría sin indemnización en gran número de 
casos. Este inconveniente ha desaparecido en la doctrina del 
riesgo profesional, que comprende el caso fortuito y la fuerza 
mayor inherente al trabajo, y en ellos la culpa del operario, 
toda vez que ésta, por las razones que daremos más adelante, no 
pueda reputarse culpa grave, en cuyo caso, asimilada al dolo 
(culpa lata dolo aeguiparatur), no da lugar a indemnización *. 
Veremos en el capítulo siguiente, que por el principio del ries- 
go profesional el patrón está obligado a resarcir al obrero, en una 
medida previamente determinada, todo daño que sufra súbita- 
mente 1% «en el ejercicio del trabajo» y «a consecuencia del tra- 
bajo. La obligación de indemnizar existe fuera de la culpa, 
que se sustituye entonces por la simple «relación de causa a 
efecto» entre el ejercicio del trabajo y el accidente: es el riesgo 
del trabajo y no el riesgo de la cosa lo que sirve de fundamento 
a la responsabilidad patronal. Porque, como hemos visto (en 
núms. 24, 26 y 37), muchos accidentes que en realidad son debi- 
dos a la culpa o negligencia del operario, considerados aislada- 
mente deberían calificarse «culpables», y, en consecuencia, no 
darían recurso aleuno contra el patrón; pero si se tiene en cuen- 
ta que son resultados necesarios del trabajo *, es decir, riesgos 
inherentes a él, forzoso es considerarlos «fatales», y compren- 


(15) Artículo 4, inciso a) de la ley 9688. 

(16) Esto cuando sólo se indemniza de los accidentes propiamente 
dichos, porque en algunas legislaciones se establece la misma obligación, 
respecto de las enfermedades profesionales, es decir, las consecuencias 
mediatas del trabajo. 

(17) La producción y circulación se desenvuelven sin cesar en pro- 
porciones inesperadas; los accidentes se multiplican, y no sólo se mul- 
tiplican, sino que lo más curioso y esencial es que cambian de carac- 
teres; casi siempre su origen es desconocido, su causa es incierta, lo que 
no permite determinar la responsabilidad fácilmente. Haciéndose el ac- 
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derlos dentro de los riesgos de la profesión. He aquí por qué 
esta doctrina, en razón del principio que la funda, considera al- 
gunos hechos culpables no como tales sino como debidos al caso 
fortuito; según la teoría del hecho de las cosas, en tales casos 
el obrero no tendría recurso jurídico contra el patrón. 


41, Objetivación de la responsabilidad en el derecho moderno. 
— Aunque en este sumario trabajo debemos ceñirnos a conside- 
rar la responsabilidad objetiva en una sola de sus ramas de apli- 
cación, — bien que la más fecunda, tal vez, —se nos ocurre pre- 
euntar: si este sistema, que entraña una derogación * parcial del 
derecho común, es decir, de nuestro derecho positivo, es sólo una 
admisión excepcional, ante una necesidad de orden económico y 
social, particular e imprevista por el legislador de antaño; o si 
señala, por el contrario, el advenimiento de un nuevo principio 
en el derecho *?, es decir, la obra de una tendencia moderna 


cidente, industrial o mecánico, se hace anónimo. JOSSERAND, La res- 
ponsabilité du fait des choses inanimées, (París, 1897), p. 3. 

Por el hecho del trabajo, el obrero está expuesto en la mayor parte 
de las industrias a chances inevitables de accidentes, de los cuales no 
puede preservarse, a pesar de los consejos de prudencia y medidas de 
precaución que, sean cuales fueren, no impiden ciertas clases de aeci- 
dentes. «Sin que la culpabilidad de persona alguna pueda ser invoca- 
da, el obrero está en presencia de un riesgo contínuo, inherente al he- 
echo mismo de la industria, o condiciones normales del trabajo». De Mun, 
dise. en la Cám. de Dip., (París, 1898). V. BOuYer, op. cit. n? 138. 

(18) La Corte Suprema ha declarado: «Que las responsabilidad por 
accidentes del trabajo, a que se refiere la ley 9688, y que nacen de he- 
chos ocurridos en la ejecución o cumplimiento de contratos entre patro- 
nes y empleados u obreros, son de carácter común; de la naturaleza de 
las previstas en el Código Civil, según quedó consignado en la discu- 
sión parlamentaria de dicha ley (?); infiriéndose ello, además, de varias 
disposiciones, «sin que sirva para modificar tal carácter, la circunstancia 
de haber partido, para su sanción, de base fundamentalmente distinta u 
opuestas, como se dice, a las consagradas en el expresado Código». Fisco 
Nacional v. «La Inmobiliaria», 20 de Octubre de 1917. (Gaceta del Foro, 
n* 517). 

(19) Aunque se pretende hallar muchos casos de responsabilidad ob- 
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que pasa del dominio de la teoría al campo del derecho positi- 
vo, como una consecuencia, sin duda, de la «socialización del de- 
recho», según la opinión del profesor Duguit emitida en nues- 
tra Facultad ?. 

Preséntese ella como una concepción contraria al principio 
individualista, dominante en la oreanización jurídica actual; o 


como una noción de la actividad humana — distinta de la que 
informa nuestra ética jurídica — bajo el rótulo, por ejemplo, 


de responsabilidad por el «riesgo creado», lo importante es que 
ella, aunque seductora primo, facie, no puede aceptarse sin ana- 
lizarla en sus fundamentos y sim calcular sus consecuencias 
posibles. 

En la primera hipótesis, si se consideran las relaciones jurídi- 
cas actuales, no ya de individuo a individuo sino de grupos a 
erupos, no es cuestión de imputabilidad la que se presenta, sino 
una cuestión de riesgo. Se trata de saber cuál es el «patrimo- 
nio» que debe cargar definitivamente con las consecuencias del 
riesgo atribuído a la actividad del grupo considerado. Enton- 
ces nacerá una responsabilidad objetiva, no subjetiva 2. Duguit, 
que así opina, sin entrar directamente en la debatida cuestión 
de la responsabilidad patronai insinúa, sin embargo, que en 
nuestras sociedades industriales modernas «las empresas adquie- 
«ren un carácter social: el empresario ejerce una verdadera 
«función social. En realidad, hay dos elementos en presencia: 
«el elemento capital y el elemento trabajo. La cuestión consis- 
«te aquí en determinar cuál de ellos debe soportar los riesgos 
«de la empresa; o si ellos deben ser soportados por ambos; o, 
« por fin, si el accidente o la muerte del obrero es parte del ries- 
«go. «Teniendo el capital — por lo menos en apariencia — to- 
«do el provecho de la empresa, se ha concluído que él debe so- 
«portar todos los rieseos, y que, en consecuencia, él es el res- 


jetiva en el derecho romano. V. CARNELUTTI, Gli infortuni sul lavoro (cit.), 
t. L, ps. 32 y sigs. 

(20) Op. cit. 

(21) Duaurr, loc. cit. 
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<«ponsable?2 (*) de los accidentes. Es una responsabilidad, — 
«se dice — a la cual el elemento falta es extraño». 

Se ha dicho también en favor de la adopción definitiva del 
nuevo principio, que él ha germinado fácilmente en la doctrina 
y en la legislación, en cuyo analisis detenido se comprueba que 
se opera una sustitución progresiva de la idea de culpa por la 
de riesgo 2%, 


(22) Duqurm, loc. cit. 

(23) He aquí una síntesis que sobre la cuestión hace Carnelutti y que 
transcribimos en razón de su innegable oportunidad: «La inteligencia hu- 
mana cada vez más sutil, escudriña las relaciones íntimas entre el hecho per- 
judicial y las causas que lo han producido, tratando de hallar un vín- 
culo o relación cualquiera que distribuya más equitativamente el daño 
que es consecuencia de las fuerzas ciegas de la naturaleza y que a nadie 
puede imputarse. 

Sin duda, esto no debe obtenerse por una violenta reacción, que salga 
del límite para caer en el extremo opuesto, como lo desea la teoría de 
la causalidad pura de Binding, tachada con razón de brutal, y cuya 
adopción incondicional haría retroceder el derecho al estado menos evo- 
lucionado. 

Pero entre el principio de causa y el de culpa, fatalistas ambos, se 
ofrece un inmenso campo a la investigación humana. Precisamente, 
sorprendiendo las íntimas vinculaciones, que existe entre la fuerza ina- 
nimada de las cosas, y la fuerza animada de los hombres, armonizan- 
do el elemento subjetivo y el elemento objetivo, se llega al perseguido 
ideal de justicia. 

Asistimos así, al desenvolvimiento de varias teorías intermedias: la 
de «obrar a propio riesgo», de Unger; la de causalidad voluntaria, de 
Siógren; la del principio <del peligro dominante», más o menos extensa- 
mente expuesta por Loening, Merkel junior, Riúmelin, a la del provecho o del 
interés activo de Merkel senior y de Barasi. 

No entro en la discusión, agrega. Compruebo la importancia y progresión 
indudable del movimiento, cuyas raíces son remotas; si no existieron en el 
derecho romano puro, por lo menos en su posterior elaboración, donde exis- 
tía la responsabilidad aquiliana por «culpa levissima», con la creación del 
diligentissimus pater familias, el superhombre, la cabeza erítica (hritischer 
Kopf), como se ha calificado recientemente; esto negaba de hecho en el 
derecho romano lo absoluto de la teoría de la imputabilidad. 

El principio se ha extendido en el derecho moderno: con la responsa- 
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Pero es necesario reconocer que, excepción hecha de esta le- 
gislación fragmentaria en materia industrial, el principio tradi- 
cional de la responsabilidad subjetiva ha sido mantenido, y eso 
por los códigos modernos más adelantados **, aunque eliminando 


bilidad por el hecho de los dependientes, verdaderamente objetiva, que en 
vano se ha pretendido justificar con paliativos, como el decrépito concepto 
de la culpa in eligendo o in vigilando, o con la nueva teoría de la represen- 
tación; con la responsabilidad del propietario con motivo de los daños produci- 
dos por la ruina de un edificio, o por los animales; y la responsabili- 
dad del armador por los hechos del capitán o agente del equipo; con la obli- 
gación de indemnizar en los casos de acueducto y pasaje forzoso... 

En fin, la tendencia se acentúa y expande aún más en la eboración doc- 
trinal y jurisprudencial, por una serie de manifestaciones directas e indi- 
rectas en las materias más diversas. Así el resarcimiento del daño producido 
en estado de necesidad; el daño causado por entidades colectivas a las parti- 
culares, por modificaciones o innovaciones introducidas en bienes del dominio 
independientemente de la culpa (?); la responsabilidad cada día mas agra: 
vada de las empresas ferroviarias y, en general, de todas las industrias que 
tienen carácter de monopolio, para las cuales se remacha una constante pre- 
sunción de culpa, que no puede vencerse sino por la prueba de fuerza 
mayor; la responsabilidad que se atribuye al propietario de industrias insa- 
lubres y peligrosas y aquélla con frecuencia atribuída a las inelusas por el 
contagio sifílitico en el amamantamiento. 

Excepciones, desde luego, al tradicional eriterio de la responsabilidad 
subjetiva, pero excepciones que se presentan propiamente como índice de 
una tendencia general a una nueva orientación jurídica en el campo de la 
responsabilidad», CARNELUTTI, Op. Cit., t. L, págs. 33, 34 y 30. 

(24) El Código civil alemán en el art. 823. El Código civil de Brasil, 
en el art. 159: «El que por acción u omisión voluntaria, negligencia o im- 
prudencia, viola derecho o causa perjuicio a otro», está oblgado a reparar 
el daño. La verificación de la culpa, y apreciación de la responsabilidad, 
se regulan por las disposiciones de este código». 

De donde se sigue — dice un ilustre comentador — que el Código sen- 
tó en tesis la responsabilidad fundada en la culpa, como lo hacía el derecho 
anterior. (N. Consolidacao, 221, 1001, 1005, 1014). Codigo Civil da Re- 
publica dos Estados Unidos do Brasil, anotado pelo Dr. Joao ALves, (Río 
de Janeiro, 1917), p. 134. 

—Entre las teorías de responsabilidad, y a propósito de la repartición 
del daño, merece citarse la idea sostenida por M. TrEISSERIE, elogiosa- 
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la clásica distinción entre el delito y cuasi-delito en lo que a la 


reparación del daño se refiere. 


mente comentada por GENY, en «Revue Trimestrielle du Droit Civil», 
año 1902, ps. 823 y sigs. 

La responsabilidad se funda no en la idea tradicionad de culpa, sino 
en la actividad que ha causado el daño. «Cada uno es responsable del 
daño causado en la medida que lo causa». El daño debe ser repartido 
entre el autor y la víctima, en la medida en que cada uno lo ha cau- 
sado», fórmulas, como se ve, simplistas, y que prescinden de todo fae- 
tor o elemento moral. Se trata de una responsabilidad individual, pero 
desviada hacia una concepción bien objetiva. 

La voluntad del agente juega un papel preponderante; <la responsabi- 
lidad aumenta a medida que la voluntad está en relación más directa 
con el accidente, porque así el vínculo de causalidad se estrecha de 
más en más; y es fácil advertir que llegándose a la falta intencional 
el daño aparece como obra única y exclusiva de aquél a cuya culpa 
se imputa.... 

En el hecho de las cosas la regla directriz es la misma: «se es res- 
ponsable del hecho de las cosas, como de su propio hecho». El autor 
agrega: «En efecto, nuestra teoría a través del hecho de las cosas en- 
cuentra el hecho personal». 

Puede llamarse propiamente teoría intermedia: de responsabilidad in- 
dividual, que tiende a unificar la idea de culpa con la de riesgo, a pe- 
sar de que su idea directriz es la substitución progresiva de la culpa 


por el riesgo. 


CAPITULO QUINTO 


Teoríá del «riesgó profesional» (2) 


42. Atribución del riesgo a la industria, — Se llega también 
al sistema jurídico de la responsabilidad objetiva por la aplica- 
ción del principio del rieseo profesional a la materia que nos 
ocupa: los accidentes del trabajo. La noción de riesgo se res- 
tringe aquí a un especial y determinado género de casos: los que 
comprende el ejercicio de una profesión o industria. Se trata, 
pues, de un riesgo determinado y particular. 

Este rieseo, cuyas consecuencias económicas conciernen al pa- 
trón, en su calidad de empresario que lucra con la explotación 
de una cosa y el trabajo del operario, se llama riesgo profesio- 
nal. 

Debe reconocerse, desde luego, que la expresión «riesgo pro- 
fesional», tiene a este respecto una acepción muy distinta de la 
verdadera y originaria. 

En efecto, se ha entendido siempre por riesgo profesional 
aquél que un determinado trabajo n clase de trabajo * engendra 
fatalmente, para el que lo ejecuta, mayor o menor peligro para 
la vida o salud; sea por lo nocivo de la materia que elabora *; 


(a) Bibliografía: La del capítulo anterior. 

(1) De ahí la división entre riesgos genéricos y específicos de toda 
industria. 

(2) Por ejemplo, la intoxicación de sales de plomo, etc., en los pin- 
tores, litotipistas, ete. 
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sea por lo insalubre del lugar donde trabaja $; sea por el pe- 
liero constante que el manejo de las máquinas o aparatos entra- 
ña, ete. Así entendido el riesgo profesional se refiere al obrero, 
pues que él es quien sufre esas consecuencias del trabajo, y no 
al patrón, en el concepto que le da la nueva doctrina y la ley de 
accidentes del trabajo. 

Por eso, si lo referimos al patrón consideramos más propio 
llamarlo riesgo económico industrial, porque él soporta sólo las 
consecuencias económicas, en compensación de los beneficios tam- 
bién económicos que le aporta la industria. Porque el patrón 
aprovecha de las ganancias — dice Saleilles — la ley pone a 
su cargo también las pérdidas, esto es, los riesgos de la indus- 
tria o de la profesión. 

El riesgo profesional, tal es el fundamento de la obligación 
que pesa sobre el industrial, o sobre el empresario; el individuo 
que agrupa a su alrededor otras actividades; que se rodea de 
objetos y de máquinas, crea * indudablemente, un organismo 
cuyo funcionamiento no se produce sin rozamientos y sin cau- 
sar daños, abstracción hecha de toda culpa del que lo dirige. 
Estos daños, estos accidentes inevitables, que constituyen peli- 
gros inherentes a la empresa, que no tienen otra causa que el 
desenvolvimiento lícito de la actividad humana, constituyen pre- 
cisamente en su conjunto el riesgo profesional; y ¿quién so- 
portará pues este rieseo sino aquél en euyo interés funciona 
el organismo que ha creado el riesgo? %. 

En efecto, se ha considerado la idea de «riesgo creado» como 
base suficiente para constrúir sobre ella una teoría objetiva, «sus- 
ceptible de ser extendida aún fuera de la legislación obrera» %. 
Pero basta un ligero análisis para comprobar que la noción de 


(3) El trabajo en las minas, en laboratorios químicos, ete. 

(4) Es éste precisamente el lado falso del argumento en favor del 
riesgo. 

(5) SaALEmLES, Les accidents du travail (cit.) 

(6) Prc., op. cit., n* 1039. 
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riesgo, en el sentido que esa doctrina la toma, no está completa- 
mente separada de la de culpa. 


421, El argumento del «riesgo creado». Crítica. — Una acla- 
ración se impone inmediatamente: un simple hecho del que pue- 
da resultar aleún rieseo, ¿basta por sí solo para determinar ne- 
cesariamente alguna responsabilidad? Creemos firmemente que 
no. Es necesario, a juicio nuestro, investigar previamente si la 
ereación de ese rieseo es un hecho ilícito: en caso afirmativo la 
culpa aparece, pues tal acción es antijurídica; en caso negativo, 
si el hecho en cuestión es lícito, sería incomprensible hacer res- 
ponsable al que ejerce legítimamente un derecho. 

Además, ¿cómo un hecho puede ser calificado «irregular» o 
«ilícito» en sí mismo? ¿Cómo un hecho puede constituir una falta 
independientemente del agente? Los hechos, en sí mismo, — dice 
Planiol, con razón, — son indiferentes; mas no lo son cuando 
su calificación depende de circunstancias especiales, de relacio- 
nes previas que existen entre los hombres, de la intención del 
agente, del fin que este se propone por ellos. El hecho de arruinar 
a un comerciante es un delito si esa ruina es consecuencia de una 
quiebra fraudulenta o de actos de concurrencia desleal; por el 
contrario, esa ruina es lícita si no compromete la responsabilidad 
del autor; si es el fruto de una organización superior, de un pro- 
cedimento de fabricación. La idea de culpa reaparece, pues, tam- 
bién en la teoría de responsabilidad objetiva, y su apreciación no 
puede hacerse sin la apreciación de la actitud personal del agente; 
la materialidad del hecho no basta para establecerla $. 


(7) <Revue Critique», año 1905, p. 279. 

(8) «Revue Critique», año 1905, p. 279.. A estas fundadas objeciones, 
SALEILLES contesta — según él — aclarando la cuestión. En sentido origi- 
nario — dice — convengo que toda responsabilidad implica un factor mo- 
ral; pero tomo este término por extensión — agrega — en el sentido de 
obligación de reparación, que debe existir fuera de toda culpa del au- 
tor accidental del daño; tal concepto correspondería al que los alema- 
nes comprenden bajo el término genérico haftung. : 

El que ha causado un daño, se dice conmunmente, está en falta, sin 


A 


A 
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El argumento de rieseo creado no da, pues, un criterio seguro, 
determinante de las condiciones de la responsabilidad objetiva. 

Por lo demás, el hecho de instalar una fábrica, de aprovechar 
de un invento, por medio de una industria cualquiera, o de ex- 
plotarla ¿basta para afirmar que es el industrial quien ha 
ereado exelusivamente el riesgo? Si éste aparentemente tiene su 
causa generadora en el maquinismo, en el trabajo colectivo, en la 
naturaleza propia de cada industria, como hemos dicho, es nece- 
sario, aun entonces, convenir en que el rieseo, no sólo lo crea el 
patrón, sino también el obrero, el consumidor mismo que deman- 
da el artículo, la libre concurrencia, etc. El es consecuencia nece- 
saria de la actividad inteligente del hombre, impuesta por sus 


necesidades siempre crecientes. 


preocuparse de saber si está o no en culpa, y bien pudiera ser que el 
artículo 1382 no haya hecho sino reproducir esta expresión general (a). 
Eso sería, pues, la idea de culpa extendida a lo que no es sino un 
riesgo, y aplicando el término, responsabilidad a los hechos de los ries- 
gos, se habría cometido una imprecisión análoga a la que se tendría apli- 
cando a una relación de causalidad puramente material, una forma de 
sanción que implica de ordinario un elemento moral. 

Ello sería, mejor dicho, una cuasi-responsabilidad, al igual que se dice 
en derecho común cuasi-delito. 

Es necesario reconocer — continúa SALEILLES — que esos pretendidos 
delitos con que se incriminan nuestras pobres individualidades, no son 
sino resultados inevitables de la actividad y la vida; son riesgos de la li- 
bertad... Esas no son faltas. Son para la jurisprudencia, que las ca- 
lifica tales para hacer pagar los daños ocasionados, pero ella se guarda 
muy bien de investigar si verdaderamente el que los causó tenía inteli- 
gencia suficientemente desarrollada, o la posibilidad moral, sea para impe- 
dir el daño, sea de prevenirlo, o de abstenerse del acto del cual pudo re- 
SOÍtao. o. (La responsabilité du fait des choses devant la Cour Supérier- 
re du Canada, en loc. cit). 

(a) Ver MICHEL, que dice, acerca de la interpretación del art. 1383: 
«Para nosotros, la víctima del delito no debe probar otra cosa que una 
relación de causalidad entre el hecho del agente y el daño que sufre. 
En efecto, el art. 1382 dice en sus primeras palabras: «todo hecho o 
negligencia del hombre que causa un daño a otro....». Esto es lo esen- 
cial, lo neto; se trata de un hecho que causa daño, y no de una falta; 
no de una intención. Ver «Revue Critique», año 1901, p. 606. 
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Porque si así no fuera toda iniciativa, toda realización de la 
voluntad e intelivsencia del hombre, aplicada especialmente a la 
industria, a los inventos, etc., por loable y beneficiosa que fuera, 
comprometería la responsabilidad del industrial, del inventor, o 
del que aplica su invento, si entrañando aleún riesgo causara daño 
a alguno. El emprendedor que extraño a toda culpa o negligen- 
cia, aporta su actividad o capacidad al interés general, aunque 
tenga en vista el suyo propio, ¿se hace por eso sólo un responsa- 
ble eventual? ¡He ahí por qué el principio resulta injusto y arbi- 
trario, e impone una especie de traba a la actividad humana! 

El daño que en esas circunstancias se causare, ¿podría repu- 
tarse daño jurídico? Evidentemente no, según el concepto que 
del daño jurídico hemos dado antes. Para 'considerar el daño 
de tal naturaleza, es necesario que el hecho que lo produce sea 
antijurídico. 

Pero si el hecho es lícito; si el sujeto lo realiza conforme a 
su deber jurídico, a las prescripciones de la ley, ciertamente no 
puede causar daño jurídico, desde que respeta en absoluto la es- 
fera del derecho de los demás. Si no fuera así, deberíamos admi- 
tir que ese hecho, mientras por un lado respeta la norma jurí- 
dica por el otro la viola, atacando el derecho ajeno. Entonces 
una norma sería respetada y violada a la vez por el mismo su- 
jeto, lo que es absurdo concebir. Pues aun cuando se tratara de 
dos normas jurídicas diversas, sería imposible considerarlas en 
conflicto, porque ello choca contra el orden jurídico positivo, que 
contemporiza y armoniza las diversas leyes y no las deja subs- 
sistentes con disposiciones contradictorias ?. 

Concluímos, pues, que no es posible concebir una responsabi- 
lidad fundada en la idea de rieseo, y aun de rieseo profesional : 
responsabilidad de tal naturaleza sería evidentemente antijurí- 
dica. «El propio y verdadero principio del rieseo profesional, ex- 
cluye la responsabilidad, en el sentido del derecho común; es 
la negación del principio de la responsabilidad» *. 


(9) Según una oportuna y axiomática observación. (SALEMI, OP. Cif., p. 53). 
(10) FERBRARIS, Op. Cif., p. 49. 
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De donde la necesidad de dar otro fundamento y justificación 
a la doctrina del riesgo profesional, porque el principio, a no du- 
dar, es de útil y fecunda aplicación en la materia que estudia- 
mos, y en este sentido es también eminentemente social y pacifi- 


ecador. 


422, Justificación del principio del riesgo profesional. — De- 
cíamos hace un momento, que ha variado el concepto del riesgo 
profesional, en el sentido de que se considera como tal no un 
riesgo inherente y propio de cada oficio o profesión, y referido 
al obrero, — que es quien sufre los accidentes que ese riesgo 
fatalmente determina —, simo como obligación que se impone 
al patrón de indemnizar a aquél los daños que sufra a conse- 
cuencia del riesgo. 

La cuestión se reduce, pues, a establecer que desde que el 
riesgo existe y es inherente a la industria, a ésta deben atribuirse 
sus consecuencias perjudiciales. ¿Por qué debe soportar esta 
carga la industria? La respuesta explicativa es sencilla; desde 
que ella aprovecha del trabajo Gel obrero, justo es que le indem- 
nice los daños que necesariamente le causa **, 

De modo, pues, que esta obligación se impone al patrón, no a 
título personal sino como representante de la industria. 

He ahí reproducido el areumento substancial de la teoría de 
Fusinato, argumento jurídico que se ha aplicado a la debatida 
doctrina del riesgo profesional: ub3 commoda 1b1 est incommoda; 
sólo que Fusinato admite el principio sobre la base del contrato 


(11) Se responde a esta cuestión apoyándose en un principio de buen 
sentido y de equidad social. Los daños inevitables que entraña una 
industria, deben ser soportados y repartidos por los que aprovechan 
de ella. La partición de los buenos resultados exige en igual pro- 
porción la contribución a los malos (ubi emolumentum ibi et onus). 

Estos nos dice, en consecuencia, sobre quién caerá la carga del riesgo 
profesional. Será la industria, que retira del trabajo del obrero sus 
múltiples ganancias, porque gracias a ese trabajo ella puede satisfacer 
sus necesidades, responder a todos los progresos y aprovechar o aplicar 
todas las invenciones. Cfr. BOUuYER, De la responsabilité, n? 142. 
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de locación de servicios (aunque no en virtud de éste, como la teo- 
ría contractual). Pero al hablar de la industria surge una nueva 
dificultad, bien que más teórica que práctica. 

La industria, se ha dicho, debe cargar con las consecuencias 
del riesgo profesional. Pero ¿qué es la industria? ¿Qué factores 
o elementos la constituyen? Los economistas enseñan que la in- 
dustria está formada por el capital y el trabajo: que es una 
sociedad de patrones y obreros, agregan. Basta tener la más 
simple noción del concepto de scciedad para comprender la fal- 
sedad de esta analogía. 

Habrá reumón de esos dos factores, pero no sociedad. Se aso- 
cian en el sentido de que juntos trabajan y cooperan a un fin; 
es cierto que ambos, capital y trabajo, o, mejor dicho, sus agen- 
tes, patrón y obrero, obtienen y retiran beneficios de la indus- 
tria. 

Pero, desde luego, el aporte de uno y otro es muy distinto, y 
la retribución más distinta y desigual; el salario no puede equi- 
pararse a las ganancias o dividendos que se adjudican los patro- 
nes 12; no están, por lo demás, en un pie de perfecta igualdad 
jurídica; no hay por parte del obrero affectio societatis, ni voca- 
ción simultánea a pérdidas y ganancias. 

La relación Jurídica que vincula a patrones y obreros es, como 
sabemos, pura y simplemente, una locación de servicios Y, aun- 
que en la grande y moderna industria, debido — entre otros 
factores — al maquinismo, al trabajo en común, etc., adquiere 


(12) Esto no ocurre «necesariamente» así en la pequeña industria, donde 
a veces operarios especialistas tienen ciertos salarios que superan la ga- 
nancia aleatoria del patrón. 

(13) En este sentido sostuvo DEJACE: «1. Qua la solución del proble- 
ma de la reparación de accidentes del trabajo, debe buscarse en el te- 
rreno del derecho privado; que ese terreno es muy amplio para pro- 
veer a una solución equitativa; 2. Que principalmente el análisis del con- 
trato de locación de servicios y de las relaciones que ligan a patrón y 
obrero dan una base jurídica a la doctrina del riesgo profesional». (Con- 
grés des Accidents du travail et des assurances sociales de Milan, an. 
1894, t. 1, p. 792). 
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modalidades especiales, que necesariamente deben considerarse 
en nuestra materia. 

La relación de dependencia de: obrero respecto del patrón; 
la relativa subordinación de aquél respecto de éste, que tiene la 
dirección de los trabajos y en consecuencia cierta autoridad **, 
llevan al convencimiento de que la libre actividad de uno y otro 
es hoy, en la vida de trabajo industrial, aleo distinta. 

Y es precisamente éste el argumento jurídico que ha tenido 
en cuenta el legislador inglés al adoptar el principio del riesgo 
profesional sin intentar, en forma alguna, modificar el con- 
cepto de la responsabilidad. 

El bill de 1897, enmendado por la ley de 1906, enmienda que 
no ha tocado la cuestión de la culpa grave, que se mantiene siem- 
pre como excepción a la indemnización, se inspira en ese orden 
de ideas, muy lógico y consecuente con el principio del riesgo. 

« El riesgo profesional se consideró ¿mdividual, dice Chimirri, 
«comentando el bill de 1897, en tanto la explotación de la in- 
«dustria fué confiada a la máquina humana, máquina inte- 
«ligente y libre, y por tanto responsable. Pero así que la mo- 
<«derna industria hubo substituido la máquina humana por la 
«máquina de acero, y reemplazado la fuerza intelectual y libre 
«por la fuerza de los agentes ciegos e irresponsables de la natu- 
«raleza, habiendo sucedido al trabajo aislado la aglomeración 
«de la fábrica, todo ha cambiado. El dominio del azar ha subs- 
«tituído el dominio de la libertad, y frente al peligro que 
«amenaza a millares de obreros, el peligro individual y la res- 
«ponsabilidad individual han desaparecido para hacer lugar 
«a la responsabilidd colectiva de la industria Y, 


(14) Si bien mo la autoridad que atribuyen los partidarios de la teo- 
ría contractual al patrón, para fundar la correlativa responsabilidad 
respecto del obrero; autoridad que para algunos de ellos — para Saine- 
telette, por ejemplo — es un dogma. 

(15) Congrés International des Accidents du Travail et des assuran- 
ces sociales, (Bruxelles, 1897), p. 797. 
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43. Fórmula transaccional del riesgo profesional. — Después 
de haber estudiado en sus lineamientos generales el fundamento 
del riesgo profesional, es fácil entender por qué la ley, que en 
ese principio se basa, ha establecido también que la indemniza- 
ción no debe ser integral sino parcial, y cuyo monto debe de- 
terminarse según el caso, de acuerdo a una tarificación legal, 
a forfait, «aunque no como la ley sálica, que graduaba la in- 
« demnización según el miembro afectado, y concedía tanto por 
«un brazo, tanto por una pierna y tanto por un ojo; sino una 
«tarifa expresada en fracciones del salario y aplicada a los 
«casos netamente definidos, tales como la muerte de la vícti- 
«ma, o la incapacidad absoluta o permanente sufrida por el 
«obrero para el trabajo, dejando a los tribunales el cuidado de 
« apreciarla» *€, 

Para llegar a esta solución transaccional, el legislador ha teni- 
do en cuenta circunstancias como las siguientes: Que entre las 
distintas causas que originan los accidentes del trabajo hay un 
porcentaje, equivalente casi a la mitad del total, en que no 
aparece la responsabilidad definida del patrón ni del obrero; 
es decir, los casos de fuerza mayor, y los que prima facie — o a 
veces absolutamente — no son imputable ni a uno ni a otro. 

Entonces el obrero, según el rigor de los principios que aca- 
bamos de examinar no podría obtener indemnización, sino pro- 
bando la culpa del patrón, lo que no es fácil siempre por los 
motivos ya explicados. 

Desplazar arbitrariamente la carga de la prueba, imponién- 
dola al patrón, es decir, vencer la dificultad práctica del obrero 
por la inversión de la prueba, es también inicuo. Y bien, ante 
esta doble situación, que el legislador ha considerado con el 
riesgo profesional, ha surgido la solución transaccional *, «Los 


(16) CurEYssow, Congrés des Accidents du Travail, etc., (París, 1900), 
p. 867-73. 

(17) <De ahí la noción de riesgo profesional, que no imputa a perso- 
na alguna esta categoría de accidentes, y los pone a cargo de los gas- 
tos de la industria, moderando las tasas de pon — especie de 
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accidentes de esa clase darán lugar a una reparación, no inte- 
gral, sino parcial: el quantum de la indemnización se fijará de 
antemano, según una tarifa proporcional al monto del salario, 
de manera que prevenga o evite toda contestación» *, 


43*, Su extensión. — Llegamos, pues, a la siguiente conclu- 
sión: que el riesgo profesional se funda en un orden de ideas 
unánimemente aceptadas por ei legislador de todos los países 
elvilizados. 

Pero cesa esa uniformidad cuando se entra a considerar la 
extensión y límites de la aplicación de la doctrina. El quid de 
la cuestión, tan debatida en los parlamentos, en los congresos 
de accidentes del trabajo y de seguros *?, en la doctrina y en la 
Jurisprudencia es, precisamente, la amplitud que debe darse a 
la aplicación del principio. «El lado débil del sistema reside 
en la manera de concebir el riesgo profesional» ?, 

Si como acabamos de admitir, la industria debe cargar con 
las consecuencias de los accidentes que 2mevitablemente origina 
y de los cuales es causa exclusiva y necesaria, — no pudiendo, 


transacción — que en una materia donde la responsabilidad es obscura, 
pide a cada una de las partes renuncien recíprocamente a sus pretensio- 
mes extremas». 

«El obrero no obtiene la reparación integral del daño sufrido; pero al 
menos es siempre indemnizado, en lugar de ser pura y simplemente re- 
chazada por una excepción. El patrón, por su parte, si bien pierde el 
beneficio aparente que le confiere el art. 1382 del Cód. Civil en cuanto a 
la prueba, escapa no obstante a los peligros de la reparación total de 
que lo amenaza la humanitaria ¡jurisprudencia de los tribunales, inge- 
niosos para descubrir una falta donde en realidad no existe, con el objeto 
de acordar indemnización a la víctima». (CHEYSSON, loc. cit. Congrés 
Inter. des accid., etc., Paris, 1900). 

(18) ¡SACHET, op. cif., n? 14, t. 1. 

(19) Congrés des accidents du travail et des assurances sociales de 
Berne (1891); Congrés des accid. du trav. et des assur, sociales de Mi5 
lan (1894); Congrés des accid., etc., de Bruxelles, (1897); Congrés des 
accid., etc., de Paris (1900). 

(20) CuimirrR1, Congrés des accid., etc., de Bruxelles, (1897), p. 797. 
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por eso, imputarse ni al obrero ni al patrón, es decir, acciden- 
tes debidos a la fuerza mayor «inherente a la industria», o sea, 
al caso fortuito, comprendiendo en este concepto la culpa que 
hemos llamado industrial —, la cuestión cambia fundamental- 
mente de aspecto cuando intervienen factores extraños a la in- 
dustria o sus riesgos propios, tales como la culpa grave del 
obrero o del patrón, o la fuerza mayor. 

¿Por qué si la ley de accidentes (art. 17), faculta al obrero 
para optar indistintamente por ella o por el código civil, — 
en cuyo último caso obtendrá la reparación integral, probando 
que el accidente ha sido causado por la culpa del patrón —, no 
se ha de permitir a éste excusarse cuando el accidente es debiao 
a la culpa grave del obrero? *!. 

Después de esa solución transaccional del riesgo que se ha 
establecido entre ambos, patrón y obrero, obligándose cada uno 
de ellos a no discutir la responsabilidad por los accidentes cuya 
causa prima facie difícilmente puede concretarse, ¿por qué se 
ha de poner arbitrariamente a cargo de uno u otro, también las 
consecuencias de aquellos determinados por factores puramente 
subjetivos y que por su naturaleza misma nada tienen que ver 
con el rieseo, que deliberada y justamente los excluye? 

En efecto, «si la culpa es del patrón parece realmente inicuo 
pagar al obrero una indemnización reducida 22; si la culpa es 
del obrero, no parece menos inicuo atribuir al patrón carga al- 


(21) ¿Por qué la negligencia del operario, por atenuada que sea, en 
razón de las circunstancias que lo rodean, debe ponerse a cargo de la 
empresa? ¿Por qué, ex - converso, la culpa del patrón no debe encontrar 
una disculpa en la complicación de las maquinarias; en la imposibili- 
dad de prever todo, en la gran dificultad de extender su vigilancia hasta 
los menores detalles?, observa agudamente un autor (BruNo, <«Infortuni sul 
lavoro», n? 15, en Dig. It.). 

(22) Desde luego, pues esa reducción, que es la base de la transac- 
ción, se ha establecido para los casos de irresponsabilidad, o de dudosa 
responsabilidad. 
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guna — aun atenuada» — decia Cheysson, refiriéndose a la ley 
francesa %, 

Es evidente, decíamos hace un momento, que en caso de res- 
ponsabilidad definida del patrón, el obrero no se conformará 
con la indemnización reducida de la tarifa legal; él se amparará 
— y con razón — en las disposiciones del Código Civil (artícu- 
los 1069 y 1109); el derecho común entonces recobra su impe- 
rio para acordarle la indemnización total. 

El sistema seguido por nuestro legislador, al establecer que la 
culpa grave del obrero exime de responsabilidad al patrón, es 
el que adoptó el senado francés, y que el mismo Cheysson reco- 
noce «lósico y conforme a la equidad, lo que explica perfecta- 
mente por qué ha obtenido la acogida de ese alto cuerpo. Pero 
a pesar de lo seductor — continúa el nombrado escritor — que 
tiene ese sistema, no es el que ha preferido la Cámara de Di- 
putados, que se ha colocado no en el punto de vista de justicia 
ideal y absoluta, sino en aquel que tiene por objeto reglamentar 
pacíficamente las indemnizaciones a que da lugar el accidente 2. 


(23) Congrés des accid., etc., de Berne, 1891, p. 348. 
(24) Congrés des accid., etc., de Berne, 1891, p. 349. 


SEGUNDA PARTE 


La culpa grave y la ley 9€88, sobre accidentes 
del trabajo 


CAPITULO PRIMERO 


Antecedentes legislativos 


Bibliografía.—CH. DeJAcñ, La faute lourde, en «Congrés des acci- 
dents du travail, etc.», (Milán, 1894), t. 1;—Sacnpr, Op. cit.; —AGNELLI, 
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44, Antecedentes y proyectos. — Es de todos conocido un 
fenómeno general de carácter social y también jurídico y polí- 
tico, que desde veinte años a esta parte viene acentuándose 
cada vez más: la creación y evolución continua de un con- 
junto de leyes (v. n* 35) tendiente a tutelar al obrero, a prote- 
gerlo frente al capitalista industrial, a proponer soluciones jurí- 
dicas eficientes para resolver conflictos de naturaleza social y 
económica, que todos los días se plantean entre el obrero y el 
patrón, o sea, entre el trabajo y el capital. A este conjunto de 
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leyes protectoras del obrero se ha dado en llamar precisamente: 
legislación obrera. 

Aunque todas ellas importan para el legislador verdaderos y 
graves problemas, creemos que es la ley de accidentes del tra- 
bajo la más importante de las leyes obreras, no precisamente 
desde el punto de vista social y económico, sino, y sobre todo, 
desde el punto de vista jurídico, en cuanto entraña la delicada 
cuestión de la responsabilidad patronal, o de la obligación de 
indemnizar. 

Conviene no pasar inadvertidamente esta circunstancia suge- 
rente: que aparte de la evolución de la jurisprudencia, evolución 
que se demuestra por las tentativas dirigidas a forzar las dis- 
posiciones legales del Código que rigen el caso, — lo que hemos 
visto al eriticar la aplicación del artícuio 1133 del Cód. Civ.; y al 
estudiar la responsabilidad presunta, la responsabilidad por el 
«hecho» de las cosas, ete., agravando siempre la responsabili- 
dad patronal —, es necesario no olvidar que la sanción de estas 
leyes ha sido también resultado de un movimiento de opinión 
popular muy respetable, por cierto, pero que ha contado desde 
el primer momento con el apoyo de casi todos los partidos polí- 
ticos que, por lo demás, prometían esta ley, en sus respectivas 
«plataformas electorales». 

No puede decirse tampoco en términos absolutos que esto 
constituya una verdadera intromisión del Estado en las relacio- 
nes entre el capital y el trabajo, que, buena o mala, excesiva o 
inocua, obedece casi siempre más a razones de orden político- 
social y económico que jurídico *. 


E E 


Del examen de la cuestión se advierte fácilmente que en ella 
aparece como dominante el factor «económico», aspecto princi- 


(1) «Mientras otras aspiraciones hacia una transformación integral 
de la sociedad, continúan todavía en el campo del pensamiento y de la 
propaganda, el socialismo de Estado es un hecho real». AGNELLI, Com- 
mento alla legge sugli infortuni del lavoro, p. VI (Introd.). 
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pal de la industria. Y, precisamente, la solución del problema 
tiende a la adopción de sistema según el cual pueda proveerse a 
la remuneración completa de esos dos factores a que nos refe- 
ríamos: el capital y el trabajo, factores esenciales de la indus- 
tria. , 


En nuestro país, como en todos aquellos en que se ha aceptado 
el principio del riesgo profesional en materia de accidentes del 
trabajo, votándose leyes que son su consecuencia, éstas han te- 
nido una larga y trabajosa gestación. 

He aquí nuestros antecedentes legislativos: 

En 1902 los diputados Roldán y Avellaneda presentaron en 
la Cámara de Diputados un proyecto de ley sobre indemnización 
por accidentes, etc., estableciendo en lo referente a la indemni- 
zación el sistema del seguro voluntario. 

Dos años después el doctor J. V. González, siendo Ministro 
del Interior presentó en el Conereso un proyecto titulado Ley na- 
cional del trabajo. En lo referente a accidentes establecía los prin- 
cipios siguientes: 1? La responsabilidad del patrón fundada prin- 
cipalmente en la culpa y regida por el Cód. civ. (art. 89 de la 
ley); en consecuencia, la responsabilidad de aquél cesaba toda 
vez que el accidente hubiera sido causado intencionalmente o por 
culpa de la víctima, o debido a fuerza mayor extraña al trabajo, 
como terremotos, inundaciones, rayos, etc. (art. 93 de la ley) ?. 


(2) Al hablar de accidentes causados por fuerza mayor, debe enten- 
derse, desde luego, los exclusivamente producidos por ella. Así, por 
ejemplo, si un rayo incendia un polvorín, causando numerosas víctimas no 
puede decirse que el accidente sea debido por eso a fuerza mayor; el rayo 
o la caída del rayo es, como tal un caso fortuito (no precisamente fuer- 
za mayor en el concepto de Exner, que aceptamos); pero sería necesario 
investigar si los efectos del rayo se deben a la falta o mala disposición 
del pararrayos, o a no haber protegido convenientemente el polvorín, 
(casus culpa determinatus). Es decir, que bastaría poder señalar la menor 
culpa o negligencia del patrón, para hacerlo responsable. Por eso hace- 


GS” 
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Decimos que la responsabilidad patronal en el proyecto Gon- 
zález se fundaba principalmente, pero no exclusivamente en la 
culpa. En efecto, según el artícuio 94 del citado proyecto se 
establecía a los fines de la indemnización una reparación propor- 
cional en estas dos hipótesis: 

a) «Cuando el accidente es producido por un hecho fortuito». 

b) «Cuando la falta es imputable a la víctima, y en particu- 
«lar cuando ésta ha contravenido disposiciones del reglamento 
« interno, o cuando habiendo descubierto durante su trabajo en 
«las instalaciones defectos que hayan producido el accidente, 
«no haya dado aviso de ello a los superiores, o al empresario 
« mismo, a menos que probare que éstos tenían ya conocimiento 
«de los efectos o peligros existentes» $, 

Esta última parte parece inspirada en la ley e interpretación 
jurisprudencial anglo-americana?. 

En 1906 la Unión Industrial Argentina presentó otro proyec- 
to que no aportaba ninguna modificación fundamental sobre los 
anteriores. 

Al año siguiente el diputado A. Palacios proyectó una ley 
de accidentes, estableciendo el sistema del seguro obligatorio. 

Ese mismo año el doctor J. N. Matienzo, jefe del Departa- 


mos una aclaración conveniente entre cuestiones que con frecuencia se 
confunden en la práctica. Por lo demás, la distinción resulta clara del 
proyecto, de acuerdo al principio general del artículo 89. 

(3) Se trata de casos especiales en que la omisión de cualquier di- 
ligencia exigible en la industria importa un hecho culpable, cuyas coan- 
secuencias debía sufrir la víctima sin recurso jurídico alguno, según el 
proyecto. 

(4) GoNzáLez incluyó entre las atenuantes de responsabilidad del 
empresario las causales que según la jurisprudencia anglo - norteamericana 
eximían de responsabilidad a aquél; ellas son las conocidas por assump- 
tion of risks, aceptación tácita de los riesgos, lo que se presume toda vez 
que el obrero no los denuncia conociéndolos; la contributory negligence, 
o culpa profesional del obrero. 

Por lo demás, nuestros tribunales han hecho constante aplicación de es- 
tos principios, en los casos de culpa concurrens. 
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mento nacional del trabajo, presentó en el Congreso un proyecto 
estableciendo la presunción de culpa patronal, y, en consecuencia, 
de imversión de la prueba*. 

Art. 19 — Todo patrono, sea persona natural o jurídica, es responsable 
de los accidentes ocurridos a sus operarios y empleados, con motivo y 
en ejercicio de la ocupación en que los emplea, a menos que la. vícti- 
ma misma haya causado intencionalmente el accidente, o que éste sea 
debido a fuerza mayor extraña al trabajo». 

Art. 2% — La responsabilidad del patrón se presume, salvo la prueba 
en contrario, respecto de todo accidente ocurrido en el tiempo y lugar 
del trabajo que se realiza por su cuenta. 

En 1910 el diputado Escobar formuló un proyecto casi análo- 
go al anterior €, 

Art. 2% — Todo patrono, sea persona natural o jurídica, es responsable 
de los accidentes del trabajo ocurridos a sus operarios, Obreros, jorna- 
leros o peones y empleado, a menos que la víctima haya causado el 
aceidente intencionalmente o que éste sea debido a fuerza mayor ex- 
traña al trabajo”. 

Como se ve, en estos proyectos la responsabilidad patronal no 
se funda solamente en una presunción de culpa, sino que por 
su extensión aquélla asume también los caracteres de una ver- 
dadera garantía. En efecto, el patrón sólo deja de ser responsa- 
ble: a) cuando la víctima ha causado intencionalmente el acci- 
dente; b) cuando éste es debido a «fuerza mayor extraña al tra- 
bajo»; de donde resulta que en todo otro caso el patrón conti- 
núa «obligado a indemnizar», aunque pruebe que el accidente 
no ha sido originado por su culpa, sino por un riesgo inherente 
a la industria o al trabajo; es decir, es responsable sin culpa, 
según el principio de la teoría objetiva. 

La nueva ley de accidentes del trabajo, casi substancialmente 
idéntica a estos proyectos en lo que concierne al principio y exten- 
sión de la responsabilidad, permítasenos esta disresión, parece 
confundir como ellos los conecptos de caso fortuito y fuerza 


(5) Boletin del Departamento Nacional de Trabajo, año 1912, p. 113. 

(6) Boletin del Departamento Nacional de Trabajo, año 1912, p. 120. 

(7) V. la ley española de accidentes del trabajo, del 20 de enero 
de 1900 y la de 10 de enero de 1922, que citamos más adelante. (V. n* 49). 
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mayor. En el claro y preciso concepto de Exner, la fuerza ma- 
yor, a diferencia del caso fortuito, es siempre extraña al trabajo. 
« Fuerza mayor, en el sentido de la norma jurídica de que aquí 
«se trata $, es un acontecimiento que reune los caracteres siguien- 
«tes: 1% se ha «originado» fuera del círculo industrial de la em- 
« presa ?, y cuya acción ha causado en este círculo industrial un 
«daño corporal o material; 2% que debido a la clase e impor- 
«tancia de su manifestación, el hecho excede visiblemente los 
«accidentes tenidos en cuenta en el eurso normal de la vida». 

Es decir, que la fuerza mayor se caracteriza por su «proceden- 
cia exterior» y por lo «extraordinario del hecho». 

En 1912 las diputados Palacios, Justo y Laurencena presen- 
taron otro proyecto; y, finalmente, en 1915, después de algunos 
incidentes originados por el aplazamiento indefinido del estu- 
dio y discusión del proyecto últimamente presentado, y que pa- 
recía destinado a correr igual suerte que los anteriores, se san- 
- cionó la actual ley de accidentes del trabajo. 

Está de más decir que desde su sanción hasta hoy la ley ha sido 
eriticada y casi siempre con justicia 9%. Hemos tocado incidental- 
mente uno de los puntos vulnerabies: la forma de indemmiza- 
ción. 

Es cierto que hay otros que no lo son menos, pero en razón 
del tema que estudiamos y debiendo ceñirnos a él considerare- 
mos una sola cuestión: ia culpa grave del obrero entendida 
como eximente de responsabilidad del patrón. 

Dentro de esos límites nos es permitido formular nuestra apre- 
ciación de la ley al respecto, lo que pasamos a hacer. 


(8) ExnNeR, La fuerza mayor; trad. M. Miñana y Villagrasa, (Ma- 
drid, 1905), p. 184. Ver también sobre esto la notable tesis de RADOUANT, 
Du cas fortuit et de la force majeure, (Paris, 1920). cap. 11, HI y IV. 

(9) Se refiere EXNER a las empresas de transporte, pero el concepto que 
él da a la fuerza mayor puede hacerse extensivo a los accidentes industriales 
cualesquiera que fueren. (Prólogo del traductor). 

(91) Por lo que es plausible en general la reforma proyectada en 1925. 
(V. n? 482). 
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44!, La culpa grave del obrero y el principio del riesgo pro- 
fesional, Jurisprudencia. — Si alguna cuestión fué debatida 
durante la discusión parlamentaria de la ley, ha sido precisamente 
la de la inclusión de la culpa grave del obrero entre las eximentes 
de responsabilidad patronal *”. Sin embargo, desde el punto de 
vista doctrinario la discusión arroja poca luz en el asunto. 

Es de advertir también que si en la práctica la excepción de 
culpa grave no ha originado las dificultades y los conflictos que 
se esperaban, ello no ha dejado de preocupar nuevamente la aten- 
ción del legislador. La ley se sancionó en 1915, y en el período 
de sesiones siguientes se presentó en la Cámara de Diputados, 
un proyecto suprimiendo la cuipa grave de entre las excepcio- 
nes previstas por la ley; de modo que, según ese proyecto, la 
responsabilidad del patrón no tendría otra limitación que el dolo 
del operario y la fuerza mayor extraña al trabajo. 

No debe olvidarse, por lo demás, que la ley de accidentes ha 
sido sancionada, como vemos, hace muy poco tiempo, y que sólo 
en pocos casos ha sido opuesta por el patrón la excepción de 
culpa grave, sea porque realmente no haya ésta sido causal del 
accidente, sea porque aun en ese caso se haya preferido cortar 
toda discusión o litigio. Por lo que la jurisprudencia en pocos 
casos también se ha pronunciado acerca del alcance e interpre- 
tación de la disposición lesal en cuestión. 

El primero de ellos — ya terminado este trabajo —, fué el 
fallo de la Cámara Civil 2* im re «Scherman A. versus Gil 
Greiser», en 27 de junio de 1918 *!, En él se establece que: «La 
«culpa grave de nuestra ley, no es otra que la culpa inexcusable 
«de otras legislaciones, la que debe ser apreciada en concreto, 
«y no en abstracto, y resultar de las cireunstancias del caso» *?, 


(10) V. Dario de sesiones de la Cámara de Diputados, (año 1915), t. 3, 
p. 537 y sigs. Informes y discursos de los diputados Melo, Demarchi, Marcó, 
Repetto y otros. 

(11) Por cuya razón lo indiqué en la primera edición de este libro, 
en apéndice. 

(12) Gaceta del Foro, n* 708, p. 14. 
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Precisamente, al hablar de la importancia que tendría la adop- 
ción de un criterium que determine en lo posible la calificación 
de la culpa grave, digo que ello impondrá, ante todo, el examen 
de las circunstancias especiales en cada caso, es decir, conere- 
tarla, como ahora lo declara el tribunal citado. 

En ese sentido, pues, el pronunciamiento que traigo a colación 
viene a visgorizar la tesis que sostengo. 

En la misma sentencia se pronuncia el tribunal sobre otra 
cuestión que ya he analizado: los reglamentos de trabajo, que ese 
tribunal entiende no como conjunto de normas disciplinarias y 
preventivas, sino como disposiciones que delimitan responsabilidad 
del patrón. Dice la Cámara: «habría incurrido en culpa (el ope- 
«rario), no obstante las consideraciones expuestas, «si hubiera 
< desobedecido una prohibición expresa». 

Hay, por eso, en este punto, relativa discrepancia entre la auto- 
rizada opinión de la Cámara y la mía. Sostengo yo a este respecto 
que si se atiende al espíritu de la ley, la desobediencia de una 
prohibición expresa o tácita no basta, por eso sólo, para dar al 
hecho en cuestión la calificación de culpable; es necesario, repito, 
que esa prohibición se haya establecido como medida «necesaria» 
para prevenir los accidentes; que así entendida haya sido vio- 
lada conociendo las consecuencias de ello; en fin, que esa medi- 
da pueda ser lógicamente obedecida en el trabajo *% (vw. n* 47, 
donde examinamos la cuestión). 


(13) Así, por ejemplo, como lo ha declarado la Corte de Apelaciones 
de Milán «El industrial que advirtiera al operario no respirar gases dele- 
téreos en un laboratorio químico; no permanecer en una mina que se hace 
explotar, o en una peña que se precipita; o no poner el cuerpo entre los 
repulsores de dos vagones al engancharlos, se les podría responder que 
ordena lo que es imposible evitar; bien que no hace sino apelar al ins- 
tinto de conservación del individuo, como si dijera, está prohibido da- 
ñarse o suicidarse. Otro tanto podría decirse referente a muchas moda- 
lidades en o con las cuales debe efectuarse un trabajo determinado. 

La mayor parte de ellas no son sino recomendaciones prudenciales, o 
providencias de carácter técnico cuya violación es comunmente consecuen- 
cia necesaria del trabajo. (Giur. Tor., 20 de Enero de 1904, p. 487). 
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Pero, como se advertirá desde luego, toda vez que esa excep- 
ción existe en la ley ,ella puede someterse en todo momento a la 
decisión de los tribunales, y aunque es indiscutible que en tal 
caso se presentará, y ante todo, el examen de una cuestión cir- 
eunstancial, es innegable que la adopción de un criterium que 
determine abstractamente los caracteres de la eulpa grave en 
materia de accidentes de trabajo sería una contribución de po- 
sitivo valor al estudio de un punto que ha sido muy discutido y 
poco explicado. 

Claro está que tal concepto no ha sido fijado con suficiente 
claridad, ni podía resultar necesariamente de los términos de la 
ley, ni de los decretos que la reglamentan, que sólo por vía de 
hipótesis consideran algunas situaciones particulares. 

Pero esto no significa que no puede aceptarse una norma ge- 
neral que, fundada implícitamente en el concepto del riesgo pro- 
fesional, entendido «como conjunto de causas de peligros per- 
« manentes, superiores a toda medida de seguridad. y que residen 
«en las condiciones mismas de la industria. y en las necesidades 
«que le son impuestas en su funcionamiento» **, sirvan no sólo 
para determinar la «profesionaiidad» del accidente, sino tam- 
bién para hacer más fácil concretar la culpa grave; pero que 
entraña, repito, una cuestión puramente cireunstancial. 

En efecto, para ello se deberá lener en cuenta muchos factores: 
la competencia y experiencia del obrero; su grado de diseer- 
nimiento, la conducta que observa, ete. En un obrero novicio o 
inexperto; en un menor, en uza obrera, puede ser explicable un 
mayor coeficiente de negligencia o imprudencia, al <a que en 
un obrero experto y demás, no podría admitirse la misma exeu- 
s2. Estas circunstancias determunan el criterium que sigue por 
ejemplo la jurisprudencia francesa para calificar la «faute inex- 
cusable» y la «excusable». Por eso mismo debe reconocerse, tam- 
bien, que el lesislador francés ha sido más explícito que el nues- 
tro, cuando dice en vez de culpa grave culpa inexcusable *%, pues 


(14) FUSINATO, Op. cit. 


(15) Al legislador francés, ha parecido la culpa inexcusable más gra- 
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el concepto da la idea de culpa concretada en una forma particu- 
larmente grave. 


ve aún que la culpa torpe (culpa lata). Es algo más. «La expresión 
faute lourde, decía M. Thévenent en su relación al Senado, no tiene 
en nuestro lenguaje judicial una significación muy precisa, y pueden, por 
consiguiente, los tribunales calificar así simples negligencias o infraccio- 
nes a los reglamentos, toleradas no obstante por el uso, por lo que pensa- 
mos que la culpa debería ser de tal gravedad que no tuviera excusa, y 
hemos agregado, por eso, al art. 1 «a menos que haya habido falta 
inexcusable de parte del obrero, entendiendo así que el riesgo profesional 
sea aplicado de la manera más amplia». V. en LouBaT, Traité sur le ris- 
que professionnel, (cit.), t. 1, n* 1107. 


CAPITULO SEGUNDO 


La culpa grave.—El accidente de trabajo.—Noción: elementos.— 
Los reglamentos de trabajo.—Jurisprudencia 


45. La culpa grave como excepción legal, — La ley exime de 
responsabilidad al patrón, o lo que es lo mismo no erea la obli- 
gación de indemnizar al obrero, el daño causado por un accidente 
del trabajo cuando esa causa es extraña al rieseo de la profesión 
o industria. 

Estas causas pueden ser, ya de carácter objetivo: fuerza 
mayor extraña al trabajo (art. 4%, inc. b), ya de carácter pura- 
mente subjetivo: dolo, fatal intencional o culpa grave (art. 42, 
inciso a). 

La causa que determina el accidente es lo que da a éste el 
carácter de «profesionalidad»; es decir, que una investigación 
de índole etiológica se impone necesariamente. 

En razón del tema que estudiamos, debemos ceñirnos al exa- 
men de las causas que constituyen el segundo grupo, y que, con 
la ley, subdividimos en otros dos. Queda exento el patrón — 
dice el art. 4%? — de toda responsabilidad por concepto de un 
accidente del trabajo: 

a) cuando ha sido «intencionalmente» provocado por la víe- 

tima; 

b) cuando proviniese exclusivamente de la «culpa grave» de la 

misma. 

Esto es, que la ley no comprende dentro de la responsabilidad 
patronal, establecida en el art. 1: 
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12 Los accidentes causados intencionalmente, entendiendo por 
intención no sólo el propósito o voluntad de realizar el hecho que 
determina el accidente, sino también el propósito de que se pro- 
duzean las consecuencias perjudiciales que darían origen a la 
indemnización ?*. 

El hecho de exponerse intencionalmente al riesgo se designa 
con el término «dolo del operario», y a esto se refiere la ley, cuan- 
do dice «intencionalmente provocado (el accidente) por la víe- 
tima». 

Huelga decir que si el patrón opone esta excepción lesal a 
la acción del obrero, debe provar el dolo o la culpa grave, pues 
«Qui dolo dicit factum aliquid licet im exceptione docere dolum 
admissum debet». (Dis., 1. XXIT, t. I11-84r.1-De probat.). 

22 Los accidentes que sin ser precisamente debidos a la inten- 
ción deliberada del agente, sin que el operario quiera voluntaria- 
mente exponerse al rieseo, se pruducen, no obstante, debido a la 
falta «inexcusable» de aquél, para usar los términos de la ley 
francesa. 

Pero es aquí donde aparece la gravedad de la cuestión. 
¿Dónde empieza esa falta inexcusable, esa culpa grave? ¿Dónde 
termina la culpa simple, es decir, aquella que por su naturaleza 
y origen debe reputarse caso fortuito en el caso del riesgo pro- 
fesional, en que se funda nuestra ley de accidentes del trabajo? 

La determinación de la culpa grave en materia de accidentes 
entraña en primer término la cuestión de interpretación de la ley 
que la rige; toda interpretación legal, de acuerdo a un precepto 
muy sabio y general, debe hacerse por la ley misma. Esto es que 
si se atiende al esencial principio en que la ley se funda, el riesgo 
profesional, la cuestión ardua y compleja príma facie, se simpli- 
fica y aclara considerablemente. 

No vamos a discutir si el legislador ha podido o no desprender- 
se de la idea de culpa en absoluto; si ha admitido en easo excep- 
cional la responsabilidad subjetiva, pero sí puede afirmarse que 


(1) Sacuer, op. cif., t. 2, n* 1382. 
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al establecer la culpa erave como eximente de responsabilidad 
patronal, ha sido consecuente y lógico con el principio básico de 
la ley. 

En efecto, sólo una causa que atribuya el carácter de profesio- 
nalidad al accidente puede dar origen a una indemnización, en 
el sentido en que la establece la ley. Toda causa generadora de un 
accidente que no tenga ese carácter específico, que no pueda 
reputarse propiamente «causa profesional», debe ser excluída 
necesariamente de la ley; así el dolo y la fuerza mayor ?. 

Pues es evidente que en los casos genéricamente previstos por 
ella, en el art. 4%, o sea, cuando el accidente ha sido intencional- 
mente provocado, o proviene de la culpa grave del operario, «no 
«es el trabajo, no es la industria, no es la profesión, no son sus 
«riesgos específicos m genéricos» que lo producen u originan, sino 
y por el contrario factores de índole subjetiva, muy diversos, por 
cierto, de aquellos previstos y considerados en el principio del 
rieseo profesional; en tal virtud, no pueden fundar la oblisación 
de indemnizar, que en ese caso sería obligación sin causa. 


46. Caracteres del accidente. Profesionalidad.—Análisis juris- 
prudencial. — Combinando los principios con las disposiciones 
levales podemos establecer que la profesionalidad está determi- 
nada por las circunstancias siguientes: 

Primero, que el accidente acontezca en la ejecución del trabajo; 
concurren a darle este carácter genérico los diversos factores de 
tiempo, lugar, etc. Así, es necesario que el accidente ocurra «du- 
rante el tiempo de la prestación de servicios» (art. 1? de la ley); 
a esto llamaremos elemento cronológico del accidente. La juris- 
prudencia ha dado gran extensión al concepto legal «durante el 
tiempo», considerando dentro de él no sólo el tiempo empleado 
en el trabajo directo, por así decirlo, sino también el tiempo em- 
pleado por el obrero al concurrir al trabajo, o al retirarse de él *, 


(2) V. COUTRIN, op. cift., págs. 37 y sigtes. 
(3) Véase sentencia dictada en 13 de abril de 1921 por la Cámara 
Civil 2% de la Capital, donde se acepta el principio expuesto, si bien en 
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Y así se ha considerado accideníe inherente al trabajo al ocurrido 
durante el transporte de obreros; a la verdad, en este caso concu- 
rren el tiempo y la «ocasión» del trabajo *. Desde luego, es indi- 
ferente a este respecto que el accidente ocurra en día de trabajo 
o en día de fiesta, si el patrón consintió en ello *. 

También a este factor ha dado la jurisprudencia un significado 
lato, considerando que la relación de causalidad entre el acciden- 
te y el trabajo puede ser directa o ¿mdirecta*, excepto, claro está, 
que intervenga culpa grave, y en punto a esto se ha considerado 
tal la desobediencia, por parte del obrero, de una prohibición 
expresa ”. 

Segundo, que éste se produzca con motivo y en ejercicio de la 
ocupación en que se les emplea (a los operarios o empleados); y 
es esencial esta cireunstancia, desde que implica la verdadera 
relación de «causalidad», entre el hecho y el daño, por lo que 
podemos llamar a este «nexum» factor etiológico, elemento que 
por sí solo determina el carácter del accidente, aun cuando no 
concurran las circunstancias del tiempo y lugar*. En fin, puede 


el caso se rechaza la demanda por haberse producido el accidente debido 
a culpa grave del obrero. V. Juris. Arg., t. VI, pág. 328. 

(4) Cámara Civil 1* de la Capital, 18 de febrero de 1919. V. Jurisp. 
AÁrg., t. 3, pág. 34. 

(5) Cámara Civil 1* de la Capital, 22 de mayo de 1924, V. Jurisp. Arg., 
t. 12, pág. 740. 

(4) Cámara Civil 2% de la Capital, 31 de diciembre de 1918. Ver 
Jurisp. Argent., t. Il, p. 922. Ver también fallos de la Cámara Civil 1* 
de la Capital, 21 de agosto de 1918, en Jurisp. Arg., t. 1L, p. 225 y Cáma- 
Ta Federal de la Capital, 8 de agosto de 1918, en Jurisp. 4Arg., t. II, p. 
185. 

(7) Cámara Civil 2% de la Capital, 27 de junio de 1918, en Jurisp. 
Arg., t. 1, p. 894. 

(8) La Cámara Civil 1* de la Capital, en sentencia de 26 de agosto 
de 1918, ha decidido que el patrón es responsable por el accidente ocurrido 
al obrero, víctima de un atentado huelguista fuera del sitio habitual de su 
trabajo, pero que iba a reanudar sus tareas transportado por un automóvil 
de pertenencia de su patrón. Es evidente — se dice en la sentencia — 


«que las palabras «durante el tiempo de la prestación de log servicios», 
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influir en la caracterización del infortunio, el lugar donde se 
produce; ello determina el elemento topográfico del accidente. 

Es condición sine qua non que el accidente sea consecuencia 
del trabajo del obrero ?. Debe entenderse por trabajo del obrero, 
sea el ejercicio de su oficio o profesión, sea la ejecución o cum- 
plimiento de la obligación contratada. Para el obrero consiste 
esto, desde luego, en poner a disposición de la industria su acti- 
vidad física o mental, en la medida que las circunstancias lo 
requieran, dentro de lo lícito. 

Es decir, que no sólo se comprende por trabajo las operaciones 
de carácter puramente téenico, sino también las que se reputen 
necesarias, y aún oportunas para la protección o seguridad del 
establecimiento en que se trabaja; por ejemplo: prestar asistencia 
a los demás en caso de peliero; ayudar a extinguir un incen- 
dio, etc. De donde, pues, el carácter de accidente industrial es, 
en este sentido, muy extenso. No sólo comprende a los infortu- 
nios que ocurren al obrero en ejercicio de su propio oficio, como 


no se refieren a la duración de la jornada de labor, es decir, al tiempo 
en que diariamente permanece el obrero en el taller o en la fábrica. A en- 
tenderlo en el sentido expresado por la parte demandada, el legislador no 
hubiera necesitado precisar más abajo como causa ocasional el ejercicio 
de la ocupación, pues ello hubiera importado una redundancia. Lo que se 
ha tenido en vista es la época durante la cual está vigente el contrato de 
locación celebrado entre patrón y obrero, contrato que, aún cuando tiene 
modalidades especiales, corresponde contemplar, hoy por hoy, a la luz de 
las reglas establecidas en el código civil. para los contratos consensua- 
les. (Ver Juris. Arg., t. IL, p. 235). Ver también Cámara Federal de la 
Capital, 14 de marzo de 1919. Jurisp. Arg., t. 111, p. 112. Sobre este 
punto en la doctrina y jurisprudencia francesas véase COURTIN, La notion 
d*accident du travail (Paris, 1925), págs. 59 a 122. 

(9) Un accidente ajeno al trabajo no da lugar a indemnización. Y por 
eso solo a título meramente informativo puede citarse jurisprudencia que 
es en esto relativamente abundante. V. Cámara de Apelaciones (2* Sala), 
de Rosario, 10 de septiembre de 1923 en Jurisp. de los Tribunales de Santa 
Fe, t. IL, p. 540. Cámara Federal de Rosario, 3 de noviembre de 1923, 
en la misma recopilación, t. 11, p. 599. 
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consecuencia del riesgo específico de ese oficio. individualmente 
considerado, sino también aquellos que eventualmente se produ- 
cen a consecuencia del riesgo genérico de la industria *”. El obre- 
ro que sufre un accidente en tales cireunstancias debe ser indem- 
nizado 101, 


47. Reglamentos de trabajo. Su fin preventivo. Jurisprudencia. 
— Ahora bien, con esta noción del accidente profesional o indus- 
trial, carácter que, como vemos, resulta de la concurrencia del 
factor etiológico, cronológico o topográfico, pasemos a estudiar 
cuándo en un hecho está excluída la «profesionalidad» del acci- 
dente, a pesar de existir en él aleunos de los elementos consi- 
derados. 

Un hecho debido a la culpa grave o inexcusable del operario o 
del patrón es un hecho «ilícito» en el concepto del rieseo profe- 
sional. Un hecho de tal naturaleza «no es efecto necesario del 
trabajo». 

El accidente «culpable» tiene el carácter específico de hecho 
profesional «cuando esa culpa o negligencia tiene su origen en 
el trabajo»; cuando ella es consecuencia de la temeridad que el 
hábito del peligro engendra en el trabajo arriesgado, por cuyo 
motivo se podría llamar culpa industrial o profesional. 

Se explica entonces que el nezum legal continúe, desde que esa 
culpa sui generis no rompe el vínculo de causalidad entre el tra- 
bajo y el accidente **. 


(10) Cfr. AGNELLI, op. cit., n? 178. COURTIN, loc. cit. 

(101) Este concepto de riesgo genérico fué decididamente sostenido por 
el juez Ferrarotti en una sentencia (confirmada) dietada en un caso de 
indemnización fundado en la ley 9688. La víctima, empleado de oficina, 
había perecido ayudando a extinguir un incendio producido en el taller de 
su patrón. El juez hizo lugar a la acción valorando el acto de arrojo e in- 
vocando como fundamento el riesgo profesional. Sentencia de S de marzo de 
1924, en el caso «Taiana v. The Morgan Crucible y Cía. (V. en Gaceta del 
Foro. de 12 de marzo de 1924). 

(11) Considerando el hecho culpable en sí mismo, de acuerdo a los princi- 
pios del derecho común, basta que haya culpa o negligencia, para que la ley 


niegue recurso jurídico al que sufre sus consecuencias, si el hecho le es impu- 
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Pero es distinto, por cierto —, dentro del principio dominante 
del riesgo —, el aspecto que adquiere la cuestión cuando la culpa 
del obrero es independiente de la idea de rieseo profesional y tie- 
ne su origen en un hecho, y a veces hábito, extraño al trabajo y 
aún peligroso para el trabajo mismo, v. gr., la ebriedad. Y así lo 
ha entendido la jurisprudencia *?, pues culpa parece confundirse 
y similarse al dolo. A la demarcación de la línea divisoria entre 
una y otra culpa tiende esta somera explicación. 

Hemos dicho que la cuestión, — difícil de suyo — se simpli- 
fica si ajustamos nuestro criterio al principio dominante de la 
misma ley de accidentes. Pero empezaremos por colocarnos en 
las hipótesis previstas genéricamente en el decreto nacional regla- 
mentario de aquélla, tratando de resolverlas mediante el examen 
de algunos casos concretos. 

Desde luego, no creemos que el art. 131, por ejemplo, al consi- 
derar situaciones especiales, aclare o precise el alcance de la ley 
en este punto, pero sí en la eficacia que da a la reglamentación 
del trabajo, entendida como conjunto de normas disciplinarias, 
tendientes a evitar o prevenir muchos accidentes; o también como 


table (art. 1111 del Cód. Civil). Quisque ex sua culpa damnum sentit, dam- 
num sentire non videtur. (V. números 24, 26 y 37). Pero el caso es acá dis- 
tinto, pues así como el trabajo endurece los músculos, atenuando la sensibi- 
lidad física lo mismo el peligro amortigua la sensibilidad psíquica». (CAR- 
NELUTTI, Op. Cit., t. 1, p. 319). 

(12) La Cámara Civil 1* de la Capital en sentencia de 12 de abril de 
1923 declaró que la ebriedad de la víctima de un accidente del trabajo, que 
ninguna causa extraña justificaba, importa culpa grave que extingue la res- 
ponsabilidad patronal (Ver Juris. Arg., t. X, pág. 248). En otro caso el mis- 
mo tribunal declaró que el estado de ebriedad de la víctima, en el preciso 
momento del accidente en un hecho producido no por razón del caso fortuito 
o fuerza mayor inherente al trabajo, sino únicamente por una perturbación 
del espíritu por causa del alcohol, ya que debido a ello el obrero no prestó 
la atención y ejecutó su cometido en la forma que era menester, exime de 
responsabilidad al patrón. Sentencia de 23 de noviembre de 1923. (Ver en 
Juris. Arg., tomo XI, pág. 1039). El mismo principio ha sostenido la Cáma- 
ra Civil 2% de la Capital, en sentencia de 26 de diciembre de 1923. (Ver en 
Juris. Arg., tomo XI, pág. 1304). 
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medio de prueba, para demostrar en casos concretos la culpabili- 
dad de quien los viola. 

Pero ocurrido un accidente, no es la mera infracción del regla- 
mento lo que pueda dar a aquél la calificación de culpable o no; 
es decir, si es o no profesional el hecho que lo genera. 

En efecto, ¿debe depender la calificación de la culpa, de las 
disposiciones reglamentarias vigentes en la fábrica, y negarse, en 
consecuencia, la indemnización al obrero en caso de sufrir éste 
un accidente debido a la simple infracción del reglamento? Creo 
firmemente que no; y advierto que no doy importancia alguna 
a la circunstancia de que el reglamento emane de la sola voluntad 
del patrón, o que haya sido discutido, preparado o aprobado de 
acuerdo con los obreros. Se me hará, tal vez, algunas objeciones; 
por ejemplo: 1? que el obrero contrata un trabajo específicamen- 
te determinado, sea en razón de su profesión, sea por la asigna- 
ción que se le haga; en tal virtud, todo trabajo fuera de esa obli- 
gación no concierne al contrato; 2? que una prohibición expresa, 
aceptada tácitamente por el obrero al contratar su trabajo con el 
patrón lo obliga a respetarla como la ley misma (art. 1197 del 
Código Civil), pues tal es el principio general. 

Según esto, debería negarse al obrero recurso jurídico contra 
el patrón cuando violara esa prohibición, lo que sería absurdo, 
pues estamos en presencia de una ley de excepción, que crea para 
el obrero y el patrón una especie de ¿us singulare; y que la dispo- 
sición por la cual se obliga al patrón'a indemnizar tiene verda- 
dero carácter de ley de orden público (art. 23 de la ley de acci- 
dentes), contra la cual, en consecuencia, las partes no pueden 
invocar convenciones o cláusulas de contrato aleuno que se opon- 
ga a ese precepto legal o lo derogue. 

Es decir, que siendo la responsabilidad del patrón legal y no 
contractual, los reglamentos, por sí solos, no influyen mi en la 
extensión m en la naturaleza de aquélla. Si la responsabilidad 
fuese contractual la inobservancia de los reglamentos por parte 
del obrero privarían a éste de indemnización en casos que podrían 
reputarse debidos aún a culpa leve, lo que la ley reprueba. Pero 
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siendo así que la determinación o calificación de la culpa grave 


. 


no ha quedado en mngún caso librada al arbitrio del patrón, mi 
de los obreros o sindicatos, sino y antes bien al criterio discrecio- 
nal del juez *%, por ser una cuestión puramente circunstancial la 
que se presenta en cada caso, forzoso es convenir que se debe tener 
presente el principio básico de la ley: el riesgo profesional, o 
mejor aún, el riesgo estrictamente profesional **, criterio que debe 
servir de guía para calificar el hecho del infortunio. La jurispru- 
dencia ha resuelto en aleunos casos con un eriterio aleo simplis- 
ta: el de la «mera prohibición», es decir, en una forma restrictiva 
para el derecho a indemnización del obrero *. A juicio nuestro 
esta cuestión debe considerarse con un criterio racional, o sea, 
examinando lo razonable de la prohibición y la posibilidad de 
cumplirla en el trabajo. (V. n? 44* y nota 14 eod. loc.). 

Por el contrario, aunque por razones diversas de la nuestra, la 
Cámara Federal de la Capital ha declarado ** que la imprudencia 


(13) Desde ya señalamos la conveniencia de tribunales especiales pa- 
ra entender en estas cuestiones. 

(14) Desde que es una ley, como hemos dicho, que establece un ver- 
dadero jus singulare, justificado por razones de orden económico y po- 
lítico antes que jurídico, derogatoria, en consecuencia, de principios 
generales de derecho, debe entenderse de interpretación restrictiva, no de 
interpretación extensiva, que, como se sabe, sólo puede admitirse en el dere- 
cho común, y no en un jus singulare, según lo declaró acertadamente la 
Sup. Corte de Florencia (V. PATERI, Gli infortuni sul lavoro, (cit.) n* 3). 

(15) Sentencia de la Cámara Civil 1* de 11 de octubre de 1921, con- 
firmatoria de la de primera instancia, en la que se declara que para admi- 
tir la excepción de culpa grave es necesario que el accidente se haya 
producido por haber ejecutado la víctima, voluntaria y culpablemente, un 
trabajo que le estaba prohibido; y no habiéndose probado esta cirecunstan- 
cia admitió la acción. (V. Jurisp. Arg., t. VIL pág. 359). 

La Cámara 1% de Mercedes (Provincia de Buenos Aires), consideró, 
en sentencia de 3 de Julio de 1923, que no existe responsabilidad patronal 
cuando el accidente del trabajo se ha producido por ejercer el obrero ta- 
reas ajenas a sus obligaciones y que el patrón había prohibido y reco- 
mendado no ejercer (ver Jurisp. Arg., t. XI, pág. 245). 

(16) Dijo este tribunal: «Que contrariamente a lo sostenido en la senten- 
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profesional por parte del obrero, no exime de responsabilidad al 
patrón, aún cuando importe, a la vez, desobediencia de una orden 
de éste, si concurren las circunstancias de tiempo, lugar, y causa- 
lidad. 

Examinemos aleunos ejemplos que servirán para demostrar Ja 
eficacia de la reglamentación como determinante de culpa. 

129 — El patrón prohibe a sus operarios continuar el trabajo 
después de la hora fijada; el horario es general y debe observarse 
estrictamente. Un obrero continúa trabajando aleunos minutos 
después de esa hora, con evidente ventaja para su trabajo y de- 
más; sufre en esas cireunstancias un accidente. Desde luego, él 
es debido a una infracción del reglamento (de haber abandonado 
el trabajo a la hora reglamentaria el infortunio no lo hubiera 


<« cia recurrida, resulta de las circunstancias de la causa... Que la mira de 
«éste, al descender a la bodega, fué la de salvar el barco y sus compañeros, 
<tapando el agujero por donde entraba el agua. Que siendo ello así, forzoso 
<es decir que se trata en el caso de un accidente típico, del trabajo, produ- 
«cido durante el tiempo de la prestación de los servicios, con motivo y en 
«ejercicio de la ocupación de marinero que desempeñaba Urzo, la vícti- 
«ma a bordo. (Art. 1 de la ley n* 9688). 

<Que al fundar el diputado Padilla, en la discusión legislativa, el agre- 
«gado propuesto al inciso a) del art. 4? de la ley 9688, citaba como casos 
«de imprudencia o culpa grave, el de un albañil que prepara él mismo 
<«sus andamios para trabajar, y que con toda imprudencia ha puesto una 
<soga demasiada delgada y el peso de su cuerpo corta la cuerda, cae y se 
«lesiona; el de un guarda de tren que, no obstante la prohibición de subir 
«o bajar del tren en movimiento, le ocurre un accidente; el de un motor- 
«man que tiene instrucciones y órdenes de que su coche debe pasar las 
<bocacalles despacio y las pasa a gran velocidad, produciéndose una coli- 
«sión por no haberlo hecho lentamente. El diputado Demarchi citaba el 
«caso de un obrero que para ir de un piso a otro procede como un acró- 
< bata, subiendo por los postes en vez de hacerlo por la escaleras, casos todos 
«éstos que no guardan la menor analogía con el acto de altruismo, de ca- 
«rácter heroico, realizado por el marinero Urzo, fallecido, que tanto enal- 
<«tecen la personalidad humana. 

«Que, por otra parte, el decreto reglamentario de la ley 9688, art. 131 
«establece que hay culpa grave por parte de la víctima cuando el acci- 
«dente se debe a una infracción de los reglamentos de trabajo, siempre 
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alcanzado). Pero, ¿no parece injusto que, en virtud del art. 131 
del decreto, se admita al patrón esa causal para excepcionarse ? 

2% — Supongamos ahora que se prohibe el trabajo de noche, o 
a determinadas horas, no ya por simples razones de horario, sino 
porque a esas horas es más peligroso. Un obrero de la fábrica, 
que trabaja a destajo, por ejemplo, desobedece la orden y ejecuta 
«furtivamente» el trabajo, y le ocurre entonces un accidente, 
precisamente por la causa prevista al establecer esa disposición. 
En este caso consideraríamos fundada la excepción de culpa gra- 
ve opuesta al operario; la infracción entonces sería de carácter 
profesional, no meramente reglamentaria, porque elle se había 
establecido tutelando positivamente la seguridad del obrero, en 
beneficio de la industria misma. Si bien en este caso como en el 
anterior el accidente ha ocurrido fuera del tiempo señalado para 
ello, es decir, en ambos falta el factor cronológico, es evidente 
que la razón de la prohibición respecto del trabajo es, uno y otro 
caso, muy diversa. 

32 — Otra hipótesis. El reglamento de la fábrica prohibe el 
trabajo o el tránsito en un lugar determinado, en razón del peli- 
gro que ello entraña para el obrero; éste viola la orden, y a causa 
de ello le ocurre un accidente. Creemos de justicia la excepción 
del patrón fundada en esa prohibición violada. 


«que éste tenga la aprobación expresa del Departamento Nacional del Tra- 
«bajo, o a una causa, que, por lo elemental, pudo y debió evitarse por los 
«medios a su alcance en el momento del suceso, agregando el artículo 131 
«que la imprudencia profesional, o sea, la derivada del ejercicio habitual 
«de cualquier género, no exime al patrón de responsabilidad. 

«Que como lo hace notar acertadamente el defensor de incapaces, la ley 
«inglesa sólo reduce el derecho de la indemnización cuando no ha ocurrido, 
«como en el caso <sub-judice», la muerte del obrero. 

«Que aún admitiendo lo que no está claramente demostrado en autos, 
«que el patrón del «Lumen» hubiera prohibido terminantemente)a Urzo 
«bajar a la bodega, éste ha podido lógicamente suponer que podía llegar a 
« tiempo para tapar el buraco por donde entraba el agua, desde que, según 
«algún testigo, el pailebot tardó en hundirse más o menos diez minutos 
«después de producido el choque, y con tal fin expuso y perdió su vida, 
«con la esperanza razonable de salvarlo». (V. en Jurisp. Arg., t. 8, p. 98). 


h 
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49 — Ahora, si el patrón prohibe a sus operarios, por una sim- 
ple disposición reglamentaria, trabajar en determinados puntos 
del establecimiento, y un obrero realiza el trabajo violando la 
prohibición y sufre ahí un accidente causado, por ejemplo, por 
la explosión de una caldera, ¿podría invocarse con justicia la 
infracción del reglamento? No, a juicio núestro, por cuanto no 
hay relación de causalidad entre la transgresión y el daño sufrido, 
y no puede atribuirse al obrero la exposición consciente ,y, por 
consiguiente, culpable al peligro. 

En estos dos últimos easos, por la violación del reglamento se 
excluye el factor «topográfico» del trabajo, pero mientras en el 
primero él está vinculado al riesgo, en el segundo es simplemente 
arbitrario e indiferente respecto de aquél. 

Es decir que en la segunda y tercera hipótesis se justifica ple- 
namente la excepción de culpa grave opuesta por el patrón. No 
es sólo el riesgo profesional lo que ha originado o causado esos 
accidentes, pero sí, y ante todo, «una consciente transeresión de 
las órdenes o reglamentos establecidos atendiendo a la verdadera 
seguridad personal del obrero». 

Se me dirá que es extraño ese altruísmo de parte del patrón; 
convengo en ello; que los reglamentos de trabajo y las órdenes 
disciplinarias, al velar por la seguridad del operario, por adver- 
tencias, instrucciones o penalidades, tienen también por objeto, 
y aunque indirectamente, limitar la responsabilidad patronal y 
que por ello las establece; no lo dudo. Pero sería injusto a todas 
luces no reconocer el derecho que el patrón tiene de delimitar 
razonablemente la esfera de actividad lícita del obrero, aunque 
no, por cierto, extremando precauciones o imponiendo prohibi- 
ciones, a punto tal que toda negligencia implique una infracción 
del reglamento y constituya por ello culpa grave. De este modo 
podría resultar que no ocurriría accidente casi que no implicara 
violación reglamentaria, en cuyo caso se restringiría la respon- 
sabilidad «lesal» del patrón a tal extremo que estaría en sus 
facultades hacerla cesar, aún en los casos de culpa no grave. 

De lo que acabamos de decir resulta que el concepto fundamen- 
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tal que debe servir de base a los reglamentos de trabajo, es el de 
prevenir los accidentes, y en ese sentido delimitar «indirectamen- 
te» la responsabilidad del patrón, pues «ni ellos sirven para de- 
« terminar las normas de conducta típica que el industrial debe 
« observar, ni tampoco su inobservancia, — por parte del obrero 
«— entraña responsabilidad». 

Esa función preventiva es de doble utilidad : 1* para el patrón, 
porque ese conjunto de advertencias, atendidas por los operarios, 
tomando las precauciones consiguientes, disminuirá el número 
de accidentes; en consecuencia, la prima del seguro que el pa- 
trón debe pagar también disminuirá; en una palabra, disminuye 
la responsabilidad colectiva de los industriales; 2% el obrero se 
beneficiará también toda vez que es preferible la vida o la salud 
a la indemnización *”. 

Creemos haber demostrado, pues, que no basta que el accidente 
sea «debido» a una infracción de los «reglamentos del trabajo» en 
los términos del art. 131 del decreto reglamentario, porque esta 
infracción puede ser una cireunstancia indiferente en la deter- 
minación del accidente, como acabamos de verlo en la primera 
y cuarta hipótesis que como ejemplos proponemos. Mas si esa 
infracción importa causar o provocar el infortunio, entonces con- 
sideramos justo invocarla como excepción. 

De modo, pues, que el accidente determinado por la violación 
de un reglamento, no pierde por eso el carácter de accidente in- 
demnizable, si se atiende al espíritu de la ley, desde que esa cir- 
eunstancia, por sí sola, no le da el carácter de culpable ni excluye 
la profesionalidad del hecho. Pero llegar a esta conclusión no 
significa aceptar el principio de que «basta que el accidente sea 
determinado por el trabajo» para obligar a la indemnización, 
sin investigar nada más, com lo han propuesto notables tratadis- 
tas de la materia *$, Porque si, como lo dejo dicho, no admito la 


(17) Cociro, Commento alla legge degli infortuni sul lavoro, (citada), 
n? 60. 

(18) Lo que basta para que exista el nezum causal entre el trabajo 
y el riesgo, es que el hecho en el curso del cual sucede el siniestro, sea 
«determinado por el trabajo» (CARNELUTTI, Op. Cit., t. 1, p. 314 y 315). 
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transeresión de un reglamento como motivo suficiente para con- 
siderar culpa grave o «inexcusable», sea ese reglamento aprobado 
o no por el Departamento Nacional del Trabajo, desde que no creo 
en la eficacia de esa consagración burocrática 1%; reputo sí, por el 
contrario, verdadera culpa grave la violación consciente o delibe- 
rada de una medida de previsión, o una orden establecida y justi- 
ficada siempre como medida de seguridad personal del operario, 
y que el accidente sea consecuencia inmediata y necesaria de esa 
falta. 

Ahora bien; no siendo estas medidas generales y uniformes, 
sino, y por el contrario, muy diversas, según la clase de industria 
a que se refieran, pues cada industria tiene sus riesgos particu- 
lares, aparte de que en una misma industria el peliero puede 
aumentar, por ejemplo, por el trabajo en común o extraordina- 
rio, es necesario concretar en cada caso, cuándo el obrero ha 
ultrapasado ese coeficiente de negligencia, imprudencia o culpa, 
coeficiente que por su medida puede considerarse propio del tra- 
bajo, en el concepto del riesgo profesional. 

En otros términos: cuándo el hecho culpable asume caracteres 
especialmente graves, que no se encuentran ni se justifican en 
la actividad normal del trabajo y, en consecuencia, el obrero se 
pone por esa circunstancia fuera del trabajo. 

Diremos, por fin, antes de terminar con este punto de la cues- 
tión que a pesar de existir disposiciones o prohibiciones estable- 
cidas como exigencias de tutela y seguridad personal del obrero, 
la violación de ellas por parte de éste no lo priva de indemniza- 
ción en ciertos casos ?0. 


(19) Aprobación que no puede lógicamente comprender ni considerar 
sino disposiciones de carácter general, y no particularmente profesio- 
nales o técnicas de cada industria, que es lo importante. Así, se po- 
dría admitir que el operario de un laboratorio químico, que apartán- 
dose de los métodos o reglas conocidas para la obtención de un producto 
provocara una explosión, haya incurrido en culpa inexcusable, en razón 
de su idoneidad. 

(20) La Cámara Federal de Rosario ha decidido, en sentencia de 13 de 
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Eso será toda vez que a esa violación o transgresión concurra 
la falta del patrón. Por ejemplo, éste ordena la ejecución de un 
trabajo en forma tal que importe violar su orden anterior. (Véase 
el art. 132 del decreto reglamentario). 

Pero la falta del patrón puede consistir también in non facien- 
do; en su simple pasividad o las de sus representantes. Por ejem- 
plo, si las disposiciones reglamentarias de la fábrica cayeran en 
desuso por la práctica constante de los obreros, sin oposición for- 
mal del patrón, a tal punto que pudieran considerarse abrogadas 
por tácito asentimiento de éste. La Corte de Casación de Milán 
ha confirmado un fallo declarando: «que el obrero podía probar 
esa derogación tácita del reglamento de la fábrica» 2. La práeti- 
ca de un hecho suficientemente tolerado termina por hacerse cos- 
tumbre de trabajo, y adquiere así el carácter de profesionalidad. 

Me parece que si esta sentencia puede considerarse justa prima 
facie, en cuanto no admite la excusa legal del patrón, ya que es 
posible demostrar que hay culpa de su parte, ello no se justifica 
si se considera la culpa grave del obrero, pues importa siempre 
la violación de una orden que debe respetar, entendiendo desde 
luego en qué debe consistir esa orden, según acabamos de explicar. 

Admitir lo contrario importaría caer en un círculo vicioso, por- 
que la negligencia de un operario o su culpa, justificaría la culpa 
del otro, incitándolo a salir de la esfera lícita del trabajo. 


47*, Culpa inexcusable. — «Se entiende que hay culpa grave 
de la víctima cuando el accidente se debe «a una causa que por 
elemental pudo y debió preverse (por el obrero) por los medios a 


marzo de 1923, que la culpa del obrero para que exima de responsabilidad 
al patrón debe ser grave, y que no basta una simple inobservación de los 
reglamentos de trabajo no aprobados por el Departamento Nacional de 
Trabajo. V. Juris. de los Tribunales de S. Fe, t. IL, p. 14 

Esta subordinación formalista a los reglamentos de trabajo aprobados 
por el Departamento Nacional de Trabajo quita a este fallo — a juicio 
nuestro — todo valor desde el punto de vista jurídico. 

(21) Ver Cocirto, op. cit., n% 97, p. 175. 
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su alcance» 2, Tal precepto ha sido aceptado como una norma 
segura. 

Es decir que la exposición al riesgo es culpable cuando sin 
constituir precisamente infracción a una disposición expresa del 
patrón, el operario hace lo que no debe hacer, o no hace lo que 
debe hacer; esto es, que falta a un deber elemental de previsión, 
cuyo incumplimiento no puede explicarse en el riesgo profesio- 
nal, pues no se trata de accidentes causados por negligencia o 
despreocupación «excusable», ni por esa confianza temeraria que 
nace del hábito en el peligro, sino de accidentes debidos a culpa 
o negligencia, que sobrepasa, como se ha dicho, el coeficiente de 
culpa o negligencia excusable en el trabajo. Por eso, la culpa de 
tal naturaleza se ha llamado «culpa inexcusable», como lo hace 
la ley francesa %. 

La falta o culpa inexcusable es en materia de accidentes indus- 
triales un concepto correlativo al de culpa grave en el derecho 
común ?*, Ella puede ser activa o pasiva; es decir, que puede con- 
sistir en la ejecución de un «acto prohibido», o en la inejecución 
de un «acto ordenado». 


(22) Art. 131 del decreto reglamentario (nacional), 2* parte. 

(23) (Art. 20 de la ley de 1898). Porque esa calificación se atribuye 
siempre con relación al agente. Así, dijimos, un hecho negligente de un 
menor o un obrero inexperto, no podría reputarse causado por culpa gra- 
ve, al paso que esa misma omisión sería considerada inexcusable respecto 
de un operario técnico o experto. 

(24) Según los jurisconsultos romanos, la culpa grave consistía en 
no haber comprendido, o no haber previsto, lo que todo el mundo hu- 
biera comprendido o previsto; ella es, agregaban, la más vecina al dolo 
(culpa lata dolo est proxima). La «Chambre des Requétes» de la Corte 
de Casación francesa dice que la culpa grave no difiere del dolo, sinv 
y solamente en la ausencia de intención dolosa (?). SACHET, Op. Cit., t. 2, 
n? 1405. 

A la verdad que esto adelanta poco en la solución de la cuestión, si tal 
intención no es presumida por principio, como en la ley penal. Todo 
lo que se libra a la determinación de la intención, a lo puramente subjetivo. 


en punto a responsabilidad, es incierto, inseguro y peligroso. 
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El acto generador del accidente, dice Sachet, «es constitutivo 
« de culpa inexcusable cuando siendo peligroso y conocido como 
«tal es realizado, no obstante, voluntariamente 2, por la víctima, 
«sin autorización ni orden, y sin necesidad ni utilidad». 

La falta inexcusable pasiva resulta de la inejecución volunta- 
ria, por parte de la víctima, «de un acto propio de sus funciones, 
toda vez que esa omisión sea peligrosa y conocida como tal, y que 
ella «no fuera necesaria ni útil, y tampoco ordenada, ni expresa- 
mente autorizada» *, 

Pero, en los dos supuestos de culpa: activa o pasiva, ésta deja 
de ser tal cuando el acto (o comprendido genéricamente «hecho») 
ejecutado por el obrero es, como hemos dicho hace un momento, 
consentido tácitamente por el patrón. Ahora bien, ¿quid vuris si 
el obrero ejecuta el trabajo sabiendo que es peligroso y se expone 
voluntariamente, pero en virtud de una orden del patrón (por lo 
de voluntas coacta tamen voluntas est), y a causa de ello sufre 
un accidente? Desde luego — por la ley —, el patrón no podría 
oponerle la excepción de culpa grave o falta intencional. Tal es 
nuestra opinión. 

En efecto, la orden o autorización, explicable por la relativa 
dependencia en que se halla el obrero respecto del patrón, cons- 
tituye precisamente para aquél su excusa legal, cireunstancia por 
la cual el accidente se reputará no culpable 27. Esta solución, que 
puede aceptarse en la ley de accidentes, porque desaparece toda 
duda de intención dolosa, o de afrontar el peligro, ante la respon- 
sabilidad más amplia del patrón, no podría serlo del mismo modo 
ante el rigor de los principios del derecho común, pues qui ex sua 
culpa damnum sentit, non intelligitur damnum sentire; y siendo 
así, por lo demás, que no desaparece la autonomía individual del 


(25) <La voluntad, no implica la intención. Un obrero puede volunta- 
riamente realizar un acto que determine un accidente, sin que tenga 
por eso intención de provocar el accidente». SACHET, Op. Cit., t. 2, n* 
1409. 

(26) ¡SACHET, OP. Cif., t. 2, n* 1406. 

(27) V. Art. 132 del decreto reglamentario de la ley (nacional). 
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operario ante la obediencia debida al patrón, a punto tal que lo 
convierta en instrumento simple, la cuestión, repito, sería dudosa. 

Claro está que el conocimiento que del peligro tuviera el pa- 
trón, la omisión de precauciones, la avaricia, etc., unidas a la 
orden o autorización dada por él, comprometerían su responsabi- 
lidad en una forma particularmente grave, pues podría conere- 
tarse su culpa inexcusable, y, en consecuencia, obligarlo a indem- 
mizar integramente ; en este caso, otra vez, el derecho común reco- 
bra su imperio, pues se trata de verdadera responsabilidad delic- 
tual (en sentido lato, delito y quasi delito). 

Volviendo a los caracteres o elementos de la falta inexcusable 
(activa o pasiva), notamos que, de acuerdo al citado autor *, 
se requiere: 

19 — Voluntad de hacer o de no hacer ?*, 

29 — El conocimiento del pelisro que pueda resultar de la ac- 
ción o de la inacción. 

32 — Ausencia de excusa o de causa explicativa, es decir, de 
orden o autorización; falta de necesidad o utilidad. 

Advierto que el decreto reglamentario de la provincia de Bue- 
nos Aries reproduce estas tres condiciones — casi literalmente —, 
como constitutivas de la falta grave, considerada como eximente 
de responsabilidad patronal. El dice así: 

a) Voluntad manifiesta de hacer o no hacer. 

b) Conocimiento y discernimiento comprobado del peligro que 
pueda derivar del hecho o la omisión. 

c) Ausencia de excusa derivada de las condiciones en que 
se efectuara el trabajo, inclusive la forma de remuneración (?), 
o alguna justificación de orden recibida, de necesidad o utilidad, 
que salve o atenúe su responsabilidad. 


(28) Sacuer, op. cit., t. 2, p. 1407. 

(29) La voluntad (intencional) es excluyente de inadvertencia, distraec- 
ción, olvido, ete. Toda omisión o acción debida a una de estas causas no 
puede constituir una falta inexcusable. SACHET, Op. Cit., t. 2, n? 1408. 
Ver también, LouaT, Traité sur le risque professionnel, (Paris, 1906)j 
t. 1, n* 1107, 1151 y siguientes. 


176 LA CULPA EN LOS ACCIDENTES DEL TRABAJO 


w  Despréndese, pubs, de los términos de esta reglamentación que 
para que haya culpa grave o inexcusable es necesario la volun- 
taria exposición del operario al peligro, teniendo plena conciencia 
de la gravedad de las consecuencias, y que debió por eso evitar- 
las, con las limitaciones de orden, utilidad, ete., que quitan el 


aspecto moralizador de la excepción... 


CAPITULO TERCERO 


Supresión de la excepción de culpa grave en la ley.— La culpa 
grave en el derecho comparado 
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francesas citadas en la primera parte. 


48. Una cuestión de principio. — Reconozco lo difícil que es 
determinar con precisión los caracteres específicos de la culpa 
grave; aun más: admito también la «imposibilidad orgánica de 
una definición de culpa grave» *; en fin, que en presencia de la 
diversidad de hipótesis, de la dificultad de «dosar» el grado de 
responsabilidad del agente, toda fórmula que se pretenda no pue- 
de tener sino una precisión más aparente que real; convengo en 
ello con Pic ?. Pero no sigo de ahí que la ley debe por eso hacer 


(1) CHeEYss0N, loc. cit.; v. PIC, Op. cit., n? 1042, 

Pero aún reconociéndolo así, es deseable escapar al arbitrio de esas 
simples calificaciones, por las determinación de los elementos que cons- 
tituyen la culpa. DEJACE, Congrés National des Accidents (Milan, 1904), 
t. 1, p. 792. Ver también la opinión de PriNs, en Congreso de Bruselas, 
(1897). 

(2) Pic, op. cit., n* 1054. 
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tabla rasa de la culpa, que siendo grave o «intencional» excluye, 
por eso mismo, toda idea de «riesgo». 

Ya hemos dicho que la cuestión de si la culpa grave debe o no 
entenderse comprendida en el concepto del riesgo profesional, 
ha dado lugar a largos debates en los diversos congresos de aeci- 
dentes de trabajo, seguros, etc., celebrados en Milán, Berna, Bru- 
selas y París, y principalmente en el de Bruselas (1897). En una 
de las sesiones finales Van Overbergh * llezó a estas conclusiones: 
« Las tentativas de definir la culpa grave, o de determinar sus ele- 
«mentos esenciales no pueden conducir a una solución satisfacto- 
«ria. La vaguedad e imprecisión que rodea el término culpa grave 
«y el interés de las partes comprendidas en el contrato de traba- 
«jo, determinará una probabilidad, o más bien una certidumbre 
«de numerosos procesos, a que no da lugar la solución germá- 
nica f. 

Mas yo pregunto, después de todo, si acaso por la dificultad 
confesada * de definir la culpa debe concluirse que tampoco pue- 


(3) Comgres des accidents du travail et des assurances, (Bruxelles, 
1897), p. 212. 

(4) Pero mumerosos fallos del Tribunal Imperial han establecido que 
basta advertir que el accidente sea debido a falta intencional para no 
considerarlo indemnizable (eodem loco). 

(5) VAN OVERBERGH, hablando de la dificultad de definir la culpa 
grave, hacía notar la diversidad de conceptos al respecto. Así, Harze, 
profesor belga, reputaba que «en ese género de accidentes (debidos a 
culpa inexcusable) debían colocarse exclusivamente los que causaba ei 
obrero en «estado de embriaguez»; los que resultaban de infracción rel- 
terada de las precauciones esenciales de seguridad, cuando la vigilan- 
cia fuera organizada de manera que asegure, en tanto sea posible, el 
cumplimiento de las medidas de prevención, y cuando, también, los agentes 
encargados de esa vigilancia dieran el ejemplo. 

LAGASSE entiende por culpa grave la violación de reglamentos, cuan- 
do la desobediencia sea formal y reiterada. ” 

La Comisión de trabajos preparatorios aceptó esta más simple: <cul- 
pa grave es la violación consciente de los deberes esenciales de segu- 
ridad>.... 
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da concretarse en casos especiales. Las decisiones jurisprudencia- 
les citadas en el capítulo anterior demuestran que no hay tal 
imposibilidad. Aun más: si como reconocen nuestros contradie- 
tores es confundible la línea de separación entre el dolo y la eul- 
pa grave, y la distinción se mantiene — como es lósico suponer —, 
en todas las legislaciones, ¿por qué se hace el mismo areumento 
para no mantener la distinción, entre la culpa leve y la culpa 
grave, y más aun, cuando ésta por sus caracteres se asimila al 
dolo (culpa lata dolo eguiparatur) ? 

Se ha dicho, también, que hablando de la culpa sin distinción, 
sea o no grave, excusable o no, se fija una idea simple, que pre- 
viene o evita toda discusión o contestación judicial; pero «las 
ideas simples no son siempre las mejores, bien que provoquen a 
veces entusiasmo de las multitudes», decía, con razón, en el Con- 
egreso de Bruselas el profesor Prins:* Hay ideas simples que 
pueden tener como resultado invertir los principios verdaderos 
de derecho... 


48*. Proyecto de 1916. Objeciones al mismo, — La cuestión se 
ha presentado también entre nosotros. Un año después de sancio- 
nada la ley sobre accidentes — en junio de 1916 —7 se presentó en 
la Cámara de Diputados un proyecto suscripto por los repre- 
sentantes socialistas, proponiendo entre otras reformas fundamen- 
tales y muy plausibles de la referida ley, la supresión de la culpa 
grave, como eximente de responsabilidad patronal. 

He aquí la parte pertinente: 


Art. 1. —Modifícase la ley 9688, en la forma que prescribe la pre- 
sente. 


Art. 4.—En el art. 4 deróganse las últimas partes de los incisos a) y 


(6) «El laissez faire absoluto; el intervencionismo absoluto; el sufra- 
gio universal sin organización; he ahí ideas simples por excelencia; lo 
mismo en nuestra materia: cubrir la falta grave porque también el ar- 
cidente de trabajo es una idea simple.... (?)». Loc. cit. 

(7) Diario de Sesiones, t. 1, p. 547. 
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b) que dicen: «Cuando proviniese exclusivamente de la culpa gra- 
ve de la misma» (la víctima) y <ocasionándolo por su culpa 
grave». 


Y al ser presentado el proyecto, el diputado Bunge dijo, refi- 
riéndose a esa parte de la reforma: «Propongo la derogación 
« de la culpa grave, que considero ha sido una adición equivoca- 
«da. No la voy a fundar en detalle, porque es un asunto 
« jurídico muy interesante y complejo; (!) y, sobre todo, dada la 
«autoridad de quien formuló esa desgraciada reserva... creo 
« que debe fundarse con detenimiento, lo que haré en caso de que 
« llegue a considerarse en la Cámara este proyecto...» 

Ignoro si el propósito que ha guiado a los autores de este pro- 
yecto ha sido el de «purificar» la ley, eliminando todo vestigio 
de la culpa, o de la responsabilidad, excepto y solamente cuando 
se compruebe que el hecho ha sido causado por voluntad cerimi- 
nal; o ha sido, tal vez, el de llevar el principio del riesgo — bien 
que desnaturalizándolo —, a tal extremo que se considere al 
obrero, un hombre que, a diferencia de los demás mortales, pier- 
de en el trabajo toda su sensibilidad psíquica; su libre determi- 
nación volitiva... 

Desde entonces hasta ahora la reforma proyectada no ha sido 
discutida. Con todo respeto el móvil de tal reforma y sostengo, 
por eso, que la excepción, como excusa del patrón, debe admitirse 
restrictivamente. Así, sólo se podría reputar «culpables» esos he- 
chos que tengan por causa el afán de una ganancia ilícita y el des- 
precio por la disciplina y el orden en el trabajo, pero manifestados 
en una forma conereta y particularmente grave. Porque, en efecto, 
siendo así que no puede atribuirse a la audacia del operario el 
carácter de dolo, por aplicación del principio culpa lata dolo 
aequiparatur, desde que el lesislador ha dado al dolo un sienifi- 
cado preciso, que no se presta, por eso, a extensiones por analo- 
gía *, la irresponsabilidad de aquél no tendría, según el proyecto, 


(8) Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados, (1916), t. I, p. 550. 
(9) Cfr. AGNELLI, op. cit., n* 185, p. 181. 


LA CULPA GRAVE 181 


otro límite que el dolo «los accidentes intencional y dolosamente 
provocados», y ello sería difícil establecer, desde que se tiene en 
contra de ese dolo una presunción legal. 

Por esto, y lo que he dicho en páginas anteriores, no considero 
la exclusión de la culpa grave como un concepto axiomático, en 
una ley de accidentes del trabajo fundada «esencialmente en el 
principio del rieseo profesional»; para ello sería necesario dar 
otro fundamento doctrinario. 

La culpa, en el sentido más amplio que se haya tomado en la 
teoría del riesgo, no puede ser sino aquella que nace del riesgo y 
se atribuye por eso lógicamente al riesgo mismo. No puede confun- 
dirse el móvil de un acto culpable, puramente subjetivo, con un 
acto que, aunque culpable, es resultado necesario del trabajo. 

No considero, por lo demás, que la excepción de culpa grave 
en la ley de accidentes haga frustrar el propósito que se tuvo 
en vista al proyectarla, ya que el objeto principal — o único — 
de la ley ha sido: garantizar al obrero una indemmización por los 
daños que le provengan de accidentes del trabajo, y que son con- 
secuencia del riesgo de su oficio o profesión, pero no asegurar 
indemnización al que intencional o inexcusablemente se ha ex- 
puesto o provocado el peligro y como resultado ha sufrido aleún 
daño, o lo ha ocasionado a sus camaradas de trabajo. 

La misma palabra accidente o infortumo excluye por defini- 
ción toda idea de propósito, intención deliberada (culpa grave, 
etc.) de provocar el hecho, de exponerse conscientemente al riesgo 
en casos particulares *%. Si esas cireunstancias implican colocarse 


(10) A la fundada argumentación del diputado Melo, sosteniendo la 
inclusión de la culpa grave, contestó el diputado Repeto: «El señor di- 
putado, en admirable coincidencia de ideas con el señor diputado Padi- 
lla, nos propone ahora una cláusula que representa un verdadero retroceso. 
Ponerse a averiguar una vez producido el accidente, si puede atribuirse a 
una falta o culpa grave del obrero es volver a la situación anterior, es 
decir, colocarse en la condición actual de la legislación civil, que obliga a 
pleitear de una manera formidable...». Diario de Sesiones, (1915), t. 3, 
p. 592 y siguientes. 

Como se ve, este razonamiento no es del todo convincente. La abo- 
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fuera de las condiciones normales del trabajo, ¿cómo puede com- 
prendérselas en el concepto ya bien amplio «de profesionalidad» 
que la ley da al accidente? 

Prescindiendo de que la culpa grave y aún la negligencia grave 
son eximentes de responsabilidad patronal en la mayor parte casi 
de las legislaciones industriales adelantadas, lo que comprobare- 
mos al hablar de esto en el derecho comparado, digo como comen- 
tario final a este punto de la cuestión, que atribuyo poca impor- 
tancia y no mucha consecuencia a la reforma proyectada, toda 
vez que se aparta del principio esencial de la ley: el riesgo pro- 
fesional, que no considera las causas que le son extrañas, como la 
fuerza mayor, el dolo y la culpa grave, factores que no tienen en 
modo aleuno carácter profesional. 


48”. Proyecto de 1925 111.-—En agosto de 1925 fué presentado 
en la Cámara de Diputados un nuevo proyecto de reforma gene- 
ral de la ley n* 9688. Entre las importantes modificaciones de 
fondo, está la supresión de la culpa erave como eximente de res- 
ponsabilidad patronal y la limitación de la fuerza mayor extraña 
al trabajo 111, también como eximente de responsabilidad, en el 


sentido de que no se la considera tal, si se vincula a un «riesgo 
especial». 


En una palabra: el propósito legislativo es ensanchar la órbita 


lición de la culpa grave ha sido sostenida — hemos visto en parágrafos 
anteriores — por ilustres tratadistas, pero fundándose en otro orden de 
ideas, que ya hemos discutido también. Pero oponerse a la excepción 
de culpa grave, porque «es necesario ponerse a averiguar» una vez pro- 
ducido el accidente «si puede atribuirse a una falta o culpa grave del 
obrero», me parece que es oponerse a toda idea de justicia, de prueba, 
en determinación de responsabilidad, y tal conclusión por cierto no puede 
ser aprobada, con espíritu de justicia, por obreros ni patrones... 

(11) V. sobre el punto el artículo de A. M. Bas, «El despacho de la Co- 
anisión de legislación del trabajo de la C. de Diputados sobre la ley de acci- 
dentes» (La Nación, 8 de octubre de 1925). 

(111) En nuestro concepto, la fuerza mayor siempre es «extraña» al tra- 


bajo, a diferencia del caso fortuito, según dijimos en nos. 37 y 38. 


LA CULPA GRAVE 183 


del riesgo profesional, que hasta ahora se mantiene en sus límites 
de principio. 

Después de lo dicho, nos limitamos a transcribir el anteproyecto 
de reforma de la subcomisión formada por los diputados A. Bunge 
y J. A. Amuchástegui. 

Dice la parte pertinente: 

«Art. 4%? — La responsabilidad del empleador comprende todo 
accidente producido en los casos del art. 19 de la presente ley, sin 
más excepciones que las siguientes, cuya prueba queda a cargo 
del mismo: | 

a) Cuando el accidente hubiese sido provocado intencional- 
mente por la víctima; 

b) Cuando el accidente fuera debido a fuerza mayor extraña 
al trabajo, siempre que la autoridad judicial no comprue- 
be la existencia de un riesgo especial en las circunstancias 
del caso, que determine un derecho a indemnización par- 
clal de la cuarta parte como mínimo». 

Por lo demás, el proyecto de modificación general de la ley es, 
sin duda, oportuno y alabable en muchos puntos. 


49. La culpa grave del obrero en el derecho comparado. — 
En los últimos años — como sabemos —, en casi todas las nacio- 
nes se ha sancionado leyes de accidentes del trabajo, basadas en 
el principio del riesgo profesional. Aleunas legislaciones limi- 
tándose al principio enunciado establecen que el accidente debido 
a la culpa grave del obrero, concretada en una forma determina- 
da, lo priva del derecho de indemnización. Otras han extendido 
la obligación de resarcir al operario, de todo accidente que sufra 
en el trabajo, a consecuencia de él, sin investigar el carácter del 
hecho que genera el infortunio, es decir, la ilicitud del acto. El 
dolo o la voluntad criminal del operario es la única limitación 


de la responsabilidad patronal *?. 


(12) La ley alemana considera eximente o restrictiva del derecho a la 
indemnización, el delito o la culpa grave intencional, establecida por 
sentencia penal; en todo caso se deja al criterio discrecional del ¡juez 
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He aquí las legislaciones 12 que admiten la culpa grave del 
obrero, genéricamente considerada, como excluyente o restrictiva 
de la responsabilidad del patrón. 

Inglaterra: culpa grave y violación voluntaria de las obliga- 
ciones que incumbe al operario (serious and wilful misconduct) 3; 
ley de 1906, art. 1. 

a) Nueva Escocia: culpa grave y voluntaria violación de obli- 
gaciones, ete.; ley de 22 de abril de 1910, art. 10. 

b) Australia (Commonwealth): «culpa grave»; art. 5 de la 
ley. 

c) Australia Occid: culpa seria e intencional; ley de febrero 
de 1902, art. 5. 


d) Canadá (Queensland): «culpa grave»; ley de diciembre de 
1905, art. 4. 


e) Canadá (Queebeec): «culpa inexcusable»; ley de mayo de 
1908, art. 5. 


f) Canadá (Manitoba): «culpa grave»; ley de marzo de 1910, 
art. 4. 


9) Colonia del Cabo:«culpa grave»; ley de junio de 1905, 
art. 24. 


h) N. Gales: «culpa grave y voluntaria»; ley de agosto de 1910, 
arto Ub. 


el monto y apreciación de la indemnización; el patrón sólo puede excepcio- 
narse por dolo del obrero. 

(121) Dadas las dificultades de reunir datos concretos acerca de la le- 
- gislación de trabajo por lo deficiente e irregular de las publicaciones extran- 
jeras, especialmente europeas, he preferido recurrir para esto a los trata- 
dos y textos más bien informados y más recientes (3), de donde extracto este 
resumen de leyes concernientes al punto que trato. Algunas de ellas 
habrán sido modificadas, quizá, pero es difícil que por ello se modifique 
este resumen que transcribo, en el que se evidencia que la admisión de la 
culpa grave como eximente de responsabilidad impera en principio. 

(a) Obra escrita durante la última guerra. 

(13) La ley establece, sin embargo, una liquidación; cuando el acci- 
dente es mortal, y la víctima ganaba solamente 250 £ anuales, aún cuando 
de su parte hubiera habido culpa grave, el patrón debe indemnizar a los 
derecho-habientes de aquélla. (Workmen?s Compensation Act de 1906). 
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Francia: culpa inexcusable (econ las limitaciones ya explica- 
das) 1%; ley de 1898, art. 20 (v. las de 1902 y 1906). 

Dinamarca: «culpa grave»; ley de marzo de 1908, art. 6. 

España : La ley sobre accidentes, de 10 de enero de 1922 (art. 
2), sólo habla de fuerza mayor extraña al trabajo (eximente de 
responsabilidad patronal), y de imprudencia profesional (que no 
exime al patrón). A contrario sensu, los actos voluntarios del 
obrero, como también los actos temerariamente imprudentes, y 
los hechos delictivos eximen de responsabilidad al patrón; tal es 
la interpretación jurisprudencial dada al citado precepto, pues 
los tribunales han deslindado la imprudencia profesional de la 
que no lo es *?. 

(América) Chile: «culpa grave»; ley de accid., art. 1. 

Perú: «culpa grave»; ley de accid., art. 28. 

Brasil: dolo de la víctima o de un extraño. Ley de 1919 **, 

Uruguay: La ley de 1920 (art. 10) exime de responsabilidad 
al patrón cuando el accidente ha sido provocado «dolosamente» 
por el obrero. 

República Argentina: «dolo y culpa grave»; ley 9688, art. 4. 

Estados Unidos de Norte América: En los Estados del Norte 
la evolución de la legislación concerniente a los accidentes del 
trabajo ha sido mucho más lenta que en Inglaterra ?*”. 

Hasta hace muy pocos años, la jurisprudencia norteamerica- 
na * se inspiraba en el concepto de la responsabilidad delictual, 


(14) Según la gravedad de la culpa se establece una indemnización a 
«forfait». 

(15) V. sobre esto HINOJOSA y FERRER, Op. cit., págs. 47 y sigs. y espe- 
cialmente p. 58. 

(16) Ver sobre reglamentación FERRERA GÓMEZ, Accidentes no trabalho, 
(Rio de Janeiro, 1920), pág. 79 y sigs. 

(17) DEWAVRIN et LECARPENTIER, La protection légale des travailleurs, 
etc., p. 102. 

(18) Pic, op. cit., n* 1063. Una larga serie de fallos dictados por las 
Cortes de ¿justicia americanas, inspirándose en la antigua Common law 
inglesa — después de abandonadas desde hacía largo tiempo en Inglate- 
rra, — consideraban denegables las demandas de la víctima, si concurría 
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obligando a la víctima a probar la culpa del patrón, pero agra- 
vado por singulares restricciones, que hacian poco menos que 
ilusoria la responsabilidad del patrón. 

Lo especioso y arbitrario de la argumentación de los tribunales 
norteamericanos, chocaba con los principios más bizarros del de- 
recho común *?, desde que las limitaciones impuestas comportaban 
una verdadera derogación de la responsabilidad del patrón en casi 
todos los casos. Ello justifica las reiteradas protestas de las «Tra- 
de Unions», lo que tuvo por consecuencia la sanción de leyes 
especiales en diez y siete Estados de la Unión, señalándose en 


alguna de las circunstancias siguientes: 1) aceptación tácita de riesgo; 
2) falta profesional del obrero; 3) el hecho de que el accidente fuera im- 
putable a un compañero de trabajo (fellow servant)». 

(19) También en Inglaterra y no sólo en Estados Unidos, debido al 
principio de responsabilidad según la ley común, interpretado y aplicado 
«restrictivamente» por la jurisprudencia, se ha privado por largo tiempo 
al obrero de recurso legal contra el patrón, aún en caso de culpa de éste. 

«Según la Common law, cuyos principios en materia de responsabili- 
dad son casi análogos a los establecidos por los artículos 1382 - 1384 del 
C. de Napoleón (1109 y 1113 del Código Civil argentino) «el que causa 
un daño a otro, por su culpa, debe repararlo; toda persona es respon- 
sable de los hechos (ilícitos) cometidos por las personas colocadas bajo 
sus órdenes o dependencia legal». (DEWAVRIN et LECARPENTIER, OD. Cif., 
págs. 99 y 100). 

Ahora bien, la jurisprudencia constantemente negaba la acción de in- 
demnización a los derecho-habientes de la víctima de un accidente 
mortal causado por la culpa o imprudencia de un tercero, alegando 
«que no existía medio de valuar los perjuicios causados por la muerte 
de un hombre». Esa anomalía desapareció al votarse la Campbells[Act de 
1846. Esta ley hubiera sido eficaz si los tribunales hubieran continuado 
restringiendo sistemáticamente la responsabilidad del patrón. Bastaba pa- 
ra negar la acción de indemnización, que mediara cualquiera de las cir- 
cunstancias siguientes: a) «Aceptación tácita de los riesgos» (Assumption 
of risks). Por el sólo hecho de que el obrero continuara su trabajo después 
de descubrir o conocer la existencia de un peligro resultante del estado de- 
fectuoso del material o instalaciones, y mo lo advirtiere al patrón o pro- 
puesto, se presumía que aquél obrero había aceptado de antemano los ries- 
gos de accidentes inherentes a esa cosa, cuyo estado era defectuoso o en- 
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cada etapa de ese movimiento una marcada acentuación de la 
protección debida a la víctima ?, 

«Mientras las leyes de Massachussetts, Ohío, California, Fili- 
« pinas, etc., limitáronse a precisar la responsabilidad del patrón, 
«a hacer desaparecer restricciones perjudiciales, manifiestamen- 
«te inicuas, y a determinar la tarifa de indemnización correspon- 
«diente a cada clase de accidentes, dos leyes recientes: la de 
« Montana, sobre accidentes sobrevenidos en las minas (1909), y 
«la de New York (mayo 24 y junio 25 de 1910), sobre acciden- 
« tes sobrevenidos a obreros de cierto número de profesiones, re- 
« putadas peligrosas, y enumeradas en el texto, proclaman, al fin, 
«bajo ciertas reservas, el principio del riesgo profesional *. La 
« reserva es, precisamente, la falta o culpa inexcusable». 

De modo, pues, que las leyes norteamericanas más adelantadas 
han mantenido esa excepción razonable; la «serious and wilful 
misconduct» constituye una excepción dirimente; en este caso el 
patrón no está obligado a ninguna indemnización 2. 


trañaba peligro. b) «La culpa profesional del obrero» (Contributory negli- 
gence), toda vez que ella hubiera contribuído en cualquier forma a produ- 
“cir el accidente. c) «El hecho de que el accidente fuera debido a un eom- 
pañero de trabajo de la víctima (fellows servant). 

(20) Este régimen artificial, desfavorable a los legítimos intereses de 
los obreros, fué atacado vivamente por los Trade Unions ingleses, y ñ 
consecuencia de una enérgica campaña. el régimen fué objeto de tres re- 
visiones sucesivas. La Employers Liability Act de 1880; la Workmen”s 
Compensation Act de 1897 y la de 1906 cit. (DEWAVRIN et LECARPENTIER, 
op. cit., págs. 99 - 101). 

(21) Pic, op. cit., n* 1063. 

(22) La ley votada por el Estado de N. York en 1909, señala un pro- 
greso importante. Estableció que subsistía la responsabilidad del patrón, 
a consecuencia de todo accidente sobrevenido a un operario que haya «pro- 
bado, en esa circunstancia, el cuidado deseable (in due care and diligence) ; 
y lo mismo cuando el hecho se debía al mal estado del material de trabajo, 
instalaciones peligrosas, etc., “condiciones que implican, desde luego, la 
culpa patronal). Pero, no obstante, mantiene las prescripciones de los 
textos anteriores, en lo que se refería a la falta profesional (contribu- 
tory negligence). 
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Independientemente de la culpa grave, considerada jurídica- 
mente como eximente de responsabilidad, algunas legislaciones 
establecen con un fin indudablemente preventivo y moralizador 2, 
muy loable por cierto, otras causales; por ejemplo: la embriaguez 
se considera culpa grave en cuanto el accidente de trabajo ha sido 
causado por esa circunstancia, y, en tal virtud ,se excluye o se 
disminuye la indemnización. De ello son ejemplo las leyes ho- 
landesa, art. 28; la de Nueva Escocia, artículo 10; la de Manito- 
ba (Canadá), art. 40 y otras. 

En general, el movimiento legislativo en esto se dirige antes que 
a la modificación de los principios fundamentales del derecho, a 
la ordenación de un sistema de previsión moral y económica en 
el campo del trabajo industrial (y desde luego, especialmente 
dentro de una adecuada organización técnica). Y ello se advierte 
particularmente en países en los cuales la legislación sobre esta 
materia es relativamente reciente ?, 


50. Conclusión. — El somero examen de los principios en que 
se fundan las diversas teorías estudiadas hasta ahora; la evo- 
lución de la jurisprudencia dentro de nuestro régimen legal; 
las iniciativas legislativas y demás, nos advierten claramente 


(23) Así, la Workmen's Compensation Act de 1906, establece algunas 
limitaciones en caso de muerte del operario. Siendo preventivo el ca- 
rácter de estas restricciones, se explica como la ley holandesa y es- 
cocesa indemnicen, aún cuando el accidente fuera debido a la embriaguez 
del operario, si fué mortal, o ha tenido por consecuencia dejarlo absolu- 
tamente incapaz. El fin moralizador y preventivo, no concierne, por cierto, 
a los derechos-habientes. V. CARNELUTTI; Op. Cit., p. 311, notas 1, 2, 3, +. 

(24) V. Législation ouvriére et prevoyance sociale en Suede. Bref résumé 
publié par ordre du Gouvernement Suédois á 1”ocasion de la VITI* session 
du Conseil d*Administration du Bureau International du Travail a Stockholm, 
en juillet 1921. 

F. ZruturN, Législation sociale en Danemarl, publié par le Ministére des 
Affaires Sociales du Danemark, (Copenhague, 1924). 

OxNI A. PYYKKO, Législation protectrice du travail, (Helsinki, 1924). 

Nuno A. MANNio, La réglementation du travail en Finlande, (Helsinki, 
1924). 
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de que los cambios económicos, sociales, y aún políticos pura- 
mente, exigen como una consecuencia lógica y necesaria corre- 
lativas modificaciones de la ley. 

El derecho positivo, por cierto, no es derecho inmutable: 
nuevos fenómenos sociales exigen nuevas normas jurídicas que 
relativamente los regulen. Nuevas transformaciones en el régi- 
men económico de la industria y del comercio imponen necesa- 
riamente nuevas leyes que las disciplinen. La ley debe adaptarse, 
por lo demás, a las exigencias reales de la vida, 

Pero de ello no se sigue que toda desigualdad, aparente o real, 
origine la sanción de una ley, que, como tal, debe contener en su 
esencia principios de estricta justicia; me refiero a principios 
que no son simplemente reglas destinadas a disciplinar relaciones 
sociales variables, y que, en consecuencia, cambian con ellas; sino 
que se trata de principios racionales amplios, los cuales, hemos re- 
petido, constituyen por sí sólo postulados esenciales del derecho, 
como el de dar a cada uno lo suyo, o éste, por ejemplo, más es- 
trechamente unido a nuestra materia : qui vure suo ubitur neminem 
laedit. Tales principios, consaerados no ya por una simple pro- 
* videncia legislativa, sino por la conciencia jurídica universal, no 
pueden ser vulnerados so pretexto de una modificación cualquie- 
ra, toda vez que ello resultaría al fin perjudicial a la sociedad 
misma, que no puede vivir sin justicia. 

Hemos dicho en el prefacio de esta tesis que hay infortunios 
que son consecuencia de riesgos fatales, y cuya causa a nadie pue- 
de atribuirse. Ante ellos, el hombre, a fin de evitar o por lo me- 
nos atenuar sus consecuencias, propone medios a su alcance por 
la aplicación inteligente de su actividad. A veces sólo puede ate- 
nuar ciertos efectos: los económicos, los morales..., mediante 
instituciones ordenadas que son fruto de su inteligencia, de su 
madura experiencia, unidas al sentimiento de solidaridad. En 
la cuestión que nos ocupa existe, independientemente de otros 
progresos científicos — y por lo menos para evitar las consecuen- 
cias económicas de esas desgracias, originadas en gran parte por 
factores irresponsables —, una institución que es producto de la 
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previsión inteligente del hombre: el seguro, destinado, en el eon- 
cepto de Fusinato, a ejercer «sobre esta parte de la doctrina 
jurídica y del derecho constituído una influencia considerable». 

Y he ahí por qué decía yo en el prefacio, que se nos propone 
el seguro como un «corolario lógico» del principio del riesgo pro- 
fesional. 

Pero, después de todo, esto no es sino una solución inmediata, 
y aún aparente del problema, por lo menos en su fase económica, 
considerado el seguro una carga que se impone a la industria, y 
mo al patrón; porque, como hemos dicho ya, los fenómenos de di- 
fusión e incidencia se repiten aquí como en toda carga impositiva. 
De donde podemos concluir, pues, de acuerdo con Planiol, dicien- 
do que una ley votada para contrariar fenómenos económicos no 
es sino superficial y temporaria. De todos modos, en estos casos 
no se trataría de un recurso jurídico, sino de un recurso legal; 
de un verdadero jus singulare, mas no de un principio que se pre- 
tende extender a otras relaciones del derecho civil. 

Una ley de tal naturaleza, fundada en este orden de ideas, pue- 
de aceptar el principio del riesgo profesional, dándole a sus dispo- 
siciones la amplitud o extensión que resulte de él, e imponiéndole 
las consiguientes limitaciones, pero no estableciendo disposiciones 
que desnaturalizan la esencia misma del principio en que la ley 
se funda, llevándolo a consecuencias inesperadas e inaceptables, 
como hemos sostenido al considerar el dolo y la culpa grave del 
obrero en los accidentes del trabajo, como única limitación a la 
responsabilidad patronal, pero limitación que favorece al obrero 
mismo. Pues no debemos olvidar que la violación de ciertos prin- 
cipios necesarios y no contingentes, se resuelve en una perturba- 
ción del orden jurídico, cuyas consecuencias repercuten e inciden 
a veces en donde no se las espera. Por lo demás, la protección 
legal de que ahora goza el obrero, mediante ese ¿jus singulare, 
que pone a su cargo sólo la culpa grave y a cargo del patrón to- 
da culpa, por leve que sea, y el caso fortuito, no la tiene el pri- 
mero a título personal, sino como agente respetable y digno de la 
«industria» (de donde la limitación del «rieseo profesional». Y 
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es por eso por lo que, fuera de la esfera industrial no hay obrero 
ni patrón, y tampoco obligante ni obligado. He ahí los términos de 
esta cuestión que no siempre se aviva con fines de justicia. 
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